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FL Tratado de Límites recientemente suscripto con Argentina 
tiene, innecesario es destacarlo, una importancia fundamental 
-para el país. No obstante, una vez conocidos los términos del 


mismo, el silencio y la indiferencia lo han rodeado. Ni discrepancia, - 


ni aprobación, ni debate, ni esclarecimientos, 


Unos porque les estaba impedido hablar. Otros, los “centros 


de información” bficiales u oficialistas porque al buen callar, ya 


se sabe, le llaman Sancho. La táctica cómoda es eludir la discusión 


‘y practicar el. optimismo frívolo. 


Pivel Devoto cuya autoridad en la materia nadie puede des- 
conocer, dedicó en Marcha, muchas semanas a desmenuzar y anale 
zar el Tratado. No fue refutado, sin duda porque no podía serlo, 


Este CUADERNO comenta únicamente los artículos del Tratado 
que refieren a las islas Martín García y Timoteo Dominguez. Algu- 
na parte de los materiales que lo componen apareció en Marcha, 
El resto, complemento de aquélla, es inédito. 


CUADERNOS, DE MARCHA mucho le agradece al profeso? 
Pivel Devoto su desinteresada y valiosisima colaboración y tiene la 
seguridad de que la resonancia del presente trabajo no se agota con 
esta publicación, Un día, quizás menos lejano de lo que se. cree, 
el pais entero tendrá que volver a dialogar sobre estos temas vin» 
culados a su propia existencia u entonces la voz de Pivel Devoto, 
tendrá que ser oida. 


En 1969 publicamos un trabajo sobre la 
isla Martín 


tal para el estudio del tema, precedidos de 
una introducción que titulamos “Razones del 
Uruguay sobre Martín García”, fundadas en 
fuentes’ originales reunidas en muchos años de 
investigación. Demostramos en esas páginas 
que la isla Martín García pertenecía por ra- 
zones geográficas, históricas: y jurídicas a la 
República Oriental del Uruguay. . 

‘ El sefior Ernesto J. Fitte, vicepresidente de 
la Academia Argentina, a la que la cancillería 
solicitó asesoramiento bibliográfico para el es- 
tudio de la: cuestión del Río de la Plata, dio 
a la estampa en 1971 un libro que tituló “Mar- 
tin García, Historia de una isla argentina.” 

Se trata: de un estudio en el que el autor, 
aprovechando las fuentes de consulta conteni- 
` das en nuestro estudio y otras reunidas al azar, 
zurciéndolas a puntada larga, pretendió reivin- 
dicar para su país la pertenencia de la isla 
sin aportar un solo elemento de juicio valedero, 
tergiversando los hechos, omitiendo la mención 
de los que contrarian su tesis e incurriendo en 
gruesos errores y confusiones sobre el proce- 
so histórico de la revolución argentina y los 
orígenes de nuestra independencia. Cuando 
dispusimos de una tribuna periodística inicia- 

mos la refutación del libro del señor Fitte. A 
partir del n? 37 de “Opinión Nacionalista” 
hasta el n* 50, publicamos doce artículos, de 
los cuarenta que integraban la serie destinada, 
después, a la edición en un volumen. El cese 
de “Opinión Nacionalista”, motivado por acon- 
tecimientos políticos de notoriedad, interrumpió 
la publicación del estudio destinado a ratificar, 
con el aporte de nuevos testimonios históricos, 
que la isla Martin García pertenece en forma 
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García formado por una se- — 
lección de- fuentes, un apéndice documen-. 


exclusiva al Uruguay. Las informactónes perio- 
dísticas divulgadas en las últimas semanas sobre 
la solución que se daría a la delimitación de las 
aguas del Río de la Plata, destino de las islas 
Martín Garcia y Timoteo Domínguez nos obli- 
gan, por razones patrióticas, a acceder al re- 
querimiento de escribir una síntesis sobre el 
tema, i 


EN EL PROCESO INICIAL DE LA 
COLONIZACION DEL 

RIO DE LA PLATA, 

MARTIN GARCIA ESTUVO 
IDENTIFICADA CON NUESTRO 
TERRITORIO 


a 


La historia de Martin Garcia, descubierta 
en 1515, está asociada a la empresa de la 
exploración y de los primeros intentos de Pedro 
de Mendoza y Ortíz de Zárate para la pobla= 
ción y colonización del Río de la Plata. Ubi- 
cada a dos millas de la parte septentrional del 
Río de la Plata, después que los portugueses 
fundaron en 1680 la Colonia de Sacramento en 
nuestro territorio, la isla adquirió una gran 
significación en la disputa hispano-lusitana. En 
esa disputa la Corte: de Lisboa persistió en 
considerar a la isla como un apéndice de la 
ciudad que, contraviniendo los tratados, había 
fundado en la desembocadura del Rio de la 
Plata, La vecindad entre Colonia y la isla 
impuso esa vinculación como un hecho natu- 
ral. En la isla se fue desarrollando una pobla» 
ción impulsada desde esta margen del Río de 
la Plata; proveyó a Colonia de madera, trigo, 
carbón, carne y cuero, cuando su posesión. por 
Portugal fue consentida por España y también 
cuando debieron abandonarla por expresa ese 


En i 


y 


@puladion: él aprovechamiento de esos artícu- 


los continuó efectuándose en forma furtiva 


desde Martín García. En 1705 la ciudad de 
Colonia fue ocupada por los españoles;. pero 
por el tratado de paz celebrado por ambas co- 
zonas en 1765, España restituyó a Portugal la 
Colonia del Sacramento. La gravitación sobre 
la isla Martin García volvió a reanudarse, 


El tratado de 1765 no puso fin a las dispu- 
tas; la lucha fue reiniciada: en el transcurso 
de ella la isla de Martín García, asociada al 
destino de la Colonia del Sacramento, adquirió 
cada día más notoriedad, Destacamos que en 
esa lucha los gobernadores de Buenos Áires se 


hallaban en desventaja porque la isla se encon» * 
traba fuera de su radio de acción natural, En un | 


extenso y certero comentario, el jesuita Pedro 
Lozano escribió, en 1745, que en la isla Martín 
García empezaba la “dilatada provincia del 
Uruguay”, a la que la isla estaba asociada por 
razones geográficas y por el desarrollo del pro- 
ceso histórico desde los días iniciales de la con- 
quista. Las autoridades portuguesas prosiguieron 
ocupando la isla de Martin García, utilizada 
como fuente de aprovisionamiento sin que el 
gobierno de Buenos Aires pudiera impedirlo, 
En 1750 España y Portugal celebraron el tra- 
tado de Madrid, mediante el cual la Colonia del 
Sacramento fue permutada por las Misiones Je- 
suíticaz que pasarían al dominio lusitano. La en- 


trega de la plaza de Colonia a España por los - 


portugueses que la ocupaban, fue estipulada en 
condiciones muy liberales para los lusitanos. 
Sacarían de la ciudad la artillería, las armas. y 
la pólvora; pero los moradores podrían continuar 
residiendo en la ciudad. Importa señalar que, a 
pesar del tratado de 1750 que obligaba a los 
portugueses a evacuar la Colonia del Sacramen- 
to, continuaron ocupando la isla ‘de Martín 
García en la que montaron baterías. Fueron pues 
muy limitados, casi nulós los alcáneés que tuvo 
la aiitoridad del gobierno de Buenos Aires sobre 
la isla de Martín García, identificada con el 
proceso histórico que se desarrollaba en la costa 
uruguaya, Anulado el tratado de Madrid en’ 
1763, la Colonia del Sacramento fue reintegra- 
da al dominio Jusitaño, 

Pedro de Cevallos hizo entrega de la plaza, 
pero con enérgica decisión se opuso a que èx- 
tendieran se influencia sobre Martín Garcia; 
sin embargo su espíritu vigilante no pudo impe- 
dir que en 1774 Martín García y la Isla’ San 
Gabriel fueran utilizadas por los portugueses de 
la Colonia para depósito de mercaderías que, 
mediante contrabando, eran introducidas por los 
ríos Paraná y Uruguay. 


Martín García vino a ätelar alejada de Ja 


influencia portuguesa después del tratado de 
1777, por el cual ambas coronas delimitaron sus 
territorios en la América Meridional. Colonia 
del Sacramento era restituida para siempre a 
España. Con el alejamiento de la influencia ppr- 
tuguesa en los dominios hispánicos del Río de 
la Plata, es que comienza a estabilizarse el vincu- 
lo de la autoridad instalada en Buenos Aires con 
la isla Martín García, en la que inició la ex- 
tracción de piedra y en la que instaló un 
presidio, . 

Marta Garcia siguió vinculada al 
territorio oriental en el siglo XVIK 


l En la segunda mitad del siglo XVIII, a po- 


cos años de la creación de la gobernación de 


Montevideo, 'se operó el proceso de fundación 
de los pueblos en el territorio oriental, surgidos 
por la influencia de diversos factores, en un te- 
rritorio en el que la Corona y las autoridades 
virreinales fueron inéapaces de darle una orga- 
nización administrativa y: política, a la que lo 
predisponía su. naturaleza geográfica y la nece- 
sidad de establecer una autoridad. vigorosa con 
facultad de decisión para oponerse a la pene- 


_ tración lusitana. El desarrollo y la explotación. 


de la riqueza ganadera. la importancia que ad. 
quirió el puerto de Montevideo nor la aplicación 
de la ordenanza de Comercio Libre de 1778, le 
influencia del contrabando como factor coad. 
yuvante para la consolidación de los intereses 
privados dio origen a la formación de los gre- 
mios de hacendados y comerciantes; al surgi- 


. miento de dirigentes que, al conjuro de un es- 


píritu regionalista, atisharon que la naturaleza, 
con la división territorial: de’ los grandes ríos, 
había predestinado el destino propio del Uru- 
guay. . i ' 

Revisten gran interés los testimonios de log 


‘geógrafos españoles: Diego de Alvear, Joaquín 


Gundin y Francisco de Aguirre, de los años 
1783, 1791 y 1796, en cuyas descripciones la 


« isla Martín García aparece siempre ligada a la 


vida dela costa oriental por naturales razones 
de proximidad geográfica; el centro de aprovi- 
sionamiento de la isla era la guardia de Martín 
Chico, ubicada en la costa tiruguaya. En 1745 
Lozano, según ya lo exprésamos, afirmó que la 
provincia .del Uruguay “empezaba” en Martin 


_ Garcia; Diego de Alvear señaló la isla como el 


sitio donde el rio Uruguay, que caracteriza una 
región geográfica, se junta con el Río de la 
Plata; Joaquin Gundin asocié en 1791 la isla 
de Martin García, situada a una legua de dis. 
tancia de la costa firme oriental del Río de la 
Plata, a Martín Chico, lugar en el que los 
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` ocupantes de la isla se aprovisionaban para sub- 


sistir. Por décadas, vecinos de la zona de Martin 
Chico trabajaron en la isla de Martín García, 
cuya vida real estaba identificada con esta re- 
gión del Río de la Plata. Isidoro De-María ex- 
presa al referirse a Martín Chico: “Diósele este 
nombre a esa punta por su inmediación a la isla 
de Martín García, a cuyo presidio se mandaban 
provisiones de la guardia de Martín Chico, costa 
firme, a poca distancia de la isla, para distin- 
guirla de Martín Grande, o “Martín García”. 
De los testimonios que hemos citado surge tam- 
bién un elemento de juicio importante: que el 
thalweg natural y canal natural de navegación 
del Río de la Plata para navegar con destino al 
Uruguay o al Paraná, corría al oeste de la isla 
de Martín García; es decir entre ésta y la costa 
argentina; el canal existente entre la isla y la 
costa uruguaya no era usado por ser de difícil 
navegación, Hamado por eso del Infierno, i 


MARTIN GARCÍA EN EL PROCESO 
DE LA FORMACIÓN NACIONAL 


Al producirse la revolución de Mayo de 


1810, la isla de Martín García fue ocupada por 
las fuerzas navales de Montevideo, destinadas a 


dominar las vías fluviales del litoral. El go- 


bierno de Buenos Aires no podía conservar la 
posesión de la isla, que quedó ocupada y sujeta 
al gobierno político y militar de la ciudad de 
Montevideo. Producido el movimiento emanci- 
pador de 1811, “la admirable alarma” acaudi- 
llada por. Artigas, que extendió su influencia 
ideológica y su dominio a todo el territorio na. 
cional, apareció el pueblo a vivificar el espícitu 
aldeano de la Revolución de Mayo. Cuando sus 
dirigentes, apremiados por las derrotas milita- 
res del Alto Perú, iniciaron las negociaciones 
con los representantes del virrey Elío para con- 


certar un tratado de pacificación v retirar sus . 


fuerzas del territorio oriental, la isla de Martín 
García se hallaba ocupada por fuerzas destaca- 
das desde la plaza de Montevideo. En el texto 
original del tratado remitido por el doctor José 
Julián Pérez a su gobierno, se convino =n que 
el ejército de Buenos Aires abandonaría entera- 


mente el territorio de la Banda Oriental, sin’ 


que en toda ella fuera reconocida otra autori. 
dad que la del virrey Elio “de modo que el 
Paraná será el límite que divida el- territorio 
de ambos territorios”. En el texto no se men- 
ciona a la isla Martín García. El gobierno de 
Buenos Aires, al examinar este texto, observó 
que donde se decía río Paraná, debía leerse río 
Uruguay, “que es el que divide la Banda Orien- 
tal para Montevideo y la Septentrional con el 
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territorio de Entre mios para Buenos Álres”. 
Agrégase en las observaciones: “Se admite por 
límite a Paysandú comprendido en el territorie 
que queda sujeto a Montevideo; y debe di» 
clararse que la isla de Martin Garcia queta 
como antes, por el gobierno de Buenos Aires”. 
Ej artículo 6° del texto definitive del Tratade 
de Pacificación, aprobado y ratificado el 20 y 


- 21 de octubre de 1811, que dejó a la revolu- 


ción oriental librada a su destino, no incluyó 
a la isla de: Martín García dentro de los terri. 
torios que quedaban bajo el dominio de la 
revolución, El doctor José Julian Pérez no con- 
siguió incluir en el tratado una sola palabra 
sobre la isla Martín García. Después que el 
gobierno había reintegrado al dominio del vi- 
rrey el territorio de la Banda Oriental, me- 
diante el tratado llamado de Pacificación, so- 
licitó la “incorporación” de la isla de Martín 
García argumentando que le era necesaria para 
mantener allí un presidio, Solicitó la “incorpo. 
zación” de la isla no su “restitución” como 
habría correspondido si hubiera tenido la cer- 
tidumbre de que la isla constituía una unidad 
con la costa meridional del Río de la Plata. 
Buenos Aires había entregado a Elio el do- 
minio del Río de la Plata sin limitación alguna 
y las más importantes poblaciones de la costa 
occidental, ¿Qué razones valederas podía in- 
vocar en esta oportunidad en que se mostró 
pródigo en hacer concesiones sobre territorios 
en los que ya alentaba un sentimiento nacional, 
para reclamar una: ista que no le pertenecía, 
invocando tan sólo el hecho de resultarle útil 
para confinar en ella a los presidiarios? 


Esta pretensión no fue tomada en cuenta 
por los representantes de Elío, No existe cons- 
tancia de que el doctor Pérez, negociador del 
gobierno de Buenos Aires, la, hubiera planteado 
como problema esencial; nada dijo de ello a 
su gobierno. La isla estaba incorporada al te. 
rritorio oriental, cuya conformación- geográfica 
y geológica integraba, y al que se hallaba, ade- 
más, ligada en el orden social y económico por 
su estrecha comunicación con Martin Chico y 


resto de la tierra firme. El gobierno de Monte- 


video retuvo la isla bajo su autoridad. Fue maa 
allá. El 13 de enero de 1812, el teniente coronel 
Antonio José del Texo solicitó de la Corona esə 
pañola la posesión y derechos de las islas San 
Gabriel y Martin García y otras tierras reas 
lengas. El 11 de junio de 1811 el Consejo de 
Regencia resolvió que el virrey del Río de la 
Plata le señalara la moderada composición que 
considerara suficiente para realizar las explota. 
ciones que se proponía, Del Texo se presentó 
al capitán general Gaspar de Vigodet solici 


? 


tando que, en viriud de la Real Orden citada, 
se le diera absoluta posesión de las islas Martín 
García y San Gabriel, En 1969 publicamos in- 
tegro el expediente, hasta entonces inédito, cuya 
existencia era puesta en duda por historiadores 
argentinos, En su trámite fueron observadas to- 
das las formalidades, que incluyeron desde el 
informe del fiscal doctor José Acevedo y Sala- 
zar hasta el testimonio de los vecinos pobladores 
de Martín Chico. En posesión de esos elementos 
de juicio, Vigodet no accedió al petitorio sobre 
la isla San Gabriel, “llave de esta banda del 


Oriente y la del Occidente”, que prestaba gran- * 


des servicios a la navegación. Pero el 10 de abril 
de 1812 concedió permiso a Antonio José del 
Texo para que por el término de dos años 
estableciera en la isla de Martin García fábricas 
de curtidos, hornos de carbón y realizara cortes 
de leña, No podemos extendernos en el análisis 
«le este trascendental documento. Importa señalar 
el interés de las declaraciones prestadas por los 
vecinos de Martín Chico, cuyas informaciones 
fueron requeridas por funcionarios reales en vir- 
tud de orden superior. En ninguna de esas de- 
e«laraciones se hace referencia a una vinculación 
de la isla Martín García con Buenos Aires, a la 
presencia en la isla de pobladores de esa ciudad, 
a alguna forma de relación con ella; surge del 
` expediente en términos claros un contacto per- 
manente con antiguos vecinos pobladores de 
arraigo de Martín Chico. Estimamos de interés 
señalar que en el expediente existen dos piezas 


fundamentales: la Real Orden expedida por el, 


Consejo de Regencia en Cadiz, el 11 de julio de 
1811, que hacía a del Texo amplias concesiones 
y el decreto expedido por Vigodet el 12 de abril 
de 1812, en el que reduce los alcances de los 
beneficios otorgados después de realizadas las 
diligencias, que dispuso. Del cotejo de ambos do- 
eumentos puede apreciarse en qué grado las 
autoridades de Montevideo habían ejercitado sus 
potestades al cumplir la Real Orden; los detalles 
minuciosos de las diligencias practicadas en de- 
Tensa de una posesión como la isla Martín Gar- 


vía, que se hallaba bajo su jurisdicción militar. 


y política, en la que aspiraba a establecerse un 
militar cuyos servicios la Corona deseaba recom- 
pensar, La concesión del permiso limitado al mí- 
rimto, dado por Vigodet, interpretando con rigor 
estricto la Real Orden, prueba en qué medida la 
dela de Martín García era valorada como una 
posesión afectada al dominio y a la vida de esta 
región del Río de la Plata. Es un antecedente en 


favor de nuestros derechos, de indiscutible tras- 


wendencia, 


cul) a 1812, produekia la tuptura del armisticio, 
ad e remadó la guerra en el territorio oriental. En 


fas marchas del Exodo, en la emigracion, ef pue~ 
blo acaudillado por Artigas había definido su per- 
sonalidad política, al romper los lazos que lo li- 
gaban a la Corona española y al rehusar su obe- 
diencia al gobierno de Buenos Aires, dándole a 
la revolución un vigoroso “impulso autonomista. 
En previsión de un segundo sitio, el gobernador 
Vigodet. dispuso que a las islas de San Gabriel, 
Gorriti y Martín García fuera conducido el ga- 
nado necesario para abastecer la plaza de Mon- 
tevideo, Martin García fue, a la vez, la base de 
operaciones de los buques que interferían las co- 
municaciones con Buenos Aires. El asedio de 
Montevideo iniciado en 1812, adquirió mayor vi- 
gor después que Artigas se incorporó a la linca 
sitiadora el 26 de febrero de 1813, una vez que 
Sarratea fue depuesto del mando por los jefes 
que se hallaban bajo las órdenes de Rondeau. 


Entonces, la situación de la plaza se hizo más 


difícil. Cuando la isla de Martín García le era 
más necesaria, el 7 de julio de 1813, fue ocupada 
por el teniente de Dragones José Caparroz. Éste 
se había hecho a la vela en el puerto de las 
Vacas con tres corsarios comandados por el sar- 
gento Bartolo Mondragón. Desembarcaron en la 
isla al amanecer del 7 de junio, sorprendieron a 
la guardia, libraron combate obligando a embar- 
carse a los realistas de Montevideo defensores de 
la.isla, de la que tomaron posesión apoderándose 
de tres cañones, armas y municiones. El gobierno 
de Montevideo no se avino a considerar este 
contraste como un hecho irreversible, 


El 3 de noviembre zarpó de Montevideo un 


convoy de buques con fuerzas de desembarco di- 


rigidas por el coronel Domingo Loaces. Cuatro 
de ellos eran de guerra: servían de custodia al 
convoy comandado por el capitán de navío Ja- 
cinto Romarete, La expedición tenía por objeto 
dirigirse a la desembocadura del Río de la Plata 
y obtener elementos para avituallar a la plaza de 
Montevideo. La escuadrilla no pudo efectuar 
desembarco porque fue hostilizada desde la costa 
de Colonia; pero Domingo Loaces ocupó la isla 
de Martín García, en la que inició la construc- 
ción de alojamientos para. trasladar a los en- 
fermos de la plaza. Regresó a Montevideo y dejó 
en la isla una guarnición. 

El desenlace del asedio de Montevideo no 
se decidiria por el rigor con que actuaran las 


fuerzas de tierra. La ciudad amurallada no podía - 


ser. tomada por asalto, aun después de una de- 
rrota de sus defensores, como fue la del Cerrito. 
Subsistiría mientras conservara el dominio del 
mar: la posibilidad de aprovisionarse por esa vía 
que le aseguraba la supervivencia de su pobla- 
ción, ‘Tres meses después de ocupada por Loaces 
la isla de Martín García, centro de la disputa 
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en ef dominio de los ríos, fue tomada por Gui- 
llermo Brown el 15 de marzo de 1814, después 
del combate librado por la escuadrilla patriota 
que comandaba. Brown en sus “Memorias” des- 
taca la importancia de Martín García. “La po- 
sesión de este lugar es de la mayor importancia 


para la navegación de los dichos ríos” (Paraná 


y Uruguay). 

La toma de Martín García por Brown fue el 
anticipo de la capitulación de Montevideo, pre- 
cipitada por el combate naval del Buceo. La ca- 
pitulación tuvo lugar él 20 de junio de 1814. En 
el período en que la isla de Martín García fue 
ocupada por las autoridades de Montevideo o 
por las fuerzas revolucionarias, se habían pro- 
ducido los actos constitutivos de la Provincia 
Oriental, la enunciación del ideario artiguista 
concretado en la independencia, la república y 
la soberanía particular de los pueblos, que en- 


frenté a la revolución oriental con el Directorio 


de Buenos Aires, centralista y monárquico. 

Tras la disputa producida por la posesión de 
Montevideo, definida en enero de 1815 después 
del combate de Guayabos, la Provincia Oriental, 
libre de españoles y de porteños, organizó su 
gobierno, su administración en el plano de una 
autonomía tan amplia como celosamente defen- 
dida, que configuraba en los hechos una situa~ 
ción de independencia. La expansión del ideario 
artiguista en el litoral, la lucha armada con el 
Directorio, el Protectorádo de los. Pueblos Libres, 
fueron las causas inspiradoras de la diplomacia 
argentina, dirigida a estimular‘ los ánimos para 
que la corte portuguesa emprendiera la invasión 
del territorio uruguayo, contra Artigas y el ar- 
tiguismo. 


Una vez que el director Pueyrredón fracasó 
en su intento de obtener el reconocimiento de 
su autoridad por los orientales ante el apremio 
de la amenaza lusitana, consumó abiertamente 
los actos de la más “reprobable complicidad con 
los invasores”. La isla de Martín García se ha- 
llaba entonces en poder del gobierno de Buenos 
Aires. La revolución iniciada en 1810 había pues- 
to de manifiesto su significación: estratégica en 
lo que se refiere al dominio de los ríos. “El Cen- 

” denunció el 15 de setiembre de 1817 el 
pasaje de buques portugueses por Martín Gar- 
cia, tolerado por el gobierno. Lecor reclamó 
ante el gobierno de Buenos Aires por decisiones 
del comandante de Martín Garcia que no le sa- 
tisficieron. En presencia de tales claudicaciones, 
guien defendió el dominio del río Uruguay, de 
sus pasos e islas, fue Artigas, consustanciado con 
el patrimonio nacional. 

Bajo la presión de la opinión pública, el go- 
bierno de Buenos Aires reforzó las fortificaciones 
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de la isla; elo no 1Mpidio que, con au complici- 
dad, la escuadrilla portuguesa comandada por 
Senna Pereyra, pasara por Martín García y 
remontara el Uruguay sin ser atacada, Xsa fue 
la soberanía que el director supremo de las 
Provincias Unidas ejerció en este período en 
la isla de Martín Garcia: facilitar al invasor lu- 
sitano el paso de las naves de guerra por su 
canal de navegación, Los defensores de la in- 
tegridad territorial del Rio. de la Plata fueron 


Artigas y el pueblo oriental. La crisis de 1820, 


que precipitó la caída del Directorio y del Con- 
greso, el derrumbe del centralismo monárquico 
y el triunfo de los ideales republicanos y demo- 
cráticos de Artigas, cierra una etapa de la his- 
toria de Martín García, poco gloriosa para quic- 
nes pretenden aducir títulos con que legitimar 
su posesión. 

En 1820 todo el territorio de la Provincia 
Oriental quedó incorporado a la corona lusi- 
tana, dueña de los puertos de Maldonado, Mon- 
tevideo y Colonia, con posibilidades de bloquear 
los canales del Río de la Plata y la navegación 
del Paraná y el Uruguay si ocupaba la isla 
Martín García, de la que los penados seguían 
extrayendo piedra para las obras de la áduana 
y Consulado de Buenos Aires. Ningún otro acto 
dispuso sobre la isla el gobierno de esta ciudad 
que pudiera llevar a considerar que la isla se 
encontraba ligada a Buenos Aires. 

Pero los portugueses no se decidieron a ocu- 
parla, obligados por la necesidad de mantener 
el equilibrio entre ambas márgenes del Plata, tal 
como habían pactado en su calidad de invaso- 


res en el año 16 con el gobierno de Buenos Aires. 


MARTÍN GARCÍA EN LA 
CRUZADA LIBERTADORA 


El 19 de abril de (1825, Juan A. Lavalleja 
imició la cruzada libertadora. El pueblo orien- 
tal reanudó el ciclo interrumpido en el año 
1820; formó ejércitos, formuló la declaración 
de su independencia y forjó su propio destino, 

Vinieron luego Rincón y Sarandí, que re- 
dujeron el poder. de Brasil, en nuestro territorio, 
a las plazas sitiadas de Montevideo y Colonia. 
El gobierno de las Provincias Unidas adoptó, 
entonces, una actitud expectante, 

El ejército nacional, creado ante la perspec- 
tiva de una guerra con el Brasil, se mantuvo 
en calidad de observador, en la margen occi- 
dental del rio Uruguay, mientras el pueblo 
oriental. jugaba, solo, su destino, ; 

En noviembre del año 1825, cuando la in- 
tervención efeetiva de Buenos Aires en la eme- 
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sra contra Brasil parecía inminente, se dio el 
gaso sorpresivo, de que abandonara -en acti- 
tud, repetimos, inexplicable— la isla de Martín 
Garcia. 

Carlos Federico Lecor, gobernador y ca- 
pitán general de la Cisplatina, propuso ocuparla, 
señalando, en la oportunidad, que siempre ha- 
bía sido considerada como perteneciente a la 
Provincia Oriental, Coincidiéd con esta opinión 
“el comandante de la Escuadra Imperial, José 
Ferreira Lobo. Pocos días después, al finalizar 
noviembre de 1825, los marinos brasileños de la 

tisplatina tomaron posesión de la isla Martín 
Garcíá. Pedro 1 declaró la guerra a las Pro- 
vincias Unidas, el 10 de diciembre. El 30 de 
diciembre de 1825 Ferreira Lobo decretó el 
bloqueo de los puertos y costas de la República 
Argentina y de los que, en la margen oriental, 


estuvieran ocupados por las fuerzas libertado- 7 
ras. La posesión de la isla volvió a ser decisiva 


para el dominio de los ríos. De esto tuvieron 
cabal conciencia las autoridades de Montevideo 
cuando aconsejaron mejorar las posiciones de- 
fensivas de Martin Garcia. En los hechos, no 
ocurrió así. Cuando la ciudad de Colonia, si- 
tiada por los patriotas, se consideró en peligro 
por las operaciones combinadas de las fuerzas 
de mar y tierra concertadas por Lavalleja co- 
mo general en jefe y por el almirante Brown, 
que vigorizaron el asedio, apremiado por las 
circunstancias, el gobernador de Colonia mandó 
retirar la guarnición de la isla para reforzar 
las fuerzas de la plaza. Entonces Brown la ocu- 
pó en los primeros dias de ‘marzo del año 1826 
y levá consigo los cañones de grueso calibre 
que el enemigo dejó abandonados. 


Es decir, que Id ocupación que se hizo en 


ay E pe 
el año 1826 se realizó mediante una operación — 


combinada de mar y tierra, por fuerzas que 
comandaban el general Lavalleja y el almirante 
Brown, 

Durante todo el año 1826, la isla perma- 
neció abandonada; “el gobierno de Buenos Ai- 
res cometió el error de descuidarla”, expresa 
Brown. en sus “Memorias”. Sólo en'enero de 
11827 fueron intensificadas los trabajos para vol- 

ver a fortificarla. Desde este momento, Martin 
García fue la base de las operaciones de la 
Escuadra republicana en el Plata Superior y 
en el rio Uruguay. Brown asoció el triunfo de 
Juncal sobre las naves brasileñas, a los trabajos 
para terminar las fortificaciones que, 2 Su Juicio, 
hacían de la isla Martín García un baluarte 
“impenetrable”. : 
En los mismos días en que llegaba a Río 
= de Janeiro la información documentada de estos 
hechos, es decir, de la ocupación de la isla por 


los ejércitos libertadores, que revelaban, una 
vez más, la importancia estratégica de la isla, 
el representante diplomático de las Provincias 
Unidas, don Manuel J. García, negociaba en 
la Corte de Río de Janeiro la paz con Brasil. 


En 1825, el vicealmirante Ferreira Lobo, ha- 
bía sostenido que la isla debía pertenecer a la 
margen oriental o quedar deshabitada, “porque 
era la llave del Uruguay”. 


En el Tratado de Paz estipulado por Gar- 
cía, en mayo de 1827, se estableció que las Pro- 
vincias Unidas retirarían sus tropas de la Pro- 
vincia Oriental y que la isla de Martín García 
sería puesta en “statu quo ante bellum”, me- 
diante el retiro de las baterías y pertrechos de 
guerra. | i l 

Al admitir la entrega de'la Provincia Orien- 
tal al Imperio, García logró conservar la ista 
bajo la autoridad del gobierno de Buenos Álres, 
pero obligándose éste. a desarmarla. Ello signi- 
ficaba que la Argentina no tendría sobre la 
isla soberanía ni jurisdicción absoluta. 

El 25 de julio de 1827 el gobierno de Riva- 
davia rechazó el tratado firmado por García. | 


© EI 27 de agosto de 1828 fue suscrita, en Río 
de Janeiro, entre los representantes del Impe- 
rio del Brasil y las Provincias Unidas del Río 
de la Plata, la Convención de Paz ya mentio» 
nada, que reconoció la independencia del Uru- 
guay. ee 
La convención debía ser perfeccionada por 
el Tratado definitivo ‘de Paz. En: cumplimiento 
de lo estipulado y dentro de los plazos que se 
determinaron por los. artículos 10 y 11, las tro- 
pas de la Banda Oriental debían desocupar to- 
do el territorio brasileño. Lo propio harían las 
de las Provincias Unidas, que desocuparon tam- 
bién el territorio oriental, pasando “a la mar- 
gen derecha del Río de la Plata o del U ruguay”. 
Las tropas imperiales desocuparian el territorio 


de la Provincia Cisplatina, “retirándose para 


las fronteras del imperio o embarcándose”. La 
Plaza de Montevideo sería entregada en “statu 
quo ante bellum”. 

Es innecesario insistir en que, tanto el Im- 
perio de Brasil como las Provincias Unidas, 
cuando suscribieron la Convención Prelimi- 
nar de Paz del año 1828, no lo hicieron del 
mejor grado ni con la voluntad sincera de que 
el Estado que se erigía como independiente 
tuviera vida sólida y sobreviviera como tal. La 
paz fue una imposición de las circunstancias. 

La situación interna de las Provincias Uni- 
das, que pronto desembocó en la revolución de 
diciembre y el fusilamiento de Dorrego, y la 
situación interna del Imperio de Brasil, de la 
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que resultó la abdicación de Don Pedro I, 
muestran la imposibilidad en que ambos paises 
sé hallaban de continuar la guerra. Firmaron 
la paz por imposición de las circunstancias in- 
ternas, admitiendo nuestra independencia por- 
que ésa era la voluntad irresistible, Hbremente 
expresada por los orientales desde el año 1825 y 
porque la influencia de Inglaterra —cuyo in- 
terés coincidió con nuestra voluntad— también 


situación: pero, repitámoslo, la admitieron, en 
£ . . 7 . . . 
lo íntimo, en calidad de solución provisoria, con 
vistas a suprimirla cuando las circunstancias se 
lo permitieran, 
Eso es lo que ratifica toda la historia poste- 


rior de 1830 hasta, por lo menos, los comienzos 
de este siglo, 


La Convención Preliminar de Paz de 1828, 
no contiene una disposición expresa sobre los lí- 
mites del Estado Oriental. Al referirse al terri- 
torio cuya independencia era reconocida, el do- 
cumento hace mención de la “Provincia de Mon- 
tevideo, llamada hoy Cisplatina”, Los límites de 
la Provincia Cisplatina fueron enunciados en 
el Pacto de Incorporación al Reino Unido de 
Portugal. Brasil y Algarves, suscrito el 31 de 
julio de 1821. ¿Entendieron los signatarios de 
1828 que los límites determinados en 1821 con 
las salvedades respecto de los territorios usur- 
pados desde 1801. debían ser los del nuevo Es- 
tado? Más lógico parece admitir que dejaron 
el problema de la determinación pormenoriza- 
da de las. fronteras del Estado Oriental, al Tra- 
tado definitivo de Paz que, de acuerdo con 
la convención y la fecha en que se juró la Carta 


Política del país, debió celebrarse antes del año 
1835. and l 


Asi lo entendió la cancilleria uruguaya en 
1828 a poco de haberse iniciado el gobierno 
provisorio del general Rondeau - Pero la misma 
cancillería admitió que, implícitamente, la con- 


video, que era la Provincia Oriental. y a la 
Provincia Cisplatina. señalaba un territorio al 
que, en grandes líneas, se le reconocía un li- 
mite. Podían “existir dudas sobre la línea de 
frontera con el Brasil: pero el antecedente para 
determinar. la delimitación entre el Uruguay y 


ción provincia] estuvo enmarcado siempre por 
el Río de la Plata y por el Río Uruguay, en 
los cuales la jurisdicción de muestro país debía 
llegar hasta la mitad del rio, comprendiendo las 
islas existentes dentro de esa jurisdicción fluvial. 
Esta línea media era la consignada por los 
principios de Derecho Internacional y por el he- 
cho de que ninguna de las regiones que habian 
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gravitó poderosamente para que admitieran esa’ 


vención, al referirse a la Provincia de Monte- 


la Argentina, era claro. El proceso de la forma- ` 


formado parte del Virreinato del Klo de la 
Plata, al desligarse para constituirse en Estados 
soberanos, podía pretender invocar ante la otra 
parte, para la determinación de las aguas ju- 
risdiccionales: de ríos hasta, entonces comunes, 
título especial alguno, resultante de derechos he- 
redados “del antiguo régimen”. 


Agustín de Vedia sostiene que la Argentina 


` podía invocar en su favor una posesión animo 


domini fundada en una ocupación que se re- 
monta al período de la independencia, a la 
ocupación realizada en el año 1826 por las 
fuerzas argentinas, las fuerzas marítimas de 
Brown y las fuerzas de tierra, comandadas por 
Lavalleja. 


Los hechos reseñados ponen de manifiesto 
que, durante ése período, la isla estuvo en poder 
de distintos ocupantes; que en ella ejerció su- 
autoridad, en diversas formas, el gobierno de 
Montevideo; que las ocupaciones sucesivas de 
la isla, así como su abandono, respondieron a 
motivaciones de orden militar. Y, finalmente, 
que esa posesión, cuando se produjo, antes de 
1830, la del año 1826, no fue una posesión 
animo domini contra la Provincia Oriental. Los 
actos de jurisdicción sobre Martín García, ejer- 
cidos durante la lucha contra el enemigo común, 
antes de la definición jurídica de ambas nacio- 
nalidades, no pueden influir ni como posesión 
ni como dominio en favor o en contra de uno 
u otro Estado. 


* Al celebrarse la Paz de 1828 la isla Martín 
Garcia estaba ocupada por fuerzas dependien~ 
tes del gobierno de Buenos Aires. Era una cir- 
cunstaneia derivada del desarrollo de la lucha 
armada. La isla no había sido ocupada en gue- 
rra contra la Provincia Oriental, sino en una 
guerra que sostuvieron ésta y las Provincias Uni- 
das contra el Imperio del Brasil. Ningún título 
valedero podía invocarse para sosténer que la 
isla pertenecía a la ciudad o a la Provincia 
de Buenos Aires. Al reconocer la independencia 
del Estado Oriental. nadie argumentó que éste 
no tuviera derecho sobre las aguas que limita- 
ban su territorio y sobre las islas en ellas com- 
prendidas. Nadie pretendió desconocer el dere- 
cho del nuevo Estado a las islas de Gorriti, de 
Flores, a las ubicadas en el tramo superior del 
Plata, San Gabriel, Farallón, Islas López, de- 
Hornos, no obstante omitirse una referencia ex- 
presa respecto de ellas en la Convención Pre- 
liminar de 1828. ¿Por qué habría de excluirse 
de entre ellas, de esas islas adyacentes del te- 
rritorio oriental, a la isla de Martín Garcia? 
Si los signatarios de la Convención Preliminar 
hubieran tenido el propósito de que, en el fu- 
turo, Martín García perteneciera a la República 


aR 


Argentina, habrian consignado esa excepción a 
texto Expreso. E ; 
¿Qué argumento podía esgrimirse en 1828 
para sostener que la isla de Martín García, 
ubicada a dos millas de la costa oriental, que- 
daba excluida de ese conjunto de islas recono- 
cidas como parte del territorio uruguayo? Tan 
sólo un argumento que mò se funda en ante- 
eedentes históricos ni en razón. jurídica, ni en 
motivos de orgen geográfico, El argumento era 
la importancia estratégica de la isla respecto de 
la navegación de los ríos, la significación de 
la isla en el orden militar, apreciada en opor- 
tunidad de los bloqueos del año 10 y del año 26. 
La posible repetición en ‘el futuro de circuns- 
tancias análogas, impulsó al gobierno de Buenos 
Aires a retener la posesión de la isla Martín 
García: por una mera razón de conveniencia. 


MARTÍN GARCÍA DESDE 1830 
HASTA 1838 . 


Ei Estado Oriental, en aquellos días de 
organización preconstitucional, consideró que 
la isla de Martín Garcia formaba parte de 
su territorio. La ley de 21 de octubre del año 
1829, dictada por la Asamblea. Constituyente 
y Legislativa del Estado, promulgada. por el 
Cobierno Provisorio, dispuso el establecimien- 
to de una Aduana Central para el comercio 
del Uruguay en la Isla de Martín García, Fue 
una manifestación expresa de nuestros dere- 
elos. Poco importan las dudas de algunos cons- 
tituyentes al discutirse la ley, ante la rotunda 
afirmación de otros, en el sentido de que la 
ista era y había sido uruguaya, así como el 
desconocimiento, u olvido de hechos, que pu- 
dieran haber sido invocados para fortalecer la 
decisión soberana de la asamblea; Entre las 
eosas que se omiten, los antecedentes que. se 
olvidan, está, precisamente, el otorgamiento 
de la isla hecho por Vigodet en Montevideo 
en el año 1812, no obstante conservarse, como 
dijo antes, el expediente original en la propia 
ciudad de Montevideo. 


La asamblea dispuso el establecimiento de 
ana Aduana Central para el comercio de Uru- 
guay en la isla Martín García, disposición que 
se haría efectiva, allanados que fueran los in- 
convenientes que pudieran presentarse, mie- 
diante acuerdo con el gobierno de Buenos 
Aires, ¿Cuáles eran los inconvenientes aludi- 
dos? La ocupación de la isla por el gobierno 
de Buenos Aires, en aquel momento. 

Es preciso tener presente la situación exis- 
tente en el Uruguay en 1829, en momentos en 
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que la Asamblea Constituyente está elaboran- 
do nuestra constitución, en las circunstancias 
en que se manifiestan las primeras tendencias 
que van a dar origen a los bandos políticos 
uruguayos: la rivalidad de los caudillos; la lu- 
cha interna dentro de la propia asamblea; to- 
do ello contribuye a dar un clima de inestabi- 
lidad, inquietud y preocupación, que explica 
muchos de los actos y algunas de las vacila- 


-ciones del Gobierno Provisorio del Uruguay. 


en los años 29 y 30. Pero destaquemos para 


honor de los hombres de la época: la ponde- 


ración y la prudencia que inspiraron los actos 
iniciales de la cancillería uruguaya. Todo tenia 
un sello de incertidumbre, repetimos, en aque- 
lla etapa de la organización constitucional. La 


inestabilidad gubernamental, originada en el 
choque de las tendencias políticas, la anarquía 


producida en las Provincias Unidas después 
del fusilamiento de Dorrego, la guerra civil, 
la lucha entre Lavalle y Rosas, que amenazaba 
extenderse a nuestro territorio, llenaban los 
ánimos de aprehensiones, Agréguese a ello las 
reservas que inspiraba la política de- Brasil. 
Los sentimientos y los problemas inherentes al 


ejercicio de los derechos soberanos del. país, 


fueron subordinados. a la consecución de un 
anhelo colectivo, Existía una aspiración gene- 
ral y fundamental, a la cual estaba asociada 
la supervivencia de la República: la redacción 
del código fundamental, que. ratificaria. su in- 
dependencia, su, aprobación por los signatarios 
de la paz, la jura del mismo código por el 
pueblo oriental y el establecimiento de los po- 
deres regulares que conducirian su destino, 
Esta circunstancia fue la que determinó que, 
no obstante mantener en vigor el decreto a 
que hemos hecho referencia, de aparecer in- 
serto en la colección de leyes de la época, la 
medida que mandaba establecer allí una adua- 
na no se hubiera hecho efectiva. Pero el decre- 
to no fue derogado. Inspirado en estos pro- 
pósitos, el gobierno uruguayo resolvió, en 
octubre del año 1829, al expedir instrucciones 
a Santiago Vázquez, Encargado de Negocios 
cerca de la República Argentina, que explo- 
rara cuál era la clisposicién del gobierno de 
Buenos Aires para el establecimiento, en la is- 


la Martín Garcia, de la aduana a que antes 


hemos hecho referencia. La propiedad de la 
isla sería motivo de “ulteriores inteligencias”, 


El comandante de las fuerzas brasileñas 
que permanecieron en Montevideo hasta la en- 
trega de la plaza al Gobierno Provisorio del 
Estado Oriental y la propia corte de Río de 
Janeiro, planteándose el problema de la per- 
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tenencia de la Isla Martm tarcia, con el ant 


mo de impulsar a nuestras autoridades a dis-. 


putar al gobierno de Buenos Aires la posesión 
de la referida isla, y aparentando erigitse en 
celosos vigilantes de los derechos uruguayos, 


- buscaron arteramente, encender la lucha entre 


los paises del’ Río de la Plata, para realizar, 
por esa vía, sus planes de restauración cispla- 
tina, interrumpiendo con ello la obra de la 
Asamblea Constituyente; la' disolución del Go- 
bierno Provisorio; entremezclar los problemas 
de la lucha entre Lavalle y Rosas con los 
problemas del Estado Oriental. A tales fines 
intentaron, en 1829 y 1830, impulsar a mues- 
tras autoridades a entrar en disputa con el 
gobierno de Buenos Aires por la posesión de 
la isla de Martín García. 


El ministro de Relaciones Exteriores, don 


Juan Francisco Giró, su primer canciller y 


sus sucesores, consideraron, acertadamente, 


que la permanencia en la isla, retenida por 


el Gobierno de Buenos Aires, era un punto que 
debía decidirse con la delimitación de las fron- 
teras marítimas entre el Uruguay y la Repú- 
blica Argentina, y no como un hecho aislado, 
El gobierno uruguayo no renunció a sus dere- 
chos respecto de la isla. Los proclamó expre- 
samente en una Jey difundida en la época, ante 
la cual no hubo reclamación argentina, porque 
el decreto a que nos hemos referido, que no 
llegó a aplicarse, pero que tampoco se derogó, 
no dio origen a ninguna reclamación formal de 
la Argentina, 

Bajo el imperio de las circunstancias tan 
riesgosas que precedieron la etapa de su or- 
ganización constitucional, aplazó la oportuni- 
dad para hacer valer esos derechos, Confió 
sincera e ingenuamente en el tratado defini- 
tivo de paz, que habría de firmarse dentro 


_del plazo previsto y que en esa oportunidad, 


sería determinado el límite preciso de la Re- 
pública con el Imperio del Brasil y con la Re- 
pública Argentina, - La solución jurisdiccional 


‘del río Uruguay y del Río de la Plata com- 


prendería, como es lógico, a las islas y por 
supuesto, a- Martín Garcia entre ellas. 
Hemos hecho referencia, al pasar, a la Con- 
vención Preliminar de Paz y al sentido tran- 
sitorio que los países que la firmaron atribu- 
yeron a ese documento, tan lleno de imper- 
fecciones y al carácter accidental con que 
aceptaron el hecho de nuestra independencia. 
La Convención Preliminar de Paz impo- 
nía a los países signatarios diversas obligacio- 
nes, Entre las primeras y la más importante, 
la firma del tratado definitivo de paz, que 
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perreccionara 12 convención y Qe, ay acuerdo 
con la fecha en que fue jurada la constitución, 
1830, debió ser suscrito antes del año 1835. 

Apenas constituido el país, nuestros go« 
biernos plantearon a ambos estados vecinos 
la necesidad, la conveniencia, de proceder de 
inmediato a la firma de ese tratado definitivo 
de paz. Ninguna de las gestiones realizadas 
en tal sentido dio resultado, y ninguno de 
ellos se preocupó por perfeccionar la conven- 
ción, porque consideraban que hechos super- 
vinientes lo harían innecesario, porque de 
esos hechos surgiría la supresión de nuestra 
independencia. Guardaron silencio ante nues- 
tros requerimientos o contestaron negativa- 
mente, 


La misma actitud asumió Brasil respecto 
al problema de nuestra frontera. En él año 
1831 la cancillería uruguaya planteó la nece- 
sidad de definir la línea divisoria. Había dos 
situaciones: .una. de derecho, que derivaba. 
del Tratado de 1777, y otra de hecho, la que 
resultaba de la ocupación de los pueblos de 
Misiones por las fuerzas portuguesas en 1801, 
Esta situación sólo podía resolverse por la fir- 
ma del tratado de límites separadamente o 
por la firma del tratado definitivo de paz. El 
Brasil nunca se prestó, en los primeros gobier- 
nos constitucionales a que he aludido, a nego- 
ciar con buena voluntad y con buena fe, la 
delimitación de nuestras fronteras, Durante 20 
años ese tema se mantuvo alli, en estado la- 
tente, a través de sucesivas misiones, El Im- 
perio esperó el momento oportuno, en que 
pudiera imponernos el límite que mejor. con- 
venía a sus intereses, haciendo valer la ocu- 
pación, de hecho, del año 1801, para concer- 
tar el tratado que el Uruguay aspiró a suscri- 
bir desde el primer gobierno constitucional. 

Insistimos en estos detalles para que se 
pueda apreciar cómo resultan perfectamente 
explicables, en aquella situación de inestabi- 
lidad en los gobiernos iniciales de la Repúbli- 
ca, las vacilaciones, las dudas que pudieron 
haber, asistido y dominado, en: algún momen- 
to, a nuestra cancillería, cuando se trataba de 
defender la posesión sobre Martín Carcía, 


Sin embargo, en este caso concreto, rio en- 
cobtramos ningún renunciamiento respecto de 
nuestros títulos, 

En diciembre de 1833 el ministro de Re- 


laciones Exteriores del gobierno de Buenos 
. Aires, general Tomás Guido, se dirigió al go- 


hierno uruguayo a propósito de los trabajos 
de balizamiento que se realizaban en los ban» 
cos Ortiz, Chico y Punta del Indio. Consides 


Ja 


faba que el complemento de ese trabajo era 
la colocación de señales luminosas en el ban- 
co Inglés, respecto de lo cual hacía la consulta 
del caso. De la nota del general Guido, uno 
de los signatarios de la Convención de Paz 
de 1828, surgen dos conclusiones. Admitía, 
en ella, nuestra jurisdicción ‘hasta el banco 
Inglés, al reconocer que era nuestro gobier- 
mo el que debía entender en la colocación 
del pontón- faro en ese paraje. Segundo: al 
mencionar Punta del Indio, banco Ortiz y 
banco Chico, el general Guido trazaba' ya una 
línea más o menos equidistante entre ambas 
márgenes del Río de la Plata. Para balizar los 
bancos Ortiz y Chico hasta Punta del Indio, 
el gobierno de Buenos Aires no consideró del 
caso, en 1833, consultar al nuestro, Creía que 
actuaba dentro de su: jurisdicción. Pero como 
el complemento de'esa obra, beneficiosa para 
la navegación, dependía de la colocación de 
un pontón en el banco Inglés, entendió que, 
para ello, era necesario el asentimiento del 
gobierno del Uruguay, puesto. que el banco 
Inglés no estaba comprendido en su jurisdic- 
ción, 

Desde Punta Brava, en la costa uruguaya, 
hasta el veril sur del bánco: Inglés, la distan- 
ciá sería, más o menos, de 40 millas. Y como 
ode ese punto a la costa argentina, no habrá 
más de 50 millas, resulta claro que el general 
Guido, ministro de Relaciones Exteriores del 
gobierno de’ Buenos Aires, no sólo reconocía 
nuestra jurisdicción en el Plata, sino que la 
establecía con arreglo al principio que da a 
cada pais ribereño, la mitad de las aguas. 

Si. el general Guido hubiera pensado que 
la regla aplicable era la del talweg no habría 
hablado” del balizamiento del banco Ortiz, 
onra exclusivamente argentina, por cuanto es 
bien sabido qué el cauce más profundo del 
Río de la Plata pasa al sur del banco Ortiz, 
` recostándose a la margen argentina, y sólo 
frente a Punta del Indio forma un recodo que 
se orienta hacia el este del rio. 


En cambio, tomando la línea media de las 
aguas del Plata, el límite argentino pasaría a 


ocho o diez millas al sur del banco Inglés, se 


extendería al este de Punta del Indio y, a po- 
cas millas al oriente del pontón argentino de 


Recalada, atravesaria el ángulo sur del islote 
del Farallón, 


No hay duda, pués, de que el ministro de 


Relaciones Exteriores del gobierno de Buenos 
icn Aires, al respetar en aquella época —1833— 
nuestra furisdicción en el Río de la Plata, 


aceptaba como límite, en líneas generales, la 
línea media del río, 


Pero mientras, esto ocurría, la isla de Mar- 
tín García seguía siendo algo inseparable del 
desarrollo de los hechos y el juego de los in- 
tereses. En enero del año 1833, el gobierno 
Uruguayo tuvo informes de que la guarni- 
ción de la isla Martín Garcia había sido re- 
forzada con 200 hombres y que esa medida 
tenía por objeto oponerse a los propósitos que 
le atribuían de tomar posesión de aquel pun- 
to. Las autoridades de nuestro país, inyocan- 
do razones de dignidad y de decoro, desau- 
torizaron los móviles que se le atribuían y so- 
licitaron explicaciones al gobierno de Buenos 
Aires sobre aquella decisión de carácter mi- 
litar, 


A estas inada del gobierno: argentino 
respondió el del Uruguay, con un hecho con- 


creto de enorme trascendencia: ordenó el ba- * 


lizamiento de las aguas que circundan la isla 
de Martín García. Siete balizas fueron colo- 
cadas allí en el año 1834 por el práctico Juan 
de Zuluaga. Esos trabajos de balizamiento en 
el Río de la Plata superior y en el río Uruguay 
fueron dados a conocer en avisos a los nave- 
gantes, publicados en “El Universal”, un pe- 
riódico de Montevideo. El gobierno de Bue- 


nos Aires 'admitió el balizamiento, admitió el 


aviso, admitió la presencia de las autoridades 


‘en las aguas de la isla Martín García, baliza- 


das por orden de nuestro gobierno, 


Análogo asentimiento prestó el gobierno 
argentino en el año 1838 a la decisión ‘del pre- 
sidente, general don Manuel Oribe, proveyen- 
do de municiones de guerra y boca a la guar- 
nición de la isla Martín Garcia. cuando el 
puerto de Buenos Aires halláhase bloqueado 
por la escuadra francesa. Después de'la signi- 
ficación que le acordaron los hechos de la 
conquista, en la época colonial, las luchas en- 
tre España y Portugal y las guerras de la in- 
dependencia en esta etapa, a partir de 1838 la 
isla de Martín García entraba en la historia 
protagonizada por los países del Río de la 
Plata, en el período de la consolidación de las 


respectivas soberanías y organización institu- 


cional. 


El 10 de cétibee de 1838, hatas de P 


sembarco de la escuadra francesa, aliadas con 


fuerzas orientales adictas al general Rivera. en: 


armas contra el gobierno del presidente Ori- 
be, tomaron por asalto la isla de Martín Gar- 
ela, Las tropas uruguayas fueron las prime: 
ras en ocupar las fortificaciones. La bandera 
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argentina fue armada. En su lugar, fueron 


cia, 


LA ISLA DURANTE LA 
GUERRA GRANDE 


Alejado Oribe del poder y triunfante Ri- 
vera, éste fue elegido presidente constitucio- 
nal el 1° de marzo de 1839, El 10 de febrero 


declaró la guerra a Rosas. La necesidad de. 


concentrar en tierra firme las fuerzas que for- 


maban el ejército nacional, para oponerlo al. 
ejército comandado por Pascual Echagúe, las © 


desinteligencias suscitadas con los agentes 
franceses, impulsaron a Rivera a retirar la 
guarnición uruguaya destacada en Martin 
Garcia. Desistiose luego de esa actitud y vol- 
vió a enviarse Aeon el refuerzo- urus 
guayo. 

En abril de 1839, el anini mayor don 
José Doroteo Pérez fue destinado con un pi- 
quete para mantener el pabellón oriental en 
la isla de Martin García. 

Respecto de la ocupación de la isla por las 


fuerzas que respondían a los intereses politi- 
cos de Rivera y de. los agentes franceses, tie- 


ne valor registrar Ja impresión que le causó a 
Rosas este hecho, en momentos en que en- 
frentando el bloqueo, se le supone defendien- 
do con energía, vigor y entereza la integridad 
de su país y los derechos soberanos de la Re- 
pública Argentina. En una carta dirigida al 
general Angel Pacheco, uno de sus hombres 
de mayor confianza, se refiere a la toma de 
Martín García, a la resistencia opuesta por 
sus defensores Y dice: “Yo no podia sostener 
la isla porque si le ponía 500 hombres, no te- 
niendo cómo sostenerlos, tendrían que rendir- 
se. Por eso, a los 30 que habia les aumenté 
60 y les ordené que pelearan.” Es decir que 
no hace un capítulo fundamental de que la 
isla Martín García hubiera sido ocupada por 
fuerzas de otro país, en momentos en que ini- 
ciaba una política de defensa muy acérrima y 
muy enérgica de la soberanía de su nación, 
Desde el año 1839 el gobierno del Uru- 
guay ejerció pues, actos de jurisdicción en la 
isla Martín Garçia. En ella instaló un puesto 


para la fiscalización de la navegación de ca- 


botaje. Fueron emprendidas obras de fortifi- 
cación. Entre el 11 de julio y el 2 de setiem- 
bre de 1839, la isla de Martin Carcía sirvió 
de refugio al ejército expedicionario coman- 
dado por él general Lavalle, que había par- 
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enarboladas las banderas de Uruguay y Fran-. 


tido de Montevideo para invadir el territorio 
argentino. Lavalle permaneció en la isla con 
el asentimiento del almirante Lebane y del 
gobierno de Montevideo, del que era aliado, 
Razones de orden político indujeron entonces 
a Juan Bautista Alberdi a tejer la leyenda ro- 
mántica de Martín Carcía y a identificar la 
ista con el destino de su país. Buscaba con 
ello, como argentino, disipar las reservas que 
suscitaba en muchos espíritus la invasión de 
Lavalle, desde un punto en el que había sido 
arriado el pabellón de su país, el 10 de junto 
de 1838, desde una isla supuestamente argen- 
tina, que se hallaba desde. entonces bajo pro- 
tección de las banderas francesa y uruguaya. 

En octubre de 1840, el vicealmirante de la 
escuadra francesa, barón de Mackau, formali- 
zó las negociaciones para concertar la paz ens 
tre el gobierno de su pais y el de Rosas que, 
desde mayo de 1838 sufría los efectos del blo- 
queo de Buenos Aires, poniendo término, de 
esa manera, a la primera moraisión francesa 
en el Río de la Plata, 


La posible transacción de Francia con Ro- 
sas, estipulada con prescindencia de la suerte 
de sus aliados, dio lugar a que el gobierno 
uruguayo  manifestara al agente francés que, 
en sus negociaciones, no podía disponer de de- 
rechos. extraños y, por consiguiente, debía de- 
jar ilesos los de la República Oriental del 


_ Uruguay respecto de la isla de Martín García, 


En octubre de 1840, el barón de Mackau 
y el ministro Felipe Arana suscribieron la con- 
vención que restablecía la armonía de rela- 
ciones entre Francia y el gobierno de la Pros 
vincia de Buenos Aires. Acordóse el levanta- 
miento del bloqueo de los puertos argentinos 
y la evacuación de la isla Martin Garcfa (en 
los ocho. días siguientes a la ratificación del 
convenio) con el armamento que tenía en el 
año 1838, l 


El gobierno de Montevideo fue informa- 
do de lo pactado por el barón de Mackan, el 
3 de noviembre de 1840; cuatro días antes de 
la evacuación de un punto distante 50 leguas 
de la capital, en el que sólo tenía destacada 
una guarnición que no podía reforzar antes 
del plazo en que la isla debía ser evacuada, 
El gobierno uruguayo. protestó por el desco» 
nocimiento de sus derechos sobre la isla Mare 


-tín García, mediante: a) el manifiesto publi 


cado el 4 de noviembre de 1840; b) la nota 
del ministro de Relaciones Exteriores, Fran- 
cisco Antonino Vidal, al ministro de Negocios 
Extranjeros de Francia, el 24 de noviembre 
de 1840; y e) la nota del representante de 
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Uruguay en París, doctor José Ellauri, al mi- 
wistro Guizot, el 9 de febrero de 1841. 

‘La entrega de la isla Martin Garcia al go~- 
bierno de Buenos Aires, con desconocimiento 
de los derechos de Uruguay, en noviembre de 
1840, fue enjuiciada severamente. por Floren- 
«io Varela y por José Rivera Indarte, figuras 
eminentes de la emigración unitaria. Según 

- éste, la isla había sido “conquistada por el 
yalor oriental”, - 

En 1839, la presencia de marinos france- 
ses en la isla Martín García suscitó la reser- 
va de Inglaterra, que presionó para obtener 
la firma de la convención Mackau-Arana. Fue 
‘Ja potencia que más influyó para esa decisión 
diplomática. 

La posibilidad de que la navegación del 
Uruguay por buques a vapor de bandera bri- 


tánica afianzara la influencia de Inglaterra, | 


sugirió en 1843 a Casansao de Sininbú, mi- 
nistro brasileño en Montevideo, la idea de 
que Brasil, para preservar el dominio sobre el 
Paraná y el Uruguay, ocupase, mediante acuer- 
do o por la fuerza, la isla de Martin Garcia. 
Su posesión quedó asociada, desde entonces, al 
pleito sobre navegación de los ríos y a la in- 
tervención conjunta de Francia e Inglaterra 
que se hizo efectiva desde el año 1845. 

El 31 de agosto de 1845, José Garibaldi, 
jefe de la “Escuadrilla Nacional”, armada por 
el gobierno de Montevideo, ocupó, con el apo- 


yo de fuerzas francesas e inglesas, la ciudad- 


de Colonia. El 6 de setiembre, en nombre del 
gobierno de Montevideo, enarbolando el pa- 
“bellón oriental, Garibaldi tomó posesión de la 
isla: Martín Garcia, abandonada, ante su. inti- 
midacién, por las fuerzas de Buenos Aires. El 
gobierno de Joaquin Suárez dispuso la insta- 
fación, en la isla, de una oficina para visar los 
manifiestos de los buques que navegaran los 
rios Paraná y Uruguay. i 

Al producirse el desenlace de la injeren- 
eia de las potencias europeas en el Río de la 
Plata ‘hacia 1849 y 1850, la isla Martín Gar- 
cía, que tanto importaba a los efectos de la 
navegación de los ríos Paraná y Uruguay, fue 
motivo de especial referencia en las conven- 
«iones de paz. En la convención suscrita el 
24 de noviembre de 1849 entre la Confedera- 
gión Argentina e Inglaterra, para restablecer 
las relaciones de amistad, Su Majestad Britá- 
nica se obligaba a evacuar la isla de Martín 
Garcia, Análoga obligación contrajo Francia 


al estipular, el 31 de agosto de 1850, después . 
de haber levantado el bloqueo, la paz con el. 


gobierno de Buenos Aires, 
. Em este período. samnarendidn entre el año 


{ 


1845 y 1850, en que la isla Martin Garcia, 
ocupada por el gobierno de Montevideo con 
apoyo europeo, jugó papel tan. fundamental 
en el dominio de los ríos, en la lucha por Ja 
libertad de los ríos, que Francia e Inglaterra 
quisieron imponer por sus cañones, contra la 
oposición de los gobiernos de tendencia ame- 
ricanista, que resistieron la penetración euro- 
pea, el Río de la Plata siguió siendo, en me- 
dio de todos estos conflictos, el gran actor y, 
a la vez, el escenario del pleito político in- 
terno, 

Al respecto interesa sefialar que, en las ne- 
gociaciones a que dieron lugar las numerosas 
intervenciones europeas desde 1845, Rosas 
nunca desconoció los derechos de nuestro pais 
a las aguas limítrofes. Carlos Maria Ramírez 
habría de señalarlo con claridad en el año 
1884, cuando el gobierno de Roca nos los que- 
ría negar. Sostenía que tanto el Rio de la 
Plata como el rio Uruguay pertenecían a am- 
bos paises por partes iguales. 

En ambas convenciones, en la Convención 
de Paz con Inglaterra en 1849 y en la Conven- 
ción de Paz con Francia en 1850, celebradas 


con Rosas, pactaron los negociadores la eva- * 


cuación de la isla de Martin García, entién- 
dase bien, no la entrega de la isla Martín 
Garcia. Esta continuaba ocupada por fuerzas 
del Uruguay, a quien correspondía decidir en 
última instancia, 

La intervención europea, que adquirió 
gran importancia a partir del año 1845, a tra- 
vés de misiones sucesivas, sus bloqueos, sus 
mediaciones, fueron declinando paulatinamen- 
te, a medida que se probó su ineficacia para 
los intereses del Río de la Plata. El Brasil, 
durante todo este período actuó como espec- 
tador; esperaba el momento en que la retira- 
da de las potencias europeas le permitiera in- 
terveñir en el Río de la Plata como prime: 
actor y supremo decididor de las cosas y co- 


mo restaurador de la paz y de la armonía en- 


tre ambos países. . 

Desde el año 1847, Manuel Herrera y 
Obes, ministro de Relaciones Exteriores del 
gobierno de Montevideo, persuadido delas 
consecuencias negativas de las intervenciones 
europeas ya mencionadas, había orientado los 
pasos de la cancillería a su cargo, para con- 
certar una alianza ofensivo-defensiva con la 


provincia de Entre Ríos y el Imperio de Bra- 


sil. Fue estipulada esa alianza en Montevideo 
el 29 de mayo de 1851, Su primer objetivo era 
pacificar el territorio de la República, ponien- 
do término a la lucha iniciada en 1838. Si el 
gobierno de Rosas declarase la guerra a los 
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aliados individual e colectivamente, la aliat 
za se tornaría común contra él. Al iniciarse 
las hostilidades, la guarda y seguridad de los 
ríos Paraná y Uruguay, estarían a cargo de la 
escuadra brasileña, auxiliada por las fuerzas 
de Montevideo y Entre Rios. 

Aquí aparece ahora gravitando sobre el 
destino de Martín García, en sustitución de 
Francia e Inglaterra, el imperio de Brasil, que 


es la poteucia que viene a suplir la politica’ 


mediadora europea, la política intervencio- 
nista a que nos hemos referido, 

Cuando se estipuló el convenio de alianza 
del 29 de mayo de 1851, la isla de Martín 
García continuaba en poder de las autorida- 
des uruguayas, que ejercían en ella actós de 
juriscticción militar y civil. Por disposición del 
convenio, al iniciarse las hostilidades, la man- 
tención de la isla incambiría a cada uno de 
los aliados, “de acuerdo con el gobierno uru- 
guayo”. Los derechos del Uruguay sobre la 
ista quedaban asegurados. El principal deber 
del comandante en jefe de la escuadra brasi- 
Jeña, sería proteger dicha isla, su puerto, su 
fondeadero, así como la libre navegación de 
las embarcaciones pertenecientes a cualquie- 
ra de los aliados. Naves de la escuadra fran- 
cesa permanecieron aún en aguas del Plata, 


a la espera de la ratificación del Convenio de 


Paz estipulado con Rosas el 30 de agosto de 


1850. La irrupción del poder naval brasileño 


provocó los recelos del almirante francés For- 
tunato Le Predour, del encargado de negocios 


A. Devoize y la reclamación del representan-. 


te de Gran Bretaña, 

Los agentes franceses, ante la presencia de 
Brasil, que ya se insinuaba, pretendieron im- 
pedir que el gobierno uruguayo autorizara el 
posible establecimiento de fuerzas extranjeras 
en la isla Martin Garcia. l 

Le Predour ofreció guarnecer el punto en 
caso de que la isla fuera atacada, El minis- 
tro Manuel Herrera y Obes, contestó, el 10 
de junio de 1851, que la posesión y juris- 
dicción del gobierno uruguayo en la. isla era 
única y exclusiva; con nadie la compartía ni 
había compartido jamás. Le Predow no po- 
dia oponerse a gue el gobierno uruguayo, en 
el ejercicio del derecho que tenía la Repúbli- 
ca, como nación libre y soberana, consintiera 
en que tropas extranjeras desembarcaran y re- 
sidieran en la isla. El agente de Francia, que 
el 30 de agosto de 1850, había pactado con el 
gobierno de Buenos Aires la evacuación de la 
isla Martín García, consideraba, ahora, que la 
suerte de la isla interesaba a su país hasta el 
arreglo definitivo de los asuntos del Plata, 
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En el año 1850, Domingo Faustino Sar 
miento publicó en Santiago de Chile “Argird- 
polis, o capital de los Estados Confederados 
del Plata”, obra inspirada en el propósito de 
alcanzar la pacificación y asegurar la liber- 
tad comercial del Río de la Plata. 

La isla Martín García, “el cerrojo echado 
a la entrada de los ríos” -así lo dice— debía 
ser 'la capital permanente de la unión de los 
pueblos que formaron el antiguo Virreinato. 
Esa es la tesis de la obra de Sarmiento. El 
opúsculo de Sarmiento originó una protesta 
publicada en Montevideo, cuyo párrato ini- 
cial expresa; “Declaramos: que el pensamien- 
to político que se desenvuelve en esa obra, y 
que, como un corolario se resume en la pala- 
bra Argirópolis, es incompatible con la sobe- 
ranía, libertad, independencia e intereses de 
la República Oriental del Uruguay, cuya crea- 
ción debe ser respetada tan solemnemente 
por el mundo entero como fue solemne a la 
faz del mundo la proclamación que se hizo de 
su soberanía e independencia; que debe ser 
etema e indestructible, como es eterna la vo~- 
luntad' de Dios e indestructible la conciencia 
nacional. Que es incompatible, también, ob» 
servada por el lado de las más altas conve- 


- viencias nacionales y por el de los peligros, 


que pueda comprometer su existencia 9 esta- 


bilidad.” 


LA DISPUTA POR LA ISLA 
DESPUÉS DE 1851 


El 12 de octubre de 1851, Anares Lanas, 
en representación del gobierno de Montevi- 
deo, suscribió en Río de Janeiro, el Tratado 
de Comercio y Navegación entre el Uruguay 
y el Imperio del Brasil. Ambos países convi- 
vieron en declarar común la navegación del 
río Uruguay y sus afluentes, e invitar a los 
otros. Estados del Río de la Plata a celebrar 
un acuerdo que hiciera libre a los ribereños 
la navegación de los ríos Paraná y Paraguay. 
Las partes contratantes, en vista de que la is- 
la Martín García podía “servir, por su posi- 
ción, para embarazar e impedir la libre na- 
vegación de los afluentes del Río de la Plata, 
reconocieron, por el artículo 18, la convenien- 
cia de garantizar la navegación de los referi- 
dos ríos mediante la neutralidad de la isla en 
tiempo de guerra, ya fuera ésta entre los Es- 
tados del Plata o entre uno de estos y cual- 
quiera otra potencia. Acordaron, en conse- 
cuencia, por el mismo artículo: oponerse por 
todos los medios a que la soberanía de la ista 
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Martin García dejara de pertenecer a uno de 
los Estados del Plata, interesados en la libre 
navegación, y solicitar el concurso de los otros 
Estados ribereños para obtener de aquel a 
quien pertenecía o viniera a pertenecer la po- 
sesión y soberanía de la mencionada isla, que 
se obligara a no utilizarla para obstaculizar la 
libre navegación de los otros ribereños; a 
consentir en su neutralidad en tiempo, de 
guerra, así como en los establecimientos que 
fueran necesarios para la seguridad interior 
dle todos los Estados ribereños, 

La ley del 21 de octubre de 1829, a que 
hicimos referencia y destacamos, que declara- 
ba a Martín García parte integrante del terri- 
torio de la República Oriental, habia. manda- 
do establecer en ella una aduana, disposición 
que no se hizo efectiva sin haberse derogado 
la ley; sólo por razones circunstanciales no se 
la llegó a aplicar, En el año 1851 la isla se ha- 
Maba desde hacía seis años bajo dominio del 
Uruguay, que ejerció en ella su soberanía ple- 
‘ma, por considerarla parte de su territorio, no 
en poder de Rosas, como afirma erróneamente 
Agustín de Vedia en su libro tan difundido, y 
‘de cuya creencia deduce conclusiones muy de- 
safortunadas. 

Por el artículo 18 de tratado del 12 de oc- 
tubre de 1851, admitíamos que la isla podía 
pertenecer a cualquiera de los Estados del 
Río de la Plata, En 1851 como en 1829 se en- 
tendió que la cuestión de dominio y sobera- 
nía de la isla Martín García debía ser resuel- 
ta por el tratado que determinara Jos limites 
‘entre ambos Estados. Pero, desde el año 1851, 
la República renunciaba a. convertir en ‘una 
fortaleza la isla: de Martin García, una vez 
que le fuera reconocido por el tratado de U- 
mites, el derecho y soberanía que tenía sobre 
ella, : 

“La isla no tenia importancia cómo terri- 
torio; sí, como obstáculo a la libre navegación 
de los ríos. De ahí nació el pensamiento que 
el plenipotenciario oriental introdujo en el 
Tratado de Comercio, de 1851”, escribió el 
doctor Lamas en 1854. o 

La batalla de Caseros, librada el 3 de fe- 
brero de 1852, puso término al gobierno de 
Rosas y restableció la paz entre los Estados 
del Río de la Plata. El contralmirante Le Pre- 


dour decidió entonces que el buque francés. 


estacionado frente a la isla Martin Garcia 
abandonase el lugar, Así lo hizo saber por nota 
_ al gobierno de Montevideo, como correspon- 
día, A] enviar copia de la misma al goberna- 
dor provisorio de Buenos Aires, manifestó Le 


Predour que la suerte de la isla debía depen- 
der de los arreglos que estipularan los gobier- 
nos de la Confederación Argentina y del Uru- 
guay. 

Luis J. de la Peña, ministro de Relaciones 
Exteriores de Buenos Aires, del gobierno de 
Urquiza, protestó por este procedimiento, In- 
vocando la convención estipulada por Le Pre- 
dour y Árana en agosto de 1850, solicitó la 
devolución directa de la isla sin hacerla de- 
pender de otros arreglos. Le Predour contes- 
tó: primero, el tratado de agosto de 1850 nó 
había sido ratificado. Segundo: este tratado 
establecía la evacuación de la isla sin expre- 
sar nada sobre su restitución. Tercero: la isla 
Martín García, en modo alguno, había sido 
ocupada militarmente por los franceses, quie- 
nes no' habían desembarcado en ella un solo 
hombre. | ; ; 

El 15 de febrero de 1852, al instalarse el 
Poder Legislativo, electo de acuerdo con los 
procedimientos legales, reanudóse en nuestro 
país la vida institucional En esa fecha el 
presidente del Senado Bernardo P. Berro, que- 
dó en ejercicio del Poder Ejecutivo hasta el 
19 de marzo, en que debía elegirse al presi- 
dente constitucional, 

El 25 de febrero, el gobierne provisorio 
de Buenos Aries se dirigió al de nuestro país 
expresando que la ocupación de la isla Mar- 
tín García había sido un acto de hostilidad 
contra el ex gobierno de Buenos Aires. Fina» 
lizada la guerra, había resuelto entrar en po- 
sesión de la isla, por considerarla parte de su 
territorio. Solicitaba, en consecuencia, fueran 
impartidas las Órdenes para que la toma de 
posesión se efectuara sin dificultad, Suscribió 
esta nota el doctor Luis J. de la Peña, minis- 
tro de Relaciones Exteriores del gobierno pro- 
visorio a cargo de Vicente López. 


Hasta la víspera de asumir tales funcio- 
nes, el 14 de febrero de 1852, de la Peña ha- 


bia ejercido la dirección del Instituto de Ins- 


trucción Pública de nuestra Universidad, En 


nota dirigida a Le Predour, invocaba los ace. | 


tos gubernativos de Rosas —ahora los actos 
gubernativos de Rosas tenían validez— para 
que la isla le fuera entregada directamente, 
pero desconocía los efectos que resultaban de 
la ocupación de Martín García en 1845 por 
las fuerzas orientales, en guerra contra el gë- 


- bierno de Rosas, por no considerar a éste res 


vestido de la representación nacional. Los 

tos de Rosas tenían validez cuando podían re- 
sultar favorables a los intereses del gobier- 
no provisorio; no surtían efecto alguno des- 
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pués de su derrocamiento, si eran contrarios 
a las conveniencias políticas de la República 
Argentina. La evacuación de la isla de Martin 
García fue solicitada 22 días después de la 
batalla de Caseros, cuando la división oriental 
que había participado en ella, permanecía aun 
en Buenos Aires y el gobierno nacional se ha- 
Haba sin respaldo alguno para asumir una ac- 
titud que pudiera tener derivaciones bélicas, 
Después de 12 años de guerra, todos los espi- 
ritus rechazaban la idea de un nuevo con- 


flicto. Hasta ese momento, el gobierno de. 


Buenos Aires era mirado como expresién de 
la voluntad de Urquiza, en quien se confiaba 
para oponer valla a los planes hegemónicos 
del Brasil, alentados por los tratados de 12 de 
octubre del 51. El país se hallaba en vísperas 
de la elección de presidente constitucional. 
Habría sido, acaso, prudente, esperar su ins- 
talación y detar librada a su voluntad y a la 


de la” Asamblea Legislativa la decisión del 


punto. 


. Esta' resolución fue adoptada el 29 de fe- 
brero de 1852, por el presidente del Senado, 
en ejercicio del Poder Ejecutivo, don Bernar- 
do Prudencio Berro y el señor ministro interi- 
no de Relaciones Exteriores, don Alberto 
Flangini. En la fecha expresada, se comunicó 
al gobierno de Buenos Aires, que habían sido 
impartidas órdenes para que no se opusieran 


inconvenientes a las fuerzas argentinas que 


se presentaran a ocupar la isla. Y agrega el 
oficio del señor ministro de Relaciones Exte- 
riores del Uruguay: “El infrascrito tiene tam- 
bién orden muy especial para manifestar a 
Vuestra Excelencia, a fin de que tenga a bien 
ponerlo en conocimiento del Sr. Gobernador 
Provisorio de esa Provincia, que al dar el go- 
bierno posesión de la isla citada al de Buenos 
Aires, lo hace salvando todos y cualesquiera de- 


rechos que la Republica pueda hacer valer so-" 


bre ella”, EJ último piquete urusuavo que 
permaneció de guarnición en la isla, hasta el 
17 de marzo de 1852, bajo las órdenes. de su 
comandante interino, Timoteo Domínguez, es- 
taba formado por 30 hombres. 


“El Diario Nacional” de Montevideo, refu- 
tó con acierto, la aseveración de que el go- 
bierno argentino hubiéra cedido a los orien- 
tales derechos naturales derivados de trata- 
dos anteriores a 1810, Aquí empieza a aso- 
mar, un poco en forma imprecisa, lo que va 
a ser después la doctrina Zeballos, también 
Hamada la doctrina de los Derechos Pre- 
existentes, 


Los pueblos del Río de la Plata, asi como 
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los- de toda América, no pueden alegar otros 


derechos que los emanados de la revolución, 


sostuvo aquel periódico. España reconoció 
ese derecho, cediendo los que ‘habia adquiti- 
do por la conquista. Ese reconocimiento efec- 
tuado por España tiene mucho más valor que 


- el realizado por Buenos Aires en el año 1828, 


cuando, por fuerza de las circunstancias, se 
vio en el caso de admitir la independencia del 
Estado Oriental, A éste pertenecía la mitad 
de los ríos que lo limitaban. El gobierno de 


. Buenos Aires, “abusando de su poder y de la 


naciente posición de la República”, mantuvo, 
finaliza el periódico, la posesión de la ista 
Martín García por razones de orden político 
y militar. 

El doctor Eduardo Acevedo, en los mis- 
mos días en que daba a la imprenta su pro- 
yecto de Código Civil, sostuvo en las colum- 
nas de “La Constitución”, diario que dirigió 
en el año 1852, que la posesión alegada por 
el gobierno argentino no podía servir de titu- 
lo para la prescripción, porque había sido con- 
tradicha y, porque después de 1828, no había 


‘sido celebrado el tratado que determinara los 


límites que debían fijar las fronteras de am- 


bos: países. 


Durante la Guera Grande, la isla se había 
convertido en la disputa entre las potencias 
europeas y en la lucha de éstas, por la hege- 
monia en los paises del Río de la Plata. 

A partir del año 1852, después de Case- 
ros, la isla Martín García va a mantener vi- 
gente todo su valor estratégico, pero ahora en 
función de otros intereses: en función de la 
lucha de Buenos Aires. con lis Provincias, 
Después de Caseros, las relaciones entre Ur- 


. quiza y Buenos Aires no fueron muy cordiales, 


BUENOS AIRES Y URQUIZA. ÉSTE NO 
RECONOCE QUE LA ISLA FUERA - 
ARGENTINA EN LOS 

TRATADOS DE 1853 


El 29 de mayo de 1852, tuvo lugar en wan 
Nicolás, la reunión de gobernadores convocada 
para arbitrar los medios que condujeran a la 
instalación del Congreso Constituyente de la 
República. 

En el acuerdo celebrado el 31 de mayo se 
decidió que el congreso se instalaría en agosto, 

El espíritu localista de Buenos Aires eon- 
dujo a sus dirigentes a la revolución contra 
Urquiza, que estalló en setiembre de 1852, 

El 25 de mayo de 1853, la constitución re- 
dactada por el Congreso de Santa Fe, fue de- 
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elarada ley fundamental de la nación. La pro- 
vincia de Buenos Aires, segregada del resto del 
país se constituyó, de hecho, en Estado soberano. 
El recurso más importante de que disponía para 
luchar contra las provincias adictas a Urquiza, 
era la Aduana, y la posibilidad de obstaculizar 


‘ja libre navegación de los Ríos Paraná y Uru- . 


guay, desde la isla Martín García que se ha- 
laba en su poder. La importancia estratégica 
de la isla se proyectó, durante casi una dé- 
cada, en la lucha interna entre Buenos Aires 
y la Confederación. : 

El 10 de julio de 1853, el gobierno de la 
Confederación, del que Urquiza era aun director 
provisorio, suscribió en San José de Flores, tra- 
tados internacionales con Francia, Gran Bre- 
taña y Estados Unidos, que establecían la libre 
navegación de los ríos Paraná y Uruguay. 

Mediante esta libre navegación, buscaba con- 
trarrestar toda política de Buenos Aires en el 
sentido de obstruir el acceso a las provincias del 
interior. 

El artículo de estos tratados, contraido a la 
ísla Martín García, reproduce, en lo esencial, 
el pensamiento que inspiró el artículo 18 del 


Tratado de Comercio y Navegación celebrado. 


por-el Uruguay y el Brasil el 12 de octubre 
de 1851; los, países signatarios emplearían su 
influjo para que la posesión de la isla Martín 


García no fuera retenida ni conservada para: 


ningún Estado del Río de la Plata, o de sus 
confluentes, que no hubiera adherido al prin- 
cipio de la libre navegación de los ríos. En caso 
de guerra entre los países o provincias del Río 
. de la Plata, la navegación de los ríos Paraná y 
„Uruguay, sería libre para el pabellón mercantil 
de todas las naciones, excepto para el tráfico 
de armas. Podrian adherirse al tratado: Brasil, 


Bolivia, Paraguay y Uruguay, si se manifesta- 


ran dispuestos a aplicar los principios en él con- 
«sasrados, a la parte de los ríos Paraná, Para- 
guay y Uruguay, en los que poseyeran derechos 
fluviales. 

El articulo 53! de los tratados celebrados por 
Urquiza con las potencias ya mencionadas, el 
110 de julio de 1853, declara, implícitamente, que 
la Confederación Argentina no estaba en pose- 
šión de la isla Martín García y tampoco reco- 
noce que la isla le pertenezca, e induce a supo- 
ner que el dominio de la isla es dudoso, y que 
podría ser ocupada por los paises soberanos de 
los grandes rios. .- i 

El Impero del Brasil, por intermedio de 
gus representantes diplomáticos, hizo saber a la 
Confederación Argentina, a Francia, a Ingla- 
rra y a Estados Unidos, que no interpretaba el 
culo: 5% “como inspirado en el nrondsita de 


privar de la soberanía de Martin García a 
ninguno de los Estados del Río de la Plata 
(Buenos Aires o el Estado Oriental) que pudie- 
ran disputársela, y menos, que por él se intentara 
cederla a una potencia extranjera. 

La cancillería argentina admitió esa inter- 
pretación de Brasil sobre el artículo 5% de los 
tratados de julio, es decir, que nada prejuzgaba 
sobre si la isla era uruguaya o argentina. 

El gobierno de la provincia de Buenos Ai- 


res, opuesto a Urquiza, y que formaba la otra 


nación, resultante de la secesión que duró 10 


años, condenó severamente. los tratados del 10 


de julio celebrados por Urquiza, considerándolos 
limitativos de la soberanía argentina. 

La legislatura estableció, en el artículo 29 
de la Constitución. del Estado de Buenos Aires, 
aprobada el 11 de abril del año 1854, que la 
isla Martín García estaba comprendida dentro 
del territorio, con lo cual quería dejar a salvo 
los derechos que entendía poseer sobre ella, 
puestos en duda por los tratados de Urquiza. 


Pero. no obstante éstas y otras. críticas, los 
tratados fueron ratificados por ley del Con- 
greso de la Confederación. Esta ratificación fue 
promulgada el 2 de diciembre de 1854. La pro- 
testa formulada por la provincia de Buenos Aj- 
res contra los tratados internacionales celebrados 
por la Confederación Argentina, que gobernaba 
Urquiza, sólo tenía efecto en el orden interno. 
Cuando la Provincia de Buenos Aires se incor- 
poró a la República Argentina, esos tratados 
fueron ratificados, y se hallan incluidos en la 
compilación de “Tratados, convenciones, pro- 
tocolos, actos, acuerdos internacionales”, publi- 
cada oficialmente en el año 1912. 

El 7 de junio de 1854, en actitud de ré- 
plica a lo expresado por el artículo 2 de la 
Constitución del Estado «de Buenos Aires. el 
representante uruguayo Patricio Vázquez hizo 


una exposición en la Cámara que integraba, sos-. 


teniendo que el gobierno del Uruguay debía 
reivindicar la isla Martín García, que era parte 
de nuestro territorio. Recordó la concesión he- 
cha en el año 1812 a Antonio José del Texo, 
a que nos hemos referido, por las autoridades 
de Montevideo. Ningún acto invalidaba los de- 
rechos del Uruguay. La estipulación del Tra- 


tado de Límites con la Argentina, comprende- * 


ría el Río de la Plata y. sus islas; en momentos 
de suscribirse, permitiría ratificar, decía Váz- 
quez, lo que la naturaleza y el derecho de gen- 
tes nos otorgaba. Insisto en destacar que, al 
proponerse resolver el problema de la isla, se lo 
incluía dentro del tratado de límites de las aguas 
del Río de la Plata... 

La Confederación Argentina y el Imperio 
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del Brasil suscripieron, el / de marzo de 18950. 
un tratado con referencia expresa al Uruguay 
y a la isla Martín García. Las partes. contra- 
tantes, ratificaron y confirmaron los artículos 
1 y 3. de la Convención Preliminar de Paz de 
1828, obligándose a defender la independencia 
y la integridad del Uruguay, en la forma que 
ulteriormente se estipularia con su gobierno. 


Respecto de la isla Martín García acórda- 
ron; a) reconocer la conveniencia de su neu- 
tralidad en tiempo de guerra; b) oponerse, por 
todos los medios, a que dejara de pertenecer 
a uno de los Estados del Plata, interesados en 
su libre navegación; c) gestionar del Estado a 
que perteneciera la posesión de la isla. que se 
obligara a no servirse de ella para, impedir la 
libre navegación de los otros ribereños, y sig- 
natarios de los tratados de 10 de julio de 1853, 
y que se consintiera en su neutralización en tiem- 


pos de guerra. Este tratado reprodujo textual- 


mente el artículo 18 del Tratado de Comercio 
y Navegación Uruguayo - Brasileño del 12 de 
octubre de 1851. ; 

Comprenden a este tratado las considera- 
ciones hechas anteriormente sobre los estipula- 
dos por la Confederación Argentina. ef 10 de 
julio de 1853, con Francia, Gran Bretaña y 
Estados Unidos. Es más radical: por el tratado 
del 7 de marzo de 1856 la Confederación Ar- 
gentina se obligó, en forma expresa, a rlar su 
consentimiento para neutralizar la isla en caso 
de guerra. El consentimiento que debía requerir 
era el del otro Estado.al que la isla pudiera per- 
tenecer, lo cual sienificaba que no tenía certeza 
de que le perteneciera en aquel momento. 

Ni el Tratado de Comercio y Navegación 
Uruguay - Brasil, firmado el 12 de octubre de 
1851; ni los tratados suscritos por la Confe- 
deración Argentina en San José de Flores, el 10 
de julio de 1853; ni el que celebraron la Con- 


- federación y el Brasil el 7 de marzo de 1856, 


prejuzgaron la cuestión de derecho sobre el 
dominio y soberanía de la isla Martín García. 
La cuestión de derecho sobre la propiedad de 
la isla sólo existía entre los Estados del Río de 
la Plata. Ningún otro Estado tenía o podía te- 
ner título sobre ella. Los dos países del Río de 
la Plata, en 1851, 1853 y 1856, prescindieron 
de esa cuestión para discutirla y resolverla cuan- 
do lo consideraran oportuno. Se limitaron, en 
1851 y 1856,.a pactar con el Brasil, la neutra- 
lidad de la isla en tiempos de guerra. 

Si nos atenemos a los artículos 5% y 6° de 
los Tratados de 10 de julio de 1853, y el artículo 
18 del tratado de 7 de marzo de 1856 (celebra- 
dos y ratificados por la Confederación: Argen- 
tina) que la República Argentina. auc es la con- 
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tinuidad de su personería juridica internacional, 
ha mantenido en vigencia, el mencionado pais 
no ejerce sobre la isla Martín Garcia una se- 
beranía absoluta. 

La Confederación admitió en 1853 y 1856, 
que el dominio de la isla era dudoso, que no 
se hallaba en posesión de ella, que era mere 
ocupante de la isla. : i 

El 4 de noviembre de 1856, el Uruguay pro- 
testó ante los signatarios del- tratado suscrito 
en Paraná el 7 de marzo de ese año, porque 
sin su intervención y acuerdo, concertaban es- 
tipulaciones para asegurar la independencia y 
la integridad de la República, con menoscabo 
de su absoluta independencia. 

Los artículos 32 y 42 del tratado Argentino - 
Brasileño de 7 de marzo de 1856 expresaban 
que la defensa de nuestra independencia se ha- 
ría de conformidad con lo dispuesto por la Con- 
vención de Paz del año 1828, “y según lo es- 
tipulasen ulteriormente con el gobierno de dicha 
República”, y que la. independencia y la inte- 


gridad del Uruguay se considerarian atacadas 


“en los casos en que ulteriormente se acordasen 
con su gobierno”. 

Esas estipulaciones fueron concertadas en el 
tratado celebrado en Río de Janeiro el: 2 de 
enero de 1859 por la Confederación Argentina, 
el Imperio del Brasil y la República Oriental 
del Uruguay, con el objeto de complementar la 
Convención Preliminar de Paz de 1828, Esto es 
lo que debió ser el tratado definitivo de paz. 
El tratado a que nos referimos, admitía que las 
potencias quelo suscribieron habían reconocido, 
en 1828, nuestra independencia, de acuerdo con 
la voluntad manifestada por el pueblo oriental, 

El Tratado de 1859 contenía disposiciones 
para la seguridad de esa independencia e inte- 
gridad territorial del Uruguay, que suponía la 
neutralización del país. o 


El párrafo 5° del artículo 1° de este tratado 
expresa: “Finalmente que el territorio que ac- 
tualmente posee la República Oriental del Uru- 
guay, no podrá ser disminuido sin inconveniente 
para la fuerza y aun para la existencia de esa 
nacionalidad”. Al respecto escribió el ilustre ju- 
risconsulto doctor Gonzalo Ramírez: “Desde que 
con el consentimiento de nuestro país se daba 


“por cierto o se presumía, al menos, que la in- 


tegridad de su, territorio no quedaría menos- 
cabada, en tanto conservase el que poseía en 
1859, no poseyendo la República en esa época 
la ista Martín García, lógico era deducir, dan- 
do por vigente aquel tratado, que por el de- 
recho convencional e internacional, esa isla ha- 
bia quedado definitivamente en el dominio de 
ta República Argentina”. 


& 


Pero aqui viene algo ‘interesante. Él tratado 
del 2 de enero de 1859 no fue ratificado por la 
República. Oriental del Uruguay, en virtud, de 
eonsideraciones hechas en el Parlamento, ya que 
se le juzgó limitativo de nuestra soberanía. ‘Ese 
tratado estaba bien inspirado, y fue con Él que 
se quiso poner término a la intromisión de los 
países vecinos en nuestros problemas internos, 
impedir las guerras civiles, estabilizar el orden 
institucional, etcétera, pero no fue ratificado. 


Ambrosio Velazco formó, en la Cámara de Se~ 


nadores, la opinión mayoritaria-que no lo ra- 
tificó en los primeros días del gobierno de Ber- 
nardo P. Berro. 


No es tratado internacional de la República, 
desde que fue rechazado por el Uruguay, que 
también lo había suscrito. Sin embargo, en la 
“Colección de Tratados, Convenciones, Proto- 


tolos, Actos y Acuerdos Internacionales” (tomo ` 


JI, páginas 480 - 86) editado oficialmente por el 
gobierno de la República Argentina, en 1912, 
ya citada, se incluye el texto del tratado como 
si tuviera vigencia. No es ley internacional de la 
República Argentina, 


LA ISLA FORTIFICADA. LA GUERRA 
ENTRE BUENOS AIRES Y LA ` 
CONFEDERACIÓN 


Durante la lucha entre el gobierno de Bue- 


mos Aires y la Confederación Argentina, reavi- 
vada en 1858, la isla Martín Garcia fue forti- 
ficada. El gobierno uruguayo sostuvo ante el 
Brasil que la Provincia de Buenos Aires, que 
retenía “la posesión de hecho de la isla Martín 
Garcia”, la había armado en tiempo de guerra, 
dificultando la: libre navegación: la isla dejaba 
de ser neutral, 


-Eran derivaciones resultantes de la lucha in- 
terna en que se debatía la República Argentina, 


El Uruguay en 1851 y la Argentina en 1856, 
habían pactado con el Brasil la neutralización 
de la isla Martín García. “El 10 de julio de 
1859 el Uruguay solicitó el concurso del Brasil 
para exigir que la isla fuera desarmada y de- 
clarada neutral para todos los efectos de la gue- 
sra, en cumplimiento del tratado de 1856. La 


Legación de la Confederación en Rio de Ja- 


' neiro manifestó, a la vez, que la indiferencia 
de Brasil ante la actitud de Buenos Aires, afec- 
taba la existencia de los tratados celebrados por 
ambos países. El Brasil consideró que no corres- 
pondía exigir al gobierno de Buenos Aires el 
desarme de la isla. En julio de 1861. Santiago 
n. Derqui, presidente de la: Confederación, entre 


, 


= fas condiciones de paz con Buenos Aires enun-. 


“0, en prime: término. la neutralización de la 
- isla Martín García. El gobierno de Buenos Ai- 


res, en el que prevaleció. la opinión de Mitre, 


"se opuso a esa sondición. Intensificó los tra- 


bajos para fortificar la isla. Al referirse a ella 
y al pacto de San Nicolás de los Arroyos, es- 


cribió Mitre en 1861 al ministro de Hacienda. 


Norberto de la Riestra: “Cualquiera que sean 
nuestras relaciones futuras con el resto de la 
república, es evidente que estos dos puntos se- 
rán nuestros y que nos conviene altamente man- 


tenerlos en pie de seguridad y defensa, como _ 


posiciones militares? En el año 1862 se conso- 
lidé la “organización .política de la República 
Argentina. La isla Martín García. desde 1852, 
bajo la dependencia de la Provincia de Buenos 
Aires, quedó en la jurisdicción del gobierno na- 
cional. Los tratados internacionales suscritos por 
la Gonfederación durante ese decenio, fueron 
reconocidos al consolidarse ‘el régimen institu- 
cional, como obligaciones de la República. y si- 
guen en vigencia. El gobierno argentino, presi- 
dido por el general Mitre, consciente de que el 


‘dominio de la República Argentina sobre la isla 


Martín García era cuestionable por la carencia 
de títulos, aprovechó todas las circunstancias 
que se le ofrecieron para asegurar la posesión 
de la isla. En presencia de la isla Martín Gar- 
cía, fortificada y artillada indebidamente por 
la República Argentina, la Cancillería urugua- 
ya, en marzo de 1863, gestionó el concurso del 
Paraguay en favor de la neutralización de la 


isla, invocando razones de seguridad y garantías: 


para la libre navegación. “La isla de Martín 
García es un positivo peligro, dominada y ar- 
mada como está por el gobierno de Buenos 
Aires, sin título valedero de dominio.” Y agre- 
ga: “No podemos permitir tal supremacía, ni 


aun. cuando no fuera Martín García una pro- 


piedad usurpada por quien hace flamear en ella 
la bandera argentina”. “Esa fue la razón por 
la cual —agregó el ministro Juan José de He- 


rrera— la República Oriental. postergando la 


cuestión de dominio, se preocupara años hace 
en neutralizarla, como medio de anularla. ya 
que pudiera llegar a convertirse en obstáculo pae 
ra la libre navegación.” El 19 de abri] de 1863, 
se inició la guerra civil en el Estado Oriental; 


el desarrollo de la revolución confirmó el örigen: 


que la vinculaba al gobierno de Buenos Aires, 


Éste, permitió la utilización de la isla de Martín ` 


García por las partidas expedicionarias y obse 
taculizó el paso de-las naves del gobierno legal. 

Los buques uruguayos que salían de un 
puerto de la República para otro puerto de la 
misma, fueron sometidos al régimen. de visita 
en la isla de Martin García, “¿La República 
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Argentina tiene derecno a cerrar desde Martin 
García, que no es suya, la libre navegación de 
los afluentes del Plata?”, preguntaba el ministro 
Juan José de Herrera. El gobierno de Berro 
persistió en interesar al Paraguay en el pro- 
blema de la isla de Martin García y lo instó 
a cooperar en la ocupación militar de la misma, 
para asegurar su neutralización. El gobierno de 
Mitre redobló sus medidas ‘para fortalecer esa 
posición militar; para valerse de ella, ya fuera 
contra el Uruguay, el Paraguay o Urquiza, y 
asegurar la posesión de la isla, cuyo dominio 
no podía fundamentar en título välederó alguno. 


El 23 de diciembre de 1863, la Cancilleria 
uruguaya, en vista de la violación por parte del 
gobierno argentino de las estipulaciones sobre 
la neutralización de la isla Martín García, ar- 
mada en guerra, llamó la atención de Brasil 
para que adoptara las medidas del caso, de 
acuerdo a-los tratados vigentes, Desde Martin 
Garcia se habia bloqueado el rio Uruguay a 
la navegación de los barcos de bandera uru- 
guaya. La mediacióni del representante diplomá- 
tico de su Majestad Británica en Buenos Aires 
dio por resultado la conferencia celebrada en 
la Cancillería argentina el 25 de febrero de 
1864, en la cual, el gobierno argentino ratificó 
al ministro brasileño José Pereira Leal, su re- 
solución de cumplir los compromisos contraídos, 
no interrumpir a los neutrales la libre navega- 
ción de los ríos Paraná y Uruguay y de no 


servirse con ese objeto, de los armamentos de ~ 
la isla Martín García. El ministro Pereira Leal 


ratificó que el Brasil no se consideraba autori- 
zado por las estipulaciones internacionales a exi- 
gir del gobierno argentino el desarme de la isla, 
pero solicitaba que esos armamentos no fueran 
utilizados en perjuicio de la independencia .e 


integridad de la República Oriental del Uru- 


guay si sobreviniese un rompimiento con la Re- 
pública Argentina, 

En el año 1859, ante los requerimientos de 
Andrés Lamas; en 1863, ante las gestiones de 
Juan José de Herrera; y en el protocolo suscrito 
en Buenos Aires el 25 de febrero de 1864, por 
Rufino de Elizalde y José Pereira Leal, el Bra- 
sil declaró que no se consideraba autorizado, 
por el Tratado de 1856, para emplear medios 
coercitivos que obligaran al pobierno argentino 


a desarmar la isla Martín García, El Tratado 


de 1856 preveía la neutralización de la isla en 
caso de guerra entre los Estados del Plata, ya 


entre uno de éstos y cualquiera otra Potencia. 


A juicio del Brasil, esta situación aún no se 
había dado en 1864, De aquí no debe inferirse, 
como pretende el doctor Carlos Becú, que el 
protocolo de 25 de febrero de 1864 Raya bo- 
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rraGo, “esa especie de abdicación de derechos 
argentinos” admitida por el artículo XVUI del 
Tratado de 7 de marzo de 1856, Este artículo 
conservó su plena vigencia. Motivos circunstan- 
ciales de orden político dieron origen, en rea- 
lidad, al protocolo suscrito en Buenos Aires el 
25 de febrero de 1864, El Imperio de Brasil y 
la República Argentina, en la apreciación de 
los problemas internos del Uruguay, comenza- 
ron ya a actuar en función de los intereses que 
los condujo al protocolo de 22 de agosto de 
1864 y al Tratado de la Triple Alianza de 1865. 
La declaración contenida en el protocolo del 
25 de febrero de 1864 no anula las obligaciones 
estipuladas en los Tratados de 1853 y de 1856. 
Tan es así que, en 1904 y en 1905, Estanislao 
S. Zeballos proclamó la conveniencia de que la 
República Argentina denunciara los famosos 
Tratados del año 1853. Al referirse al artículo 
5% de los tratados, dijo: “Los peligros de esta 
cláusula no han desaparecido”. 


Del estudio de este proceso histórico sobre 
Martín García en el periodo de la lucha entre 
Urquiza y la Confederación, después de 1853 
hasta 1862, y del que se inicia luego, como pro- 
legómeno de la guerra del Paraguay, no surge 
hecho alguno del que la: República Argentina 
pudiera derivar un título a favor de la legiti- 
midad de sus pretensiones sobre Martin Garcia. 
Tampoco, el menor acto de renuncia por parte 
del Uruguay a sus derechos y a las reservas con 
que había entregado la isla en el año 1852, 


Hemos leido diversos fragmentos de notas 
de la Cancillería uruguaya de 1863, suscritos por 
Juan José de Herrera, en que se reitera que la 
isla es pertenencia de la República Oriental del 
Uruguay. 

En este período, el gobierno de Mitre había 
realizado numerosos actos de reconocimiento de 


‘nuestros derechos jurisdiccionales a las aguas 


limítrofes, ya sea durante el mandato de Berro, 
como a través de actitudes similares posterios 
res o de decisiones administrativas, 

Más clara y afirmativa, aún, fueron las ace 
titudes de la Cancillería argentina durante la 
presidencia de Sarmiento, respecto del Río de 


la Plata, reafirmando la posición sostenida por 
Mitre. 


MITRE EXTIENDE Y AMPLÍA 
LAS FORTIFICACIONES DE 
MARTIN GARCÍA 


Respecto de'la isla Martin García, se puso 
de manifiesto la. importancia fundamental que 
tenía, a raíz de la lucha con Urquiza; ello avie 
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@& el coto argentino para reteneria y fortifi- 
carla, ambas cosas indebidamente, pero la post- 
ción de su Cancillería fue más correta siempre, 
respecto al Río de la Plata. Las conductas adop- 
tadas fueron de` verdadera amplitud —recono- 
ciéndonos derechos jurisdiccionales-— tanto du- 
rante el gobierno de Berro, como durante el de 
“Flores, tal como había ocurrido desde 1833 con 
la iniciativa del ministro Tomás Guido. | 

Volvamos a Martín García, que en las dé- 
cadas de 1870 y. 1880 se identifica, de manera 
absoluta, con el gran problema de límites, a tra- 
vés del tema de los canales de navegación. 

Consolidada la unidad y la organización po- 
lítica de la República Argentina en la década 
del 70, al tiempo que el Gobierno nacional ini- 
ciaba los estudios para modernizar y vigorizar 
las fortificaciones de la isla Martín García, la 
Convención Constituyente de la Provincia de 
Buenos Aires —1870/73-—, desechó el artículo 
en el que se declaraba comprendida dentro de 
su territorio la referida isla, 

En la Constitución de 1854 habíase estable- 
cido que la isla de Martín García pertenecía al 
Estado de Buenos Aires, para contestar de esa 
forma los tratados del 10 de julio de 1853, fir- 


mados por Urquiza; pero en 1871, Bartolomé 


Mitre expresó en la Constituyente: “Esta isla 
'situada a la entrada de los ríos superiores, que 
domina su navegación, que ha dado origen a gra- 
ves cuestiones y que de hecho se halla bajo la 
jurisdicción nacional, no se halla entre las adya- 
tentes a nuestra costa, sin embargo de que he- 
mos estado en posesión de ella y la Constitución 
actual la menciona al hablar de los límites”. 

Predominó el criterio de eludir la referencia 
a la isla de Martín García y a los limites de la 
provincia sobre el Río de la Plata; al decir del 
doctor Rufino de Elizalde, eran “cuestiones di- 
fíciles y gravísimas”. 

La posesión de la isla de Martín Garcia, tu- 
vo entre los años 1874 y 1875 derivaciones en el 
plano de las relaciones internacionales entre Bra- 
sil y la República Argentina. En 1875 se atribu- 
yó al Brasil haber gestionado ante potencias 
europeas la neutralización de la isla, cuyas for- 
tificaciones fueron modernizadas por el gobier- 
no argentino. Este hecho de la modemización 
‘de las fortificaciones, que se mantuvo en reser- 
va, fue puesto de manifiesto en el seno de la 
Cámara de Representantes de la República Ar- 
eentina, por don Bernardo Irigoyen al discutir- 


se la ratificación del tratado de límites que el . 
propio Irigoyen había firmado con el gobierno | 


de Chile, Dijo en la sesión celebrada el 2 de SÈ- 
tiembre de 1881: “Una combinación diplomáti- 
ca de la que probablemente los señores diputa- 


dos no nenen pieno conocimieto, se desenvol- 
vía en Europa cerca de los gobiernos de Francia, 
Inglaterra e Italia, para concertar la“acción con- 
junta de aquellas potencias que impusiese a la 


República la prohibición de fortificar la isla de: 


Martín García. Pretendíase que los armamen- 
tos en ella eran contrarios a los tratados de 
1853 y a las disposiciones constitucionales que 
garanten la libre navegación de nuestros rios”. 


EL DESPLAZAMIENTO DEL CANAL 


DE NAVEGACIÓN 


En la década del 80, se inició el desplazamien- 
to del canal de navegación hacia la costa urugua- 
ya. Al variar la situación de la isla con referen- 
cia a la ruta habitual de navegación, la Repú- 
blica Argentina pretendió hacer derivar de ese 
hecho consecuencias de orden jurídico e hidro- 
gráfico en favor de sus aspiraciones sobre la is- 
la de Martín García. Ello resulta de los ante- 
cedentes que expongo a continuación. 

Desde los tiempos más remotos, la comunica- 
ción del Rio de la Plata superior, con los ríos 
Paraná y Uruguay, se realizó a través del canal 
que corre paralelo al oeste de la isla Martín 
García. Todos los marinos. y viajeros coinciden 
en afirmar que era ésa la vía natural más ade- 
cuada por su mayor profundidad y por el régi- 
men de sus corrientes, Al canal del este, que 
corre entre la isla y la costa uruguaya, sólo se 
le consideró utilizable por las embarcaciones de 
menor calado. Joaquin Gundin, un marino de 
los últimos tiempos del coloniaje, señaló en 1791 
que entre Martin Chico y Martin Garcia, exis- 
tía un canal de bastante agua, llamado “del In- 
fierno”, por sus malas corrientes y marejadas, 
con vientos del sur. Por él sólo pasaban las lan- 
chas que mavegaban el Uruguay. Cuando el tiem- 
po lo impedía, utilizaban el canal que corría al 
oeste de la isla, l 

Juan Francisco de Aguirre, confirmó en 1796 
que en el canal. “del Infierno” se experimenta- 
ban las mayores corrientes, Guillermo Brown 
consienó, en 1814, que todo barco que calara 
más de seis pies, debía navegar por el canal que 
corría al oeste de la isla. Advirtió que el otro ca- 
nal, entre la isla y la tierra firme es decir, el te- 
svitorio uruguayo— era de navegación difícil y 
peligrosa por las corrientes, por sus arrecifes y 
el fondo pedregoso, que le habían valido el nom- 
bre de “Canal del Infierno”. 

“El ¿Canal del Infierno» es poco frecuentado 
y para navegar por él, se necesitan muy buenos 
prácticos y embarcaciones que exijan poca agua”, 
escribió en 1827 Manuel del Campo Silva, ma- 
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ring brasileño, En 1835 los marinos del “Water 
Wicht” exploraron el Canal del Infierno y com- 
probaron que su profundidad era mayor de dos 
pios. 

Tomas Jefferson Page en su obra publicada en 
1859, se anticipó a señalar que la posible utili- 
zación de este canal, cercano a la cesta, dismi- 
nuiria la importancia militar de la isla. 


En esta época, el desarrollo del comercio in- 


ternacional, producido” después de la revolución 
emancipadora, había impuesto, sin descrepancia 


alguna, como canal principal para la navega-_ 
a . i 
ción de alto bordo, el canal del oeste, es decir, 


el que corre entre Martín García y la costa ar- 
gentina. José María Reyes describió con exac- 
titud en 1859, en qué forma los bancos y pla- 
ceres que se extendían sobre la costa occiden- 
tal del río, volcaban las aguas hacia el canal 


„del oeste que, por-sus condiciones hidrográficas 
era el canal principal. El canal del Infierno 


—expresa Reyes— no permitía la navegación de 
ningún barco que calara más de cuatro o cinco 
pies de agua. Goincidió con esta opinión Martín 
de Moussy, autor de la magnífica obra geográfi- 
ca sobre la República Argentina, al expresar so- 
bre'el Canal del Infierno: “Sólo es accesible a los 
pequeños navíos, pues apenas tiene dos metros 
de agua como promedio”. Dijo, en cambio, del 
Canal del Oeste: “Está completamente al alcance 
del fuego de la isla, Tiene de siete a ocho metros 
y es el pasaje obligado'de todos los barcos que 
quieren remontar el Paraná y el Uruguay”. Lobo 
y Ruidavets, en el “Manual de navegación” pu- 
blicado en 1868, expresaban: “Esta isla forma 


‘dos pasos, uno por su parte del S.O. y otro por 


la del N.E. El primero, es llamado de Martin 
García, y puede decirse que es el único que se 
frecuenta, por cuyo motivo. está balizado. El pa- 
so del N.E, se. denomina Canal del Infierno a 
causa, Sin duda, de la fuerza de las corrientes”. 
Agregan que el Canal del Oeste o de Martin 
García es muy estrecho y que su profundidad 
oscila entre seis y doce metros. Del Canal del 
Infierno expresan que, aun cuando tenía agua 
suficiente, era tan tortuoso e intrincado que los 
mejores prácticos eludían pasarlo. Sólo era fre- 
cuentado por los barcos de cabotaje. 

Ernesto Mouchez confirma que el Canal de 
Martín García es estrecho, no obstante lo cual 
es el más frecuentado; al referirse a las profun- 
didades de su fondo, expresa, que oscilan entre 
5 y 12 metros. Refiere que el norteamericano 


Page, de la “Water Wicht” y el teniente Sydney. 


Smith, de la Marina británica, habían proporcio- 
nado cartas. según las cuales el Canal del. In- 
bierno ofrecía tanta profundidad como el de Mar- 
tín García. pero por las fuertes corrientes de 
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SUS aguas y ms eutuerosas vueltas que hacía en 
medio de los bancos, sólo era frecuentado por la 
navegación de cabotaje. Agrega: “los pilotos m 
lo conocen”. 

En 1877 las autoridades argentinas preten- 
dieron que fuese colocado en la Punta del Indio 
el pontón destinado a recoger los prácticos orien- 
tales que conducían los buques a Buenos Aires 
o a tomar prácticos los buques que de Buenos 
Aires se dirigían a Montevideo o fuera de cabos. 
El gobierno uruguayo no accedió a esa preten- 
sión por considerarla perjudicial a nuestros de- 
rechos, El pontón para la toma y recogimiento 
de prácticos fue colocado en el Farallón, Se des- 
tinó a tal objeto el vapor “General Palleja”. 

En la raisma época el gobierno argentino se 
atribuyó el derecho de visita sobre todas las 
embarcaciones que saliendo del Uruguay, para 
remontar los ríos, debían pasar por el canal de 
Martín García, Al-visarles el rol anotaban en 
él que la embarcación no podría entrar a puer- 
tos argentinos si no se sometía al derecho de 
visita. Para eludir este requisito, considerade 
improcedente, el gobierno del Uruguay, que Co» 
nocia, las posibilidades de navegación del Ca. 
nal del: Infierno por informes de sus prácticos, 
ordenó el balizamiento del canal. Estos trabajos 
se efectuaron en mayo de 1877; estuvieron a 
cargo del práctico mayor Manuel Sosa, quien 
colocó en el canal 13 boyas. La “Memoria del 
Ministerio de Guerra y Marina” publicada en 
1879 informó: “Las ventajas que este impor- 
tante trabajo ofrece desde ese día a la navega- 
ción, tanto de ultramar como de cabotaje, es 
incalculable, porque ha venido a afianzarla con 
ese nuevo canal que aumenta 5 pies más de 
profundidad que el antiguo, habiendo sido son- 
deado-escrupulosamente en toda su extensión y 
asegurando que, en tiempo, los buques que re- 
monten o bajen los ríos Paraná y Uruguay, en- 
contrarán más aguas que en el de Martin Gar- 
cía”, El 18 de agosto del año 1877 y el 1° de 
julio de 1880, el balizamiento del Caral del 
Infierno fue perfeccionado con nuevas boyas 
por nuestras autoridades, g 

En {885 el mismo. práctico mayor realizó, 
por orden del gobierno uruguayo, trabajos de 
balizamiento en los pozos de San Juan, lugar 


_donde fondeaban los barcos que se dirigían al 


Paraná y al Uruguay; en la entrada del Cánal 
del Globo, en el Banco Punta Pereira, en el 
codillo del Banco Santa Ana (a la entrada del - 
Canal del Infierno), en el centro y en el extremo 
interior de dicho Banco de Santa Ana; siguiendo 
por el Canal del Infierno, en la punta del Ban- 
co Dos Hermanas (entre Martín García y Mare 
tin Chico). Colocó hasta desembocdr.en el Cae 
(Me. 


fade 


ie 


nal de Martin Garcia, en total, 14 boyas. Estos 
"trabajos se repitieron en 1888. 


El 28 de abril y el 12 de mayo de 1885, la 
empresa José María Martínez y Cía, se pre- 
sentó a los Gobiernos de Argentina y Uruguay 
proponiéndoles realizar las obras de canaliza- 
ción del Río de la Plata y barra que daba acceso 
al Canal del Infierno. Otras empresas se pre- 
sentaron en la misma época ante el gobierno 
argentino para realizar obras del mismo carác- 
ter, y con igual finalidad. El Canal del Infierno, 
no obstante la profundidad de sus aguas, ofrecía 
el serio: inconveniente de sus bancos y pasos 
aislados. Para que se le adoptase como ruta de 
navegación era necesario realizar obras de dra- 
gado que abrieran canales accesorios y comu- 
nicación entre, los pasos. 


El gobierno argentino admitió oficialmente 
en 1885 la jurisdicción exclusiva del Uruguay 
en. el Canal del infierno. 


En aquella fecha las autoridades de Buenos 
Aires se dirigieron en. consulta a nuestra Co- 
mandancia de Marina sobre si había ordenado 
señalar el escollo originado en el Canal del In- 
fierna por el casco de una goleta española cue 
alli había naufragado. En caso negativo ellas 
se manifestaban dispuestas a hacerlo, El 6 de 
febreró de 1885, previa consulta al ministro 
de Guerra y Marina, nuestra Comandancia de 
Marina contestó al Prefecto Marítimo de la Ke- 
pública Argentina: “Puesto en conocimiento del 
Superior Gobierno el contenido de la nota de 


V. 5. fue ordenado que se manifestara a V. S. 


que la autoridad marítima argentina no puede, 
bajo ningún concepto, arrogarse atribuciones en 
la parte administrativa de nuestras aguas, por- 
gue ello importa la invasión de los derechos ju- 
risdiccionales marítimos que pertenecen a la Re- 
pública”. 

Agregaba que las autoridades uruguayas se- 
fialarian el citado escollo y lo harían saber, a 
sus efectos. Esta notá no fue contestada por las 
autoridades argentinas, 


Pero en esta época, y sin perjuicio de los 
actos de reconocimiento de nuestros derechos 
antes recordados sobre el Rio de la Plata, co- 
mienza a perfilarse en la Cancillería Argentina 
wna orientación que, primero sería de simple 
reticencia, en cuanto se refería a los derechos 
del Uruguay (que antes habían sido admitidos); 
que luego sería de vaguedad de conceptos; des- 
pués de consumación de prócedimientos para 
rectificar los canales del Río, con el objeto de 
- rear precedentes para hacerlos servir algún día 
-a los fines de la delimitación, 


LA “DOCTRINA” ELIZALDE 


En la prensa periódica de la -época se en- 
cuentran expuestas las ideas que inspiraban esa 


posición argentina. El doctor Rufino de Elizal- . 


de publicó en “La Nación” de Buenos Aires, a 
comienzos de 1884, un editorial en que sostenía 
que los Ríos Uruguay y de la Plata eran exclu- 
sivamente de la República Argentina. Fue ile- 
vantable la réplica que hizo a los argumentos 
de Elizalde el doctor Carlos María Ramírez des. 
de las columnas del diario “La Razón” de Mon- 
tevideo, 

Lo importante a señalar es que el artículo 
de Elizalde sienta el precedente de lo que va a 
ser, después, la doctrina de Zeballos. 


En la década del 80 se inició —como diji- 
mos— el desplazamiento del canal del oeste de 
Martín García; hacia la costa uruguaya. El ca- 
nal del Infierno, que corre entre la isla y nues- 
tro territorio, fué convirtiéndose, por diversas 
circunstancias, en el canal principal. Adviértase 
lo que digo: fue convirtiéndose en el canal prin- 


cipal. 


Al variar la situación de la isla, con refe- 
rencia a la ruta habitual de navegación, la Re- 
pública Argentina pretendió hacer derivar de 
ese hecho consecuencias de orden jurídico y de 
orden hidrográfico en favor de sus aspiraciones 
sobre la isla de Martin García, que ocupaba 
desde el 1852, sin que el Uruguay hubiera re- 
nunciado jamás ‘al dominio y soberanía de la 
isla; en forma explícita ni implícita. 

En 1887, el gobierno. argentino recabó el 
pronunciamiento y cooperacién del Uruguay res- 
pecto de los trabajos que se proponía realizar 
para la canalización del Río de la Plata, desde 
el puerto de Buenos Aires, hasta la isla de Mar- 
tín García, y en los pasos del Uruguay, desde 
la isla de Almirón hasta Concordia. 


Nuestra Cancillería —en el año 87— soli- 


«citó mayores informaciones sobre las obras pro- 


yectadas, Contestó la Argentina que se trataba 
de un pensamiento susceptible de ser apreciado 
en conjunto, que apenas concebido, se había in- 
vitado al Uruguay para realizarlo; que mani- 
festada por éste su buena voluntad, tendrían lu- 
gar los arreglos para hacer los estudios hidro- 
gráficos. “La cuestión de derechos que esas 
obras puedan afectar —expresó Roque Sáenz 
Peña, ministro argentirio en Montevideo al can- 
ciller Ildefonso García Lagos— la he enunciado 
al solo efecto de poner a cubierto todo senti- 
miento de susceptibilidad nacional, pero el señor 
Ministro convendrá que no hay conflicto posi» 


ble de derechos de jurisdicción,” 


a. 
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LOS DRAGADOS CLANDESTINOS 
DE ZEBALLOS | 


Estas. negociaciones no tuvieron ulteriorida- 


‘des, pero el 10 de junio de 1890 la Camara 


de Representantes del Uruguay aprobé un pro- 
yecto de ley por el que se autorizaba al Poder 


, Ejecutivo a contratar con la empresa José Ma- 


ría Martínez y Cía. la canalización del Río de 
la Plata superior, previo el acuerdo que se cre- 
yera necesario celebrar con el Gobierno Argen- 
tino. Este proyecto no tuvo sanción de la Gá- 


' mara de Senadores. En marzo y abril de 1890 


habían aparecido dragas argentinas trabajando 
en el Banco de las Limetas, en aguas jurisdic- 
cionales uruguayas, Nuestro representante di- 


_plomático en Buenos Aires, el doctor Ernesto 


Frías, presentó reclamación por el hecho. El 13 
de julio de 1890, el ministro de Relaciones ar- 
gentino, doctor José María Astigueta le hizo 
saber que se habían impartido órdenes para que 
en el acto fueran suspendidos los trabajos que 
se practicaran en territorio uruguayo y que se 
abstuvieran de hacerlo en el futuro. Pero en 
abril de 1892, la draga argentina “Riachuelo”, 
sin permiso de nuestras autoridades, reanudó 
sus actividades en el canal de las Limetas. Fue 
interpuesta la reclamación del caso. El jefe de 


la cañonera “Gral. Rivera” intimó la suspen- 
>, : A 

sión de los trabajos. La intimación fue acatada., 

. El 5 de abril de 1892, el ministro de Relaciones 


Exteriores argentino, que era Estanislao S. Ze- 
ballos, manifestó que su gobierno sólo había au- 
torizado realizar sondajes para conocer los ca- 
nales, operación universalmente concedida a to» 
das las naciones en ríos de libre navegación, que 
tenía los planos para realizar las obras diferi- 
das hasta obtenerse el asentimiento del gobierno 
Uruguayo, 

Los trabajos de dragado fueron reanudados, 
no obstante las manifestaciones de Zeballos y 
apoyados por la cañonera argentina “Los An- 
des”. Esos trabajos fueron suspendidos al efec- 
tuarse una nueva reclamación de nuestro país. 
Las diligencias cumplidas por la cañonera “Gral. 
Rivera”, de octubre a diciembre de 1892 per- 


-mitieron documentar la intromisión argentina 


en aguas uruguayas, El proyecto aludido en su 
declaración por el doctor Zeballos ya había sido 
formulado por el ingeniero Jorge Duclout, Ins- 


pector General del Riachuelo, sobre la base de: 


estudios y planes realizados con anterioridad 
por la empresa José María Martínez y Cía. 
Cuando el canciller Zeballos hizo la aclaración 
mencionada al representante- diplomático del 
Uruguay en Buenos Aires, doctor Ernesto Frías, 
los servicios técnicos del gobierno argentino ya 
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habían finalizado el balizamíento del canal del 


este, en el que dejaron colocadas 20 boyas sea 
gún informes de los funcionarios que intervinie= 
ron en los trabajos. Éstos fueron realizados sim 
autorización, en aguas de indiscutible jurisdic- 
ción uruguaya. Consciente de ello, Zeballos negó 
y deformó la verdad de los hechos, para evitar 
entonces un conflicto internacional. 

Estas intromisiones clandestinas de dragas 
argentinas, realizadas en los años 1890 a 92, 
están documentadas por decenas de testimonios 
procedentes de autoridades militares, policiales y 
municipales y desde luego, por los jefes de nues- 
tras unidades navales. 

Citaré uno solo de estos documentos ema- 
nado de la Capitanía del puerto de Colonia, del 
22 de setiembre de 1892, que expresa: “Acabo 
de recibir una nota del Sub Receptor y Capitán 
del puerto de Carmelo que dice asi: Cormunico 
a usted que he sabido que la draga que la vez 
pasada estaba trabajando en el Canal del In- 
fierno sigue ahora sus trabajos y también han 
colocado algunas boyas. Firmado. G. Paseiro”. 


` Este documento fue trasmitido al Ministro de 


Guerra y Marina de la época, por el Capitán 
General de Puertos Julio Muró, ye 

El otro despacho dirigido por el Coman- 
dante de la Cañonera “Suárez” dice al propio 
Ministro asi: “Ayer apersonóserme Segundo Co- 
mandante “Los Andes” con encargado dragas 
argentinas, preguntándome por qué motivo or» 
denóse suspender trabajos pues ellos dicen con- 
tinuarán hasta’ que impidaseles por la fuerza, 
espero V. E. se servirá ordenar al respecto”. Y 
la orden fue que se le impidiera continuar los 
trabajos por la fuerza. 


LA REACCIÓN URUGUAYA EN 1892 
El 12 de octubre de 1892 Jorge Bayley, Go- 


mandante de la Cafionera “General Rivera” se 
dirigió así a nuestro gobierno a propósito de 
los trabajos practicados sin autorización por au- 
toridades argentinas en el Plata superior: “En 
cumplimiento a las órdenes telegráficas de V. E. 
recibidas en la Colonia. en esta fecha, me dirigí 
a las Conchillas donde encontré la draga argen- 
tina “Riachuelo” y las Chatas número 3 y 11 
dragando en el Banco de las Limetas a distancia 
de una y media milla o sea a 2.778 metros de 
nuestra costa, Hice comparecer a bordo de esta 
buque de mi mando, al encargado de dichas 
obras al que comuniqué las órdenes recibidas 
de V. E., haciéndole firmar la siguiente notifi- 
cación en el Libro Diario: “con esta fecha se 
hizo comparecer a bordo de este buque al Ca- 
gentina “Riachuelo” y se le notificó que por 
pitán Don Nicelás Cappiello de la draga am 


SE 


orden superior del Gobierno suspendiera los tra- 
bajos de dragaje sobre la costa oriental. Inme- 
diatamente fueron suspendidos dichos. trabajos y 
-ordené al Comandante de la Cafionera Suárez 
que se encuentra en estas aguas, vigile no se 
contravenga dicha disposición y comunique a ese 
Ministerio cualquier novedad. Adjunto a V. E. 
un planito hidrográfico con el trabajo de la 
nueva canal y balizamiento hecho por el Go- 
bierno argentino sobre nuestra costa”. 


La delegación argentina en Montevideo hizo 
Hegar a la Cancillería uruguaya, el 11 de abril 
de 1892, los documentos y planos que ilustra- 
ban sobre. las obras de canalización proyectadas 
por el ingeniero Jorge Duclout. Estas obras no 


eran otra cosa que una copia, un plagio del plan - 


de canalización proyectado por la empresa Mar- 
tinez y Cía. El 18 de mayo de 1892, el canciller 
Manuel Herrero y Espinosa, contestó a Enrique 
B. Moreno, ministro argentino en Montevideo: 
“Deseando el Gobierno de la República eoncu- 
rrir a esos trabajos que han de llevarse a cabo 
en aguas de jurisdicción oriental exclusivamen- 

5. E., el señor Presidente de la República 
me encarga, pida a V. E. el presupuesto de los 
gastos que demanden dichas obras”. Y el doctor 
Moreno contestó: “Las obras proyectadas no se 
llevarían a cabo en aguas de jurisdicción orien- 
tal exclusivamente. Ellas comienzan en el mismo 
puerto de Buenos Aires, y en su larga proyec- 
ción. tocan la jurisdicción oriental.” El análisis 
detenido de los antecedentes probaba lo con- 


trario. Las obras proyectadas: colocación de ba- . 


lizas y dragado, comenzaban frente a la embo- 
cadura de San. Juan a 15 leguas de Buenos 
Aires. La expresión usada por el Ministro Mo- 
reno en el sentido de que las obras proyectadas 
“tocan la jurisdicción oriental”, como si apenas 
tuvieran un punto de contacto con nuestras 
aguas, está desmentida nada menos que por el 
doctor Carlos Pellegrini que en aquellos días 
ejercía la Presidencia de la República Argentina. 
En efecto, en una carta de Pellegrini, dirigida 
al. doctor Moreno, que era su íntimo amigo, el 
6 de abril del 92 expresaba, al referirse a este 
asunto: “Según el plano que ha levantado Du- 
clout, resulta que el canal más fácil de cana- 
lizar pues sólo tiene una barra de 800 metros, 
está todo en aguas orientales y pasa contiguo 


a la costa”. Este documento fue dado a conocer 


en el Parlamento argentino por el diputado in- 
geniero Emilio Mitre el 21 de agosto de 1908. 
El proyecto. de ley concediendo al Poder 
Ejecutivo venia para celebrar un convenio con 
el Gobierno argentino, con el objeto de proce- 
, de común acuerdo, a la realización de las 
obras hidráulicas en el Banco de las Limetas 


so tuvo en definitiva aptonación parlamentaria. 
En el Senado de la República y en el Poder 


«Ejecutivo, después del enjundioso informe que 


produjo Carlos María Ramírez, predominó, en 
el año 1893, el criterio de que todo convenio 
al respecto debía basarse, previamente, en el 
reconocimiento explicito de nuestra jurisdicción 
exclusiva en las aguas que corren al Este de la 
Isla Martín García, porque la defensa de nues- 
tros derechos jurisdiccionales en aquella parte 
del Río de la Plata además de su importáncia 
propia ponía a salvo la reserva con que en el 
año 1852 el Uruguay había consentido la ocu- 
pación de la Isla Martín Garcia por la Repú- 
blica Argentina. 

Los hechos que hemos reseñado, en relación 
con dragados, balizamiento del Plata superior 
realizados clandestinamente, obedecían a una 
concepción política inspirada en el ideal de una 
hegemonía argentina en el plano internacional, 
propulsada y “orientada por Estanislao Zeballos 
desde los distintos cargos públicos que ocupó en 
aquel período, 


Los dragados clandestinos de 1892 tuvieron 
‘en nuestro país repercusión nacional. El doctor 


Carlos Travieso publicó en “El Día” de la época 
una serie de artículos cuya mención no podemos 
omitir por espíritu de justicia, aun cuando nos 
abstengamos de examinar su contenido por ra- 
zones de tiempo. Nada escapó al penetrante 
análisis de Travieso en lo que respecta a la 
audaz rectificación de. los canales que hacían 
las dragas argentinas con fines políticos, dado 


.que estaba dirigida a que el canal que en la 


República se venía a completar y perfeccionar, 
corriera entre la costa uruguaya y Martín Garcia. 
Transcribo un pasaje de un editorial de “El 
Día”: “El Canal del Infierno tiene una im- 
importancia excepcional para los países de esta 
parte sur del continente, dada las circunstancias 
de que es él el que proporciona aguas más hon- 
das para la entrada de los Ríos Uruguay y 
Paraná. La República Argentina, que aspira 
al predominio de las aguas del Plata, y que rios 
ha despojado en el hecho de la Isla Martín 
García, fortificándola, contra el acuerdo inter- 
nacional de’ tratados vigentes, quisiera, segura- 
mente, disfrutar a su gusto de posiciones estra- 
tégicas en las aguas del Canal del Infierno.” 
“Ya en algunas publicaciones aparecidas úl- 
timamente entre nosotros se ha denunciado la 
existencia de “documentos” salidos de la Can- 
cillería argentina que demuestran las previsoras 
miras políticas con que aquel gobierno pretende 
tener un canal internacional en nuestras aguas.” 


Continúo con la reproducción de un pasaje 


de otro de los numerosos y muy fundados edi- 
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toriales de don Carlos Travieso, a propósito de 
las obras de dragado que entonces se hacían 
en la mencionada región del Río de la Plata: 
“Sea lo que quiera la República Oriental, por 
razones de distinto orden, Ja primera de todas 
la de su derecho, debe contener decididamente 
las intromisiones del gobierno argentino.” “Es. 
tablecido previamente y de un modo indudable 
que las aguas del Canal del Infierno pertenecen 
a la absoluta jurisdicción marítima de la Re- 
pública (que era lo que sostenía Carlos María 
Ramírez en su informe), es conveniente demos- 
trar, para quitar todo pretexto de avances in- 
ternacionales, que en contrario de lo que se 
ha sostenido no son necesarias las obras de ca- 
nalización del estuario al norte de las Limetas: 
y que, aun en el caso de serlo, esas obras de- 
berían llevarse a: cabo bajo la dirección y. em 
presa del gobierno del Estado, el cual, si lo 
estimase indispensable, podria aceptar la cola- 
boración de otros gobiernos e imponer a éstos, 
en cualquier circunstancia, las indemnizaciones 
consiguientes a las obras que él practique y los 
demás aprovechen.” Sin embargo, los trabajos 
clandestinos de este. tipo fueron proseguidos, 

El 16 de noviembre de 1897, el comandante 
de Marina de Colonia, dirigiéndose al Receptor 
de Aduana, decía lo siguiente: “Teniendo cono- 
cimiento que hace días estaba un pontón fon- 
deado en la barra de San Pedro y que había 
otra chata frente a la boya número 16 del Ca- 
nal del Infierno, me trasladé ayer en el vapor 
Yaguarí y efectivamente encontré-el pontón nú- 
mero 3 de las obras del Puerto Madero en la 
embocadura de la barra de San Pedro; fon- 
deada hay, también, una torre de hierro- colo- 
cada en dicho paraje, con un maredgrafo; ayer 
llegó la cháta-vapor N? 2 y el vapor argentino 
Fulton, con el ingeniero Rubin del Departamen- 
to de Ingenieros de la República Argentina, a 
practicar estudios; según los patrones encarga- 


dos de las chatas, este señor viene cada 8 días, 


de Buenos Aires; las otras, N* 2 y 3, están fon- 
deadas a 6 millas, más o menos, de la costa 


oriental, La chata N! 1 están fondeada frente 


a la boya N? 6 y a la distancia de Martín Chico, 


' a tres millas, más o menos, de la costa, Punta 
N.O. del banco de las Limetas, hay también’ 


otra torre colocada con imareógrafo” 


LA LÍNEA MEDIA, LÍMITE 
DEL RÍO DE LA PLATA 


- En 1897 —apartándonos, ahora, de este’ ca- 
pitulo de los dragados clandestinos y de los in- 
tentos de rectificar las características de los ¢a- 
nales, con vistas. a creaz un canal para que la 
isla Martín García quedara en una posición en 
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virtud de la cual pudiera invocarse un titulo 
que justificara entonces su posesión por el go- 
bierno argentino—, sucede un episodio motiva- 
do por la Guerra Civil ocurrida en aquel año, 
en nuestro país, que dio origen a un dictamen 
fiscal, que viene a agregar nuevos antecedentes 
al estudio, no ya del caso concreto de Martín 
García, sino del problema jurisdiccional general, 
Con motivo del asalto, por revolucionarios orien- 
tales de vapores mercantes que navegaban en 
el Río de la Plata, en junio de 1897, a la altura 
de playa Honda, el doctor Julio Botet, Fiscal 
de los Tribunales Federales de Buenos Aires, 
produjo una vista muy enjundiosa y extensa, 
de la que reproduzco tan sólo' este pasaje: 
“Tomando a la República Oriental y a la 
Argentina —dice Botet en su dictamen-—, como. 
dos entidades equivalentes, como dos potencias 
de igual categoría, es indudable que lo justo, 
lo preciso, es partir de una línea imaginaria en 
el centro del estuario, equidistante de las costas 
respectivas, para determinar, a uno y otro lado 
de esa línea, las aguas sometidas a una y otra 
jurisdicción”: El doctor Botet —coincidiendo 
con las ideas expuestas en el año 1873 por el 
doctor Carlos Tejedor, para determinar cuál 


.era la autoridad a la que le correspondía inter- 


venir en el caso-~ aplicó, para la división de 
las aguas del Río de la Plata, el criterio de la 
línea media. La doctrina sostenida por Botet 
en el año 1897, prevaleció en el fallo de la Su- 
prema Corte. Si el hecho hubiera ocurrido más 


- acá de la linea media, los Tribunales argentinos 


habrían reputado el caso como de competencia 
de los Tribunales orientales. El dictamen del 
Fiscal Botet provocó la encendida reacción de 
“La Nación” de Buénos Aires. Un editorial de 
este. órgano periodístico, pone de relieve un 
hecho: la importancia fundamental que se con~ 
fiere, en esta época, por la Argentina, a los 
canales de navegación, a los fines de la delimi- 
tación del Río de la Plata. “Trazando la línea 
divisoria por donde él sugiere ~~expresa el edi- 
torialista— no sólo todos los canales que nor 
ponen en comunicación con los Ríos Paraná y 
Uruguay pertenecerían a la República Oriental, 
sino que la misma isla Martín García quedaría 
en aguas orientales”. Desde entonces, quedó bien 
slaramente expresado el criterio argentino, con 
sujeción al cual se estimaba que debía delimi- 
tarse el rio, que el límite debía ser el que se- 
ñalaran los canales, ya rectificados por medios 
artificiales, con olvido de que, desde sus: ori. 
genes más remotos, el Uruguay adhirió e hize 
efectivo el principio de la libre navegación y 
que, por lo tanto, a los efectos señalados, nada 
significa que, al delimitarse el Río de la Plata, 


El 


los canas naturales se hallen o no en aguas 
uruguayas. Pero más radical que el editorialista 
de “La Nación”, fue el doctor Zeballos, al sos- 
tener, en artículo publicado en “La Prensa”, 
en noviembre de 1898, que el Río de la Plata 
era de propiedad exclusiva de la República Ar- 
gentina, Aquí se retomaba, entonces, el pensa- 
miento de Rufino de Elizalde, Fundábase Ze- 
ballos, para excluir al Uruguay, en que el Río 
de la Plata no estaba sujeto a los principios + ge- 
nerales de. derecho internacional, sino a un de- 
recho internacional, smo a un derecho positivo 
especial creado por los tratados e interpretado 
a su manera. Zeballos enunció la peregrina tesis 
de que la República Argentina era la única 
heredera del dominio privativo de España, que 
este país se reservó por el Tratado del año 1777, 
Sostenía Zeballos que su país había heredado 
la totalidad de los dominios territoriales mari- 
timos y fluviales inherentes al Virreinato, y que 
eon respecto al Río de la Plata la soberanía 
argentina no había sido restringida por tratado 
alguno ni aun por la Convención :de Paz de 
1828. Pocas veces se ha refutado una opinión 
de manera más absoluta como lo fue, ésta del 
doctor Zeballos en 1898. Así como Rufino de 
Elizalde tuvo su réplica en un magnífico ensayo 
de Carlos María Ramírez, Zeballos, en 1898, 
la tuvo en dos artículos magníficos, publicados 
en “La Razón” de Montevideo, originales. del 
' doctor Martín G., Martínez, que no podemos 
reproducir por su extensión, pero que son dignos 
de incorporarse a una selección de sus obras. 
Martín ©. Martinez fue quien actualizó el an- 
tecedente ilevantable de los Protocolos de Paz 
del año 1828 ya mencionados, para, demostrar 
cómo los signatarios de la convención, por ini- 
ciativa de los negociadores argentinos, habían 
reconocido, en forma especial, la soberanía del 
Uruguay en el Río de la Plata, Pero volvamos, 
por un instante, al tema del canal del Plata 
Superior, el canal a que se refería el proyecto 
argentino del año 1892 —que, según la expre- 
sión sincera y honesta del Presidente Pellegrini, 
estaba “todo en aguas orientales”—- en el que 


sin nuestra autorización se habían realizado obras - 


de dragado, que el Canciller Zeballos ocultó a 


pesar de haberlas inspirado, orientado y dirigido. | 


LOS BALIZAMIENTOS DE 1901 


El canal fue balizado en 1901, durante la 


e del general Roca.. Pero en este caso, 
as obras a que aludimos fueron efectuadas me- 
diante acuerdos de ambos gobiernos, protocoli- 
zados en notas reversales cambiadas entre el 
: Canciller Amancio Alcorta y el doctor Gonzalo 
: Ramfrex. Nuestro gobierno hizo, entonces, cues 


tion tundamenta: ue que $e maera coustar cual 
era el alcance que tenian esas obras. En la nota 
del Canciller Alcorta, de 2 de agosto de 1901, 
éste expresó, en nombre de su gobierno: “Las 
nuevas obras en nada innovan la jurisdicción 
que cada país ribereño ejerce en el Río de la 
Plata”. El doctor Zeballos, que habia sido Can- 
ciler en 1892, comentó así el acuerdo de ambos 
gobiernos sobre el balizamiento del Río, estipu- 
lado en 1901: “La consulta al gobierno uruguayo 
y la declaración precedente, implican el reco- 
nocimiento” de la jurisdicción que la Banda 
Oriental sostiene en las aguas del Río de la 
Plata. De manera que de una plumada y por 
incidente,, nuestra Cancillería resuelve la vieja 


y grave cuestión jurisdiccional en contra de los, 


derechos de la República”. Podría decirse que 
esa opinión era la de un periodista; sí, pero la 
de un periodista que había sido Canciller en 
1892 y que volvió a serlo en 1906, ef cuya opor- 
tunidad logró hacer partícipe de sus ideas sobre 
la cuestión del Plata al ee del que for- 
maba parte. 


En el fundamento del voto expuesto en la 
Junta de Notables presidida por el doctor José 
Figueroa Alcorta, en, setiembre de 1906, Zeba- 


«llos concretó su opinión sobre el tema del Río 


de la Plata en estos términos: “El límite oriental 
de aquella República —se refiere al Uruguay— 
es la línea de las más bajas mareas”, 

Los canales de navegación continuaron: sien- 
do el tema esencial de la gestión de la Canci- 
llería argentina y, en particular, la preocupa- 
ción de la Marina. Cuando la práctica convirtió 
paulatinamente el Canal del Este, situado entre 


` Martín García y la costa uruguaya, en el canal 


más frecuentado del Plata superior, merced a la 
mayor profundidad de sus fondos ahondados 
por la acción de las corrientes, y regularizados 
por los trabajos del hombre, los depósitos de 
aluvión disminuían gradualmente la profundi- 
dad de las aguas del antiguo Canal del Oeste, 
que dejó de usarse por las embarcaciones de 
mayor calado, que adoptaron aquel nuevo de- 
rrotero, 


Debe asociarse este hecho con la sistemática 
actitud de la Cancillería argentina, asumida des- 
de entonces, en el sentido de evitar toda decla- 
ración expresa acerca de nuestra jurisdicción 
en el Río de la Plata, que contrasta con las ma- 
nifestaciones reiteradas que, sobre la materia, 
fueron hechas por sus gobernantes durante el 
siglo XIX. Esa conducta, con la que se ba pre- 
tendido envolver nuestros derechos en ane cons 


fusión y vaguedad, fue acompañada de proyectos. 


para rectificar el régimen de los ríos y corregir 
sus accidentes característicos, 
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En lo que a Martin García se refiere de 
manera particular, a falta de títulos políticos e 


+ 


históricos, y ante la evidencia de su identifica- * 


ción geográfica y geológica con nuestro territo- 
río, la República Argentina pretende sostener 
que el Canal del Este divide geográficamente, 
en aquella zona, el territorio fluvial de. ambos 
países. Si se adoptara como línea. divisoria de 
las aguas del Plata superior al Canal del Este, 
que corre entre la: costa uruguaya y la Isla de 
Martín García, ésta vendría a pertenecer a la 
República Argentina, 

En 1885 la República Argentina aceptaba 
como divisoria, el Canal del Oeste. Diez años 
después, ya eran claras sus pretensiones de juris- 
dicción en el Canal del Este, En 1969 sostuvo, 
en negociaciones a que nos referiremos después, 
que el límite era el Veril del Canal cercano a 
nuestra costa. El Canal del Oeste o de Martín 
García, fue desde tiempo inmemorial, el Thalweg 
indiscutido en el Río de la Plata superior, el 
camino natural de aguas más profundas y sin 
escollos en su curso, que tomaban los navegan- 


tes para la comunicación con los ríos Paraná 


y Uruguay. 
La adopción posterior del Canal del Infierno 


u oriental, que a comienzos de este siglo se dio 


en llamar el Canal Nuevo, como ruta de nave- 
gación más usual, no significaba que el Thalweg 
se liubiera desplazado de Ingar. Adviértase que 
el Canal del Este ha venido a resultar de ha- 
berse comunicado el Canal del Infierto que, en 
realidad, era. un bolsón, con los Pozos de San 
Juan, a través de la Barra de las Limetas, me- 
diante obras artificiales, sin las cuales aquella ru- 
ta no resultaba practicable para la navegación. 

Con anterioridad a los dragados y trabajos 


, de rectificación de que fue objeto entre 1892 y 


1901, era un Canal entrecortado por bancos y 
pozos, El Canal del Oeste o de Martín García, 
que tradicionalmente fue considerado el Thal- 
weg, no ha desaparecido ni su cauce ha cam- 
biado de dirección. El Thalweg sigue, pues, es- 
tando allí, donde estaba, sin que esto signifique 
admitir que deba adoptarse como principio para 
la limitacién de aguas del Río de la Plata, Cuan- 
do el Canal cambia o se rectifica o se adopta 
otro canal, si aquél delimitaba la jurisdicción, 
ésta no cambia: se mantiene en sus límites an- 
tiguos. Ha dejado de ser tan solo la ruta de 
navegación más frecuentada. La ruta de nave- 
gación actual pasa sobre nuestra a costa, tan cerca 
de ella, que un práctico de Jos’ ríos, según el 
ingeniero Mitre declaró: “Está tan cerca que 
de noche, cuando pasamos por punta Parada, 
oimos de a bordo los ladridos de los perros de 
tierra”. 
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La República Argentina nunca declaró ofi- 
cialmente incorporada a su territorio y a la 
población -nacional, a la extensión geográfica 
y babitantes de Martín García, No lo hizo ni 
podía hacerlo porque no poseía ni posee título 
alguno que invocar. El Uruguay no lo habría 
tolerado. Y Brasil ¿habría guardado silencio 
ante la apropiación de una isla a la que Ar- 
gentina dotó de modernas fortificaciones? Mar- 
tin García fue considerada por los gobiernos 
de la República Argentina, como un territorio 
militarmente ocupado con carácter precario. 
Léase lo que sigue. 


LA ISLA DE MARTÍN GARCÍA. UNA’ 
POSICIÓN MILITAR SIN NEXO 
ALGUNO CON LA 

NACIÓN ARGENTINA 


La República Argentina ocupa la isla Mar- 
tín García desde 1852 mediante el consenti- 
miento del gobierno de la República Oriental, 
que nunca renunció a sus derechos. En 1852 la 
isla tenía significación militar estratégica; era 
la Have de la navegación de los rios; adquirió 
luego gran importancia ‘en el período de la gue- 
tra. de secesión. Los gobiernos provinciales o 
nacionales que la ocuparon hicieron de ella un 
puesto militar a los efectos de la lucha interna 
o de la seguridad exterior; puesto que la utili- 
zaron y fortificaron, violando disposiciones in- 
ternacionales para satisfacer sus propias coi- 
veniencias o la de aliados accidentales, sin rea- 
lizar acto alguno de gobierno que significara o 
pudiera interpretarse que las autoridades que 
la ocupaban la consideraban como “Isla argen- 
tina”, considerada en el mismo plano que el 
resto del territorio sobre el que ejercía la plena 
soberanía que resulta de un estatus jurídico 
definido. El tiempo transcurrido.con la trans- 
formación de los medios y recursos bélicos, restó 
a la isla toda significación desde el punto de 
vista militar; conservó no obstante este carác- 
ter bajo la dependencia de las autoridades cas- 
trenses, desligada de la: vida de la nación como 
si estuviera predestinada a un destino carcelario, 
a servir de reclusión de los Presidentes de la 
República Argentina, derrocados por la fuerza 
militar en el accidentado proceso político de la 
consolidación del civilismo y de la democracia. 


UN FISCAL ARGENTINO SOSTUVO EN. 
1935 QUE LOS HABITANTES DE 
MARTÍN GARCÍA ERAN “PARIAS” 


En apoyo de lo que afirmamos precedente- 
mente referiremos un episodio ocurrido en 1937. 


EL 


En 1934, un vecino de la isla Martin Garcia, 
llamado Adolfo Vagni, nacido en ese lugar en 
1887, que ejercía el comercio en casa de ne- 
gocio, poseedor de predios que procedían de su 
familia desde 1844, sobre los que había man- 
tenido una posesión ininterrumpida, fue notifi- 
cado por el jefe militar de la isla de una reso- 
lución por él dictada, mediante la cual se le in- 
timó la clausura de su casa de comercio y el 
abandono de la isla en un plazo de quince días, 
‘Adolfo Vagni invocó su calidad de ciudadano 
argentino y considerándose al amparo de la 
vonstitución nacional en lo que se refería a su 
persona y bienes, interpuso recurso para man- 
tener la posesión del bien del que habia sido 
despojado, El Procurador Fiscal Dr. Emilio L. 
González produjo el 31 de julio de 1935 un 
sustancioso dictamen. Su texto puso de mani- 
fiesto una situación singular. Sostuvo el Fiscal 
que el caso comportaba una jurisdicción terri- 
torial que sólo competía ejercerla al juez del 
lugar, pero que además de la jurisdicción terri- 
torial, el fuero federal que, en el caso de la 
isla mencionada, podría estar determinado por 
el ejercicio exclusivo del gobierno federal y por 
el reglamento de la isla de Martín García apro- 
bado por las órdenes generales de carácter mi- 
litar 191 de 1916, 177 de 1924, otorgadas bajo 
la sola firma del Ministro de Marina. Pero 
ocurria que en el orden judicial, sin ley alguna 
que lo estableciese, el Poder Ejecutivo. ejercía 
en virtud del artículo 5 del Reglamento, una 
autoridad exclusiva en el orden militar y en el 
civil. La administración no había previsto el caso 
de Martín García en lo referente a la justicia 
civil. La isla no correspondía a la capital de la 
República; no se hallaba comprendida. dentro 
de sus límites ni era parte integrante de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, ni de ningún territorio 
federal. 

“Es evidente —expresa el Fiscal— que los 
habitantes civiles que tienen arraigo en “ella 
‘desde antes de la vigencia del Código Civil, no 
pueden considerarse, frente al resto de los ha- 
bitantes de la República, con diferentes derechos 


de los que asegura la Constitución nacional. a 


El informe del Fiscal contiene puntualizaciones 
muy ilustrativas: “Sabido es que en la isla Martín 
García —expresa-— no existe organizado ningún 
servicio administrativo de carácter civil ni po- 
. lítico, entre los que se cuenta la ausencia de 
justicia de paz o letrada, oficinas del Registro 
Civil, y lo que es más, ausencia de vida. cívica 
en los actos comiciales.” “Este anómalo régi- 
men de vida institucional, por el que se ha sim- 
gularizado un grupo de habitantes «parias», que 
no tiene igual ni en el régimen embrionario de 


GR 


a 
o 


nuestros territorios nacionales y que ha deter- 
minado prácticas viciosas, afectadas de nulidad 
absoluta frente a la organización constitucional 
de la República, merece un examen atento de 
parte de los poderes públicos de la nación, para. 
que, de una vez por todas, se disipe la duda 
(¿qué duda?) y se levante la inhibición civil y 
política que pesa sobre determinado número de 
habitantes que también deben vivir al amparo 
de la Constitución nacional, que no admite ré- 
gimen de excepción frente al uso, goce y am- 
paro de. los derechos fundamentales que ella 
asegura. 


UNA ISLA QUE NO DEPENDL 
DE NADIE 


- Ya en setiembre de 1835, “El Nacional” de 
Buenos Aires, había expresado al referirse a 
Martín García: “Hay ocupación, sin población, 


sin propiedad”. 
Del documento que estudiamos resulta que, - 


según el censo nacional de 1914, la isla tenía 
una población de 468 habitantes, de los cuales 
93 eran propietarios particulares, pero sin que 
existiera organización administrativa alguna. 
“Deben existir registros notariales, registros de 
estado civil y registros de la propiedad, en que 
estos habitantes puedan formalizar actos trasla- 
tivos del dominio (si lo tienen), con plena cer- 


teza de que no otorgarán actos nulos actuando. * 


ante oficiales públicos sin jurisdicción, lo que 
es evidente que ello no ocurrirá hasta tanto no 
se determinen en forma. definitiva las jurisdic- 
cioues política y judicial que comprenden a la 
isla.” En la publicación oficial del censo de 
1879 la población de Martín García se hallaba 
incluida: como parte integrante de la provincia 
de Buenos Aires, “La población de Martín Gar- 
cía, puntualiza el Fiscal, no está empadronada 
en el Registro Cívico de la Provincia de Bue- 
nos Aires desde antes del año de 1914, por lo 
que sus habitantes no votan en las elecciones 
de este Estado.” 


LOS CENSOS ARGENTINOS 
NO LA MENCIONAN 


"Y agrega: “Los títulos de otitis exis- 
tentes sobre predios de la isla, fueron otorgados 
por el Gobierno de la Provincia de Buenos Al- 
res; los planos y mapas oficiales de la provincia 
de Buenos Aires desde hace más o menos 50 
años, no incluyen la isla como parte integrante 
de su territorio; el Censo nacional de 1905 ni 
siquiera menciona la isla.de Martín García; el 
de 1914, incluye la isla en un capitulo especial 


(capítulo 11), como si se tratase de un estado — 
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“de “parias” 


autónomo, distinto de la Capital Federal y de 
la Provincia de Buenos Aires”; “Las actas del 
estado civil de las personas civiles no se asien- 
tan en las oficinas ni por ante los funcionarios 
que las leyes respectivas mandan; y por último, 
corresponde citarse el reglamento de la Isla de 
Martín García, referido ya, que le asigna un 
gobierno especial de carácter militar, dotado de 


la suma del poder público, exclusivo para la 


población militar y civil.” 


El Ministerio de Marina no había podido 
reglamentar, por resolución u orden, el régimen 
civil de los habitantes civiles de la isla; sólo po- 
día hacerlo el Congreso Nacional. “Pero en el 
ejemplo de la Isla Martín Garcia, el caso es 
que ni aún el Congreso podría dictar dicha 
legislación exclusiva, dado que carece de juris- 
dicción a este efecto”, expresa el Fiscal de ma- 
nera concluyente. 


El Fiscal, Dr. Emilio L. González, muy cer- 
tero en la referencia de los textos legales para 
demostrar que la isla no pertenecía ni a la pro- 
vincia ni a la ciudad de Buenos Aires; prolijo 
en la descripción del cuadro caótico que en ella 
imperaba desde el punto de vista institucional; 
severo cuando aprecia ‘el régimen militar abso- 
luto impuesto por un Reglamento emanado del 
Ministerio de Marina; realista cuando califica 
a los habitantes de la isla, padece 
una lamentable confusión en sus nociones de 
geografía elemental acerca del curso de los ríos 
y de la posición en que se hallaba la isla Martín 


" Garcia respecto de ellos 


SE PRETENTE ALTERAR LA 
UBICACIÓN GEOGRÁFICA 
DE LA ISLA 


Recuerda que antes de- la sanción del Gó- 
digo Civil y aún antes dela. organización na- 
cional, Martín García formó parte del territorio 
de la Provincia de Buenos Aires. porque “se 
encuentra. —dice-— en la porción de rio nave- 


gable, sometido a su jurisdicción política”. Cita ` 


luego las leyes de 1880 que federalizaron el 
territorio de la capital, autorizando al gobierno 
federal a ejercitar su facultad de legislación 
exclusiva en el territorio de la Provincia. Pero 
entonces, puntualiza el Fiscal, nada se dijo so- 
bre que a él, se anexaba la isla Martin Garcia. 
Es fiel en la puntualizacién del hecho; pero a 
continuación hace malabarismos geográficos pa- 
ra incluir a la isla de Martin Garcia en el te- 
rritorio de Buenos Aires, 
-—expresa— los límites territoriales de la ciudad 
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“Si bien es cierto que 


capital se extienden sobre el Río de la Plata 
hasta la línca de demarcación del límite inter. 
provincial con la provincia de Buenos Aires: y 
la del límite internacional con la República 
Oriental del Uruguay, es también cierto que las 
cartas hidrográficas del río enseñan que la ista 
de Martín García ubicada en el Delta del Pa- 
rand, con límites del Río Paraná de las Palmas, 
Paraná Guazú y Río Uruguay no ha quedado 
comprendida en dicho sector fluvial, por lo. que 
cabe concluir que, al respecto, se mantuvo inal- 
terable el dominio de la provincia”. . Cualquiera 
fuera el criterio que se adoptara para fijar el 
límite internacional entre ambos paises, la Jí- 
nea media o el Thalweg tradicional, ninguna 
otra podría concebirse, la isla Martín García, 
ubicada en la desembocadura del Río de ta 
Plata “solamente ale jada dos millas de la costa 
oriental -—cito la opinión de Martin de Mous- 
sy— y veinticuatro millas de la boca del Paraná 
de Las Palmas”, no podía considerarse incluida 
bajo ningún concepto dentro del territorio de 
la Provincia de Buenos Aires. “Su posición y 
constitución lógica --dicen Lobo y Ruidavets, 
en su “Manual”- - evidencia que forma parte 
integrante del territorio de la Banda Oriental.” 
Mulhall en su “Manual de las Repúblicas del 
Plata” expresa que la isla está situada en el 
curso superior del Río de la Plata, cercana a la 


"desembocadura del Paraná y el Uruguay, en el 


aa en que se estrechan los canales, a los 34°, 
y 25” latitud S y 582 15, 38”, longitud 
a del meridiano de Greenwich” ; 


“Ela aparece como un desprendimiento de 
la ribera septentrional del Plata, de la que en 
un principio formara parte integrante” según 
la opinión de Agustin de Vedia. no menos grato 
al juicio de los argentinos. “Martín García po- 
dría ser considerada como una prolongación del 
suelo uruguayo”. agrega este autor, que como 
los antes citados y otros de análogo carácter, 
olvidó consultar al Fiscal Dr. Emilio L, Gon- 
zález, quien finalizó su dictamen sosteniendo 
que era incuestionable que la jurisdicción judi- 
cial “tanto en lo federal como en lo común, que 
impera en: el territorio de la isla de Martin 
García, sin menoscabo de la jurisdicción militar 
que incumbe al Presidente de la Nación y al 
Congreso Nacional, es la atribuida a los jueces 
respectivos del Estado de Buenos Aires”. La Cá- 
mara Federal de la Capital, de acuerdo con 
la opinión del Procurador de Cámara, confir- 
mó, el 12% de diciembre de 1937, auto, de 
acuerdo al cual, la justicia federal de la capital 
de la Nación carecía de gjuvisdiccién para én- 
tender en la causa promovida por Adolfo Vagni. 

BR 


UNA ISLA OLVIDADA POR LA NACIÓN 
QUE LA OCUPA SIN TÍTULOS 
PRETENDE CONSIDERARLA 

PARTE DE SU TERRITORIO 


“La Prensa” de Buenos dijes, portavoz e 
intérprete en todos los tiempos del pensamiento 
de Estanislao $. Zeballos, el 14 de diciembre 
comentó este episodio tan singular. “Martín 


García carece de jurisdicción civil”, expresa, a: 


manera de sentencia, el título del “artículo, en 
el que elude lo esencial del tema, (Opina que 
los antecedentes traídos a cuenta no eran los 


más adecuados. “En todos ellos se habla de la | 


ciudad o de la Provincia de Buenos Aires, y ya 
se sabe que históricamente, la isla no perteneció 
a otra entidad que a la Nación. Ésta ha olvi- 
dado 'establecer por medio de sus representantes 
la justicia civil y comercial para Martín García, 
necesaria hoy mismo e imprescindible a me- 
dida que aumenta la población insular.” 

En 1852 el gobierno uruguayo, con la ex- 


presa reserva de sus derechos, consintió en la 


ocupación de la isla Martín García por las 
nutoridades argentinas; éstas no la considera- 
ron parte del territorio nacional. Lai convirtie- 
ron en un centro de poder militar, en un pre- 
sidio fortificado, por las razones ya expuestas; 
fue siempre una posición de carácter estratégico, 
nunca incorporada a la vida del país; su exis- 
tencia se rigid. por un simple reglamento mili- 
tar; sus pobladores no fueron’ amparados por 
los derechos que la Constitución y las leyes otor- 
gaban al resto de los argentinos. Todo esto no 
puede atribuirse a un olvido; semejante inter- 
pretación resulta inadmisible. Todos los gober- 
‘nantes del país vecino, entre los que los hubo 
muy eminentes, sabían que la República: Argen- 
tina no podía exhibir ningún título para legiti- 
mar su aspiración a incorporarla a su territorio, 
‘A ello responde la situación, cuya historia sin- 


tetizó el Fiscal Dr. González y nosotros podemos — 


ampliar. 

El criterio de no eer a la Isla Martin 
Garcia parte integrante del territorio argentino 
fue confirmado por el “Comité Nacional de 
Geografía de la Argentina”, institución oficial 
integrada por las miás altas autoridades en la 
materia, en la que tenían representación nume- 
rosas: reparticiones públicas dependientes de los 
Ministerios del Interior, de Relaciones Exterio- 
res y de Marina, En el “Anuario Geográfico” 
publicado en 1942, editado por esa corporación, 
aparece un cuadro con la población del país al 
31 de diciembre del citado año. En una nota, 
al pie del cuadro, puede leerse: “No se incluye 
la superficie de la Isla Martín García, Orcadas 


del Sur, Malvinas e islas en litigio, incluyendo 


-las cuales la superficie total asciende a 2:791.550 


kilómetros cuadrados”. ¿Por qué si era consi- 
derada una “Isla Argentina” fue excluída la de 
Martín García en la publicación dirigida por 
un Comité en el que abundan los nombres de 


reputados juristas, Almirantes, Generales, Briga- 


dieres y expertos en asuntos internacionales? 

Martín García es una isla del Río de la Pla- 
ta cuyas aguas se hallan al presente indivisas. 
Sobre Martín García en particular no ha sido 
firmado ningún tratado. La ocupación consen- 
tida por el gobierno uruguayo no significa que 
éste haya renunciado a sus derechos; menos aun 
que la República Argentina haya adquirido al- 
guno. 

Hace cuatro afios el gobierno argentino re- 
solvió desmilitarizar la isla de Martín Garcia 
para convertirla en estación de turismo, Ya ha- 


bia cumplido su misión de Ilave de los rios, ya 


carecía de toda significación bélica, 


TIMOTEO DOMINGUEZ; 
ISLA URUGUAYA 


Deséo poner término a esta reseña, sinteti- 
zando nuestros derechos sobre. Martin García, 
sobre la cuestión suscitada con respecto a la 
Isla Timoteo Domínguez, y sobre las conclu- 
siones que surgen de lo actuado en 1968 y 1969 
por el Grupo Mixto de trabajo creado para el 
estudio de los problemas del Río de la Plata. 

El fenómeno aluvional del que resultó la 
Isla Timoteo Dominguez, tuvo como anteceden- 
te un banco emergente sobre el nivel de las aguas 
que se insinuó desde 1933, hasta aparecer como 
una isla hacia 1967. : 

La isla fue denominada Isla Bauza por el 
Comandante de Operaciones Navales de la Re- 
pública Argentina, el 7 de julio de 1967, en ho- 
menaje al cabtégrafo español que integró el per- 
sonal técnico de la expedición dirigida por Ale- 
jandro Malaspina, Felipe Bauza. 

En aviso a los navegantes argentinos de 1° 
de julio’ de 1968, se lee el siguiente texto: 
“(Proximidades Isla Marti Garcia) Isla Bau- 
za. ALN. W. de la isla Martín García y a 80 m. 
de Punta La Gata existe otra isla de reciente 
formación ‘aluvional de aproximadamente 1.700 
m, de longitud y 350 m. de ancho, cuyo terreno 


presenta características de solidez y perdurabi- 


lidad y que ha sido denominada Isla Bauza, 
En esta isla, sobre la costa N, E. la Secretaría 
de Estado de Obras Públicas ha instalado 2 pan- 
tallas separadas 1.300 m. entre sí; la del 5. E. de 
5,4 m. de altura con círculo de 0,50 m. de diá- 
metro y al N. W. de 7,2 m, de altura con circu- 
lo. de 0,74 m. de diámetro; ambos círculos lle- 
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Seat 


van ta inscripción S.E.O.P.”, Este aviso fue 
acompafiado del croquis. correspondiente en e! 
que aparecen: Martín García y la llamada Isla 
Bauza, claramente definidas como dos islas dis- 
tintas, 


? a . ‘ a . 
Su conformación,' según resulta , del croquis | 


no es la de una isla configurada por una exten- 
sión de tierra uniformemente unida; deja la im- 
presión: de ser un conjunto de islas o islotes. 
‘En la carta argentina H 117. del año 1968, la 
llamada Isla Bauzá aparece representada con 
las. mismas características que señalamos. 


El croquis y el Aviso a los navégantes fue- 
ron publicados como antes dije. por la depen- 
dencia argentina que lo edita el 1° de julio del 
año 1968. 


Poco después, en diciembre. del mismo año, 
el Servicio Hidrográfico Oficial de la República 
Argentina, publicó —en diciembre de 1968— la 
carta H. 118 en cuyo cuarterón se destaca. con 
prolijo detalle, la isla Martín Garcia con el 
anexo de su muelle de, atraque. Sobre el Norte 
de Martín García. perfectamente configurado 
como lo es en la descrita en el Aviso a los na- 
vegantes citado, separada , de Martín García, 
aparece la isla Bauzá, así denominada con ca- 
racteres impresos que no dejan lugar a duda 
alguna sobre lo que se quiso expresar, pero con 


variantes que tienden a suprimir el espejo de 


agua entre ambas islas. 


El cuarterón de la costa muestra a la isla 
Martín García y la isla Bauzá con el nom- 
bre impreso en caracteres bien claros, pero con 
el detalle de la variante antes señalada. En esa 
fecha la carta 117. que no fue puesta en cir- 
culación, fue sustituida por la H 118, 

Las autoridades marítimas uruguayas, que 
habían observado también el proceso de forma- 
ción de la isla; y registrádola en sus Cartas, 
en el Aviso a los navegantes Ne 34 de 31 de 
agosto de 1968, informaron réspecto de ella en 
estos términos: “Río de la Plata, Canales a Mar- 
tín García e Ihterior, Proximidades. Canal del 
Este. Existencia de Islas “Timoteo Domínguez”. 
Situación: Lat. 34209 9” S., Long. 58158” W 
La situación arriba indicada corresponde al ex- 
tremo Norte de la mayor de un grupo de islas 
ubicado al Sur del canal del Este, a 700 metros 
del eje de dicho canal, entre los kilómetros 101 
y 104. Este grupo de islas, de reciente forma- 


ción aluvional, ha sido denominado: “Timoteo « 


Domínguez”. Nota: se adjunta gráfico para la 
Carta Ne 60, Cartas afectadas: Uruguayas 4, 
60 y 61. Autoridad: Servicio Hidrográfico de 
la Marina.” 

El Aviso posterior, el N2 63 de 31 de diciem- 
bre de 1968, agregó la siguiente información: 
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‘Rio de la Plata. N° 63 Isla Timereo Domin- 
guez Existencia de pantallas. Situación: Lat. 
342095478... Long.: 58:1548”W, Se colocaron 
pantallas en los extremos Este y Oeste de la ` 
isla Timoteo Domínguez, separadas aproximada- 
mente 1,300 metros entre sí. Características: Es- 
tán sostenidas por cuatro vientos, y sus alturas 
son de 7,20 metros. Tienen 1,40 metros de an- 
cho por 0,90 metros de largo, Están pintadas a 
3 y 5 franjas, de 10 cmts., blancas y celestes con 
10 cmts. de separación entre 'sí y colocadas en 
grupos a 902 En la parte superior presentan las 
inscripciones “ROU. MOP. DH”, y en la parte 
inferior la inscripción: Tsla Timoteo Domínguez: 
Cartas afectadas: Uruguayas 4, 60 y 61. Publi- 
cación afectada: Suplemento a Lista de Faros. 
48 Ed. 1952 Nros, 445a y 445b. Autoridad: - 
Servicio de Hidrografía de la Marina.” 

En la Carta que comprende el sector del 
Río de la Plata entre Nueva Palmira y Martín 
Chico, publicada por nuestro Servicio Hidrográs 
fico en 1969, se actualiza la del año 1946, y 
aparece también al norte de Martín Garcia, 
separado por un espejo de agua, el mismo acci- 
dente descrito en nuestros Avisos a los naves 
gantes de fechas citadas, la Isla Timoteo Do- 
mínguez. con todo lo que: se necesita para ser 
una isla. Se trata de un accidente de formación 
aluvional, surgido en aguas uruguayas, al que 
denominamos isla Timoteo Dominguez:y los ar- 
gentinos isla Bauzá, con el carácter de isla, en 
la que las autoridades de nuestro país y las del 
vecino colocaron pantallas. Las colocadas por 
nuestro Ministerio de Obras Públicas desapa- 
recieron v fueron por ello repuestas por el mismo 
Servicio. Recordamos que al iniciarse la reunión 
de! Grupo Mixto de Trabajo en Buenos Aires, 
el Embajador Alvarez de Toledo nos anunció 


que de la “península de Martín García” habían 


sido retiradas las pantallas colocadas por el Mi- 
nisterio de Obras Públicas de! Uruguay. En poe 
cas semanas un accidente geográfico al que 
los organismos técnicos, mediante los documen- 
tos oficiales citados, habían caracterizado y de« 
nominado isla. ahora, por la voz oficial de su 
Cancillería, de un Embajador que la represen» 
taba ante la Comisión Mixta, se le denominaba 
“península de Martín García”. El 25 de enero 
de 1969, el Comando en Jefe de la Armada 
Argentina entregó a los corresponsales navales 
el documento gráfico publicado en “La Prensa” 

de Buenos Aires en esa fecha, con la- denomi- 
nación “Punta Bauzá” de la isla Martín García, 
de la que dice sólo, está separada por bañados. 
En contadas semanas las autoridades técnicas y 
sus Órganos diplomáticos dieron a un mismo 
accidente geográfico, el carácter de isla, penin- 
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sula y punta, La Cancillería argentina ha sos- 
tenido en sus notas que la llamada por ella ori- 
ginariamente isla Bauzá, constituye una indis- 
cutible extensión natural por accesión de la isla 
Martín García, a la que se la aproxima por obras 
realizadas por el hombre, tales como espigones, 
etcétera. Respecto de lo que acabamos de ex- 
presar corresponde hacer las siguientes puntua- 
lizaciones: i , eo. 

Si el Rio de la Plata se encuentra en condi- 
ción de condominio entre los ribereños, la Re- 
pública Argentina no podía haber realizado en 
forma unilateral, sin acuerdo, ni aviso previo, 
‘el señalamiento y la nominación de la isla Bau- 
za. Ante esta actitud el Uruguay asumió una 
actitud similar. En forma subrepticia la Repú- 
blica Argentina se opuso, al destruir las señales 
colócadas por nuestro Ministerio de Obras Pú- 


blicas; completó. luego esa conducta. abierta- ' 


mente, mediante el empleo de la fuerza, en cir- 
cunstancias en que se hallaba reunida la Comi- 
sión Mixta en Buenos Aires. ; i 

No es peninsula de la isla Martin Garcia 
porque no esta unida a ella. Ea 

Es una isla porque se trata de una porción 
de tierra totalmente rodeada de agua, que emer- 
ge cuando la altura de las aguas alcanza hasta 
el nivel medio. 


¿Cómo explicar el cambio? La ista Timoteo, 


Dominguez se encuentra en la zona del río que 
corresponde al canal principal de navegación 
y la Argentina sabe y es consciente de que el 
río. no puede delimitarse tomando por base ese 
canal. Resuelve entonces, convertir aquello que 
denominó isla Bauzá, que sus organismos téc- 
nicos cartográficos, denominaron y difundieron 
por gus Cartas la mencionada isla Bauzá, en una 
península de Martín García, que sostiene, le 
pertenece, pero de la que es tan solo un mero 
ocupante. 

La Memoria de la Cancillería uruguaya co- 
rrespondiente al ejercicio 1968 (publicada el 15 
de marzo de 1969), registró en sus páginas la 
información sobre la isla Timoteo Dominguez, 
que desde que emergió de las aguas en el-Río 
de la Plata fue, al margen de toda duda, y sigue 
siendo, una isla uruguaya. La Memoria dice lo 
siguiente: “Como culmitacién de una larga ges- 
tión se logró incorporar al patrimonio nacional 
la isla Timoteo Donúnguez, surgida al Oeste 
de la isla Martín García. realizándose las publi- 
caciones correspondientes en los: Boletines, del 
Servicio de Hidrografía de la Marina y del Mi- 
nisterio de Relaciones Exteriores. e instalando el 
Ministerio de Obras Públicas. por intermedio 
de su División Dirección de Hlidrografía, dos 
pantallas de identificación en la mëma”. 


ae 


Las variantes argentinas que hemos enume- 
rado, inaceptables por su absoluta falta de se- 


riedad, al intentar transformar la isla cuyo ca- 


rácter aluvional admitieron sin reservas, reite- 
ramos, responden al propósito de desconocer lá 


soberanía del Uruguay sobre- la Isla de Timo- | 


teo Domínguez, anexándola a Martín García 
por medios artificiales. ; 

En la nota de 20 de enero de 1969, me- 
diante la cual la Cancillería uruguaya puso de 
relieve todas estas contradicciones, afirmó que 
la República Argentina estaba en posesión de 
la isla de Martín García en el carácter de mero 


“ocupante, según resulta. entre otros anteceden- 


tes, de los tratados celebrados por Urquiza en 
San José de Flores. el 10 de julio de 1853, a 
los que nos hemos referido muchas veces. 

Y en la misma oportunidad agregó que los 
relevamientos  aereofotográficos demostraban 
que los arrastres aluvionales de la isla estaban 
siendo formados por depósitos de dragas con el 
objeto de lograr uma formación artificial de la 
supuesta península para la unión con el espigón 
construído al Noroeste de Martín García. 


Las notas cambiadas con las protestas re- 
cíprocas, que si algo muestran, es a-la Canci- 
Uería y a la Marina argentinas. dispuestas 4 
todo, no alteraron la realidad de un hecho: la 
ocupación de la isla por fuerzas, cuyo carácter 
militar se pretendió desconocer; la presencia 
de esas fuerzas en un pedazo de tierra que nues- 


_tro, país había oficialmente declarado que for- 


maba parte de su territorio, cercano a otra isla 
que también nos pértenece desde tiempo secu- 
lar, y que la Argentina ocupa sin que haya po- 
dido jamás legitimar título alguno para ello. 
que no fuera la importancia que revistió. en 
un período, desde el punto de vista militar: sin 
la convicción de que fuera de su legítima per- 
tenencia, como lo demuestra, entre otros hechos, 
el muy significativo que voy a registrar. 
Durante el período en que la República Ar- 
gentina ha ocupado con carácter precario la is- 
la Martín García, pueden recordarse numerosas 
actitudes de sus gobernantes de todas las je- 
rarquías y administradores de responsabilidad, 
que ponen de manifiesto su ausencia de convic- 
ción sobre que la isla pudiera pertenecerles, 
cuando no sus profundas dudas al respecto. Co- 


‘mo ejemplo hemos señalado a algunos hechos 


bien expresivos, a los que no se han referido 
en ningún momento los negociadores uruguayos 
ni la Cancillería. ’ 

Timoteo Dominguez, en medio del más af 
soluto silencio oficial, permaneció ocupada por 
fuerzas argentinas, desde el 20 de enero de 1969 
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hasta mayu de 1Y0y, en que sin que meqiara 
—no nos consta, al menos satisfacción de orden 
alguno-— trascendió que había desaparecido de 
allí el destacamento que la ocupaba y la ban- 
dera que había permanecido hasta entonces 
enarbolada en representación del pais vecino. 
La noticia oficial sobre la desocupación de la 
isla Timoteo Domínguez, recién apareció en la 
Memoria del Ministerio de Relaciones Exterio- 
res del 15 de marzo de 1970. 

Reproduzco el pasaje correspondiente: “Ante 
la ocupación de la isla Timoteo Dominguez por 
parte de la Prefectura Argentina, las reuniones 
[se refiere a las reuniones de la Comisión Mix- 
ta] quedaron en suspenso. En el interin se rea- 
lizaron diversas gestiones y se aportaron opinio- 
nes y antecedentes para procurar el retiro del 
citado destacamento de la mencionada isla, re- 
tiro que se concretó el pasado 25 de mayo de 
1969.” f 


Estamos obligados a reivindicar nuestros de- 


z echos sobre la isla Timoteo Dominguez en la 


negociación que debe plantearse para la deli- 
mitación general del Río de la Plata. . 

Se ha hecho caudal, en la apreciación de 
este problema, de la reducida superficie de la 
isla Timoteo. Dominguez. Con indiscutible indi- 
ferencia, alguien sostuvo que un islote de alu- 
vión no podía dar motivo a un incidente diplo- 
mático con la República Argentina. A ese islote 
Jo consideramos oficialmente parte de nuestro 
territorio. Por consiguiente, el deber moral que 
nos impone su defensa, en nada puede relacio- 
narse con su mayor o menor superficie. El país, 
la patria, la extensión física en la que está com- 
prendida, constituyen una unidad que no ad- 
mite distingos discriminatorios al sentimiento na- 
cional y a los deberes de sus autoridades. 


MARTÍN GARCÍA Y TIMOTEO 
DOMINGUEZ FORMAN PARTE 
DEL TERRITORIO NACIONAL 


Ya hemos demostrado los justos titulos que 
fundamentan nuestros derechos sobre Martin 
García. Resumámoslos, ahora, a manera de con- 
clusión irrebatible. 

En. 1852, el Uruguay consintió que la Ar- 
gentina ocupara la isla Martín García y no la 
retuvo en su poder porque estimó que sus titu- 
los no derivaban de la ocupación militar de 
1845. Sus títulos incuestionables, eran los que 


poseía sobre el territorio con el que se había 


independizado, del que no podía considerarse 
excluída la isla Martín García. Eran los dere- 
chos de carácter jurídico, histórico y geográfico.” 

Al cesar la lucha. en 1852, y al admitir que 
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a isla se restituyese a la situación anterior, dejá 
a salvo esos derechos que tenía sobre ella para 
hacerlos valer en el momento de celebrarse el 
trataclo de limites, Ni entonces ni después con- 
sideró prudente plantear el pleito, aislando el 
caso particular de la isla Martín García del 
problema general. de la delimitación del Río de 
la Plata. nr, 

Por los tratados de 10 de julio de 1853, la 
República Argentina admitió la calidad de mero 
ocupante de la isla de Martín García. Declaró, 
“implícitamente, que no estaba en posesión de 
la isla, y no reconoció que ella le perteneciera; 
admitió que el dominio de la isla era dudoso y 
que podía ser ocupada por otro país. 

Por el Tratado de 7 de marzo de 1856, se - 
obligó a neutralizarla en caso de guerra. 

El Uruguay no renunció al dominio y sobe= 
ania de la isla, ni en forma explícita ni impli- 
cita. La ocupación precaria de la isla por la 
Argentina, no ha creado, a favor de ésta, nin- 
gún derecho. Ha respondido a motivaciones de 
interés político y militar. No es aplicable, en 
este caso, el principio de la prescripción, porque 
conserva todo su vigor y eficacia la reserva ex- 
presa de derechos, formulada por el Uruguay en 
1852, y porque la isla forma parte de un río 
cuyas aguas no han sido delimitadas. 

La determinación de la propiedad de la isla 
es algo inseparable de la delimitación del Río 
de la Plata. 

La República Argentina se inclina a prolone 
gar la ya inadmisible: situación de condominio, 
entre otros motivos, porque con ello elude el 
problema de Martín García. Cuando se aviene 
a considerar el tema de la jurisdicción. de las 
aguas, pretende que en el Plata superior éstas 
scan determinadas por el actual Canal de nas 


vegación, al que atribuye, indebidamente, el ca- 


rácter de Thalweg. Si esto fuera aceptado, 
nuestra jurisdicción terminaría a 2 millas de la 
costa; la argentina, a 28 millas de su tierra 
firme.” 

En el Río de'la Plata superior, el Thalweg 


fue, y sigue siendo —ya lo hemos dicho en rei- 


teradas oportunidades— el Canal natural del 
Oeste. cuyo cauce no ha cambiado de lugar. El 
Canal del- Oeste fue abandonado como ruta de 


- navegación por distintas razones, que ya. hemos 


mencionado. 

Las rectificaciones operadas en el Río de la 
Plata para mejorar las condiciones de la na- 
vegación, no innovan sobre la situación anterior 
ni constituyen antecedentes que puedan ser in 
vocados para la determinación de las jurisdic- 
ciones. Así fue estipulado por ambos gobiernos 
en el año 1901. 
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` Completamos la síntesis de nuestro estudio: 


sobre las islas Martín García y Timoteo Do- 
mínguez, escrito antes de firmarse el Tratado 
sobre límites del Rio de la Plata el 19 de no- 
viembre de 1973, con la publicación de las pá- 
ginas en que el ilustre Gonzalo Ramírez, refutó 
las opiniones vertidas por Agustin de Vedia, en 
su obra sobre Martín García, 

“Un publicista uruguayo [Carlos M. Ramí- 
rez] puso. bien en claro este punto algunos años 
atrás. Nunca, decía, han discutido solemnemen- 
te los Gobiernos del Plata sus títulos respectivos 
a la Isla de Martin Garcia. Ignoramos si son 
puramente históricos o también geográficos los 
que invoca la ‘Argentina. En este último caso 
podrían sus pretensiones relacionarse con el do- 
minio exclusivo que parece atribuirse en el canal 
occidental de Martín García. Aplicado en aque- 
lla altura del Río de la Plata, el principio ju- 
risdiccional de las aguas por mitad, Martín 
García es una adyacencia del territorio oriental, 
distante muchas millas del límite extremo de la 
jurisdicción argentina. Si la República Argen- 
tina adhiriese allí a ese principio, tendría que 
desvirtuar con titulos históricos irrefutables. la 


. evidencia de nuestros títulos geográficos. ¿En 


esa parte del. rio. sostendrán entonces nuestros 
vecinos la demarcación del Thalweg? Hay allí 


, dos canales, uno que pasa entre la Isla de Mar- 


tín García y el Placer de las Palmas, y otro que 
corre entre ella y la costa oriental de Martín 
Chico, que es el Canal del Infierno, Ambos ca- 
nales son de antiguo conocidos. Hasta 1877 el 
canal occidental de Martín García era el Thal- 
weg indiscutible de aquella parte del Río de 
la Plata —el camino que tomaban los nave- 
gantes al descender el río, el-canal princi- 
pal. Pero en el año indicado el Gobierno 
del Coronel Latorre mandó abalizar el Ca- 


. NÚMERO 77 


nal del Infierno, y una vez practicada la 
Operación cuidó de anunciarla al mundo entero, 
pregonando las ventajas de la nueva vía fluvial. 
Ahora bien; ¿cuál de los dos canales sería el 
verdadero Thalweg como línea de demarcación 
jurisdiccional, en el caso de aplicarse este prin- 
cipio a la zona superior del Río de la Plata? Si 
lo fuera el Canal del Infierno, la isla de Mar- 
tin García sería geográficamente de los argen- 
tinos y nuestra jurisdicción en la zona fluvial 
preindicada concluiría a dos millas de la isla, 
mientras la jurisdicción argentina alcanzaría a 
veintiocho millas de su tierra firme. Si el ver- 
dadero thalweg fuese el canal occidental, el vie- 
jo camino de los navegantes, nuestra jurisdicción 
llegaría hasta él, a más de pertenecernos el Ca- 
nal del Infierno. La usurpación de Martín Gar- 
cía por los argentinos quedaría geográficamente 
evidenciada. 

Es nuestra convicción, que no son. las solu» 
ciones de estricto derecho y de lógica inflexible, 
muy especialmente tratándose del dominio de 
Martín García, las que han de hacer volver a 
su juicio nuestras relaciones de tradicional fra» 
ternidad con.la Argentina, siendo aquí aplicable 
el aforismo del Derecho Romano -—summun 
jussuma injuria—. Pero antes de entrar al tee 
rreno de las recíprocas concesiones, las dificul- 
taríamos en vez de facilitarlas, si empezásemos 


-por dar por nulos los derechos de que siempre . 


nos hemos creído asistidos, Debemos pues de- 
jarlos bien esclarecidos, ya que en la cuestión 
del dominio de Martin García está envuelta la 
de la jurisdicción del Río de la Plata, muy espe- 
cialmente cuando se trata de fijar la línea de 
demarcación de las dos jurisdicciones en çon- 
flicto. Tratamos de establecer netamente las 
conclusiones a que se llega con la aplicación de 
los principios del derecho estricto, sin descono- 
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cer por ello, como ya lo hemos insinuado, que 
razones de otro orden, muy dignas de tenerse 
en cuenta en las relaciones internacionales, nos 
aconsejen ceder lo que nos corresponde; a true- 
que de dar una solución al conflicto con la Ar- 
gentina, que contemple y armonice los intereses 
bien entendidos de ‘uno y otro país, 

El Dr. Dn. Eduardo Acevedo sintetizó en 
1852 sus opiniones sobre problema tan ingrato 


para uruguayos y argentinos, en el diario “La” 


Constitución”, de que era redactor. 
. El eminente publicista se expresaba al -res- 
pecto en estos términos: ` E 


“La ley de 27 de octubre de 1829, dictada 
por la Asamblea General Constituyente, decretó 
una aduana central para el comercio del Uru- 
guay en Martín García. Hállase ahora la isla 
en poder del Gobierno Argentino ¿a quién per- 
tenece el mejor derecho? La República Oriental 
alega que Martín García forma parte de su 
territorio, Cuando un río separa dos naciones. 
cada una de ellas tiene el dominio de la mitad 
del ancho del río sobre toda la ribera que ocupa. 
La República Argentina invoca la posesión, pero 
una posesión que ha sido desconocida y contra- 
dicha según lo revela la ley de la Asamblea 
Constituyente de 1829 y las reservas que hizo 
el Gobierno Oriental en febrero de 1852. Por 
otra parte, no se ha ajustado el tratado defini- 
tivo de paz entre la Argentina y el Brasil, que 
habrá de determinar los verdaderos límites del 
nuevo estado, y en consecuencia, la posesión 
argentina no puede servir de base a prescrip- 
ción alguna. Existe una solución que satisface 
todos los intereses: La que apunta el artículo 18 
del tratado de comercio y navegación entre el 
Uruguay v el Brasil. Que se declare la neutra- 
tidad de Martín García en tiempo de guerra, 
que la isla no sirva para embarazar la navega- 
ción de los otros ribereños y que se admita en 
ella los establecimientos que fueran necesarios 
para la seguridad de la navegación interior de 
los mismos vihereños. 

El tratado definitivo que mentaba el Dr. 
Acevedo era aquel. a que se refieren los artícu- 
los 12, 22 y 3% de la convención preliminar de 
paz, canjeada en Río de Janeiro el 27 de agosto 
de 1828. Dicen así: 


“Artículo 1° ~- S, M. el Emperador del Bra- - 


sil declara la Provincia Cisplatina separada del 
territorio del Brasil para que pueda constituirse 
en un estado libre e independiente de toda y 
cualquier nación, bajo la forma de gobierno que 
juzgue conveniente a sus intereses, necesidades 
Y recursos. 

Artículo 22 — El Gobierno de la República 
de las Provincias Unidas, concuerda en declarar 
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por su parte la maepenaencia de la Provincia 
de Montevideo por el tiempo y en el modo que 
se ajustase en el tratado definitivo de paz.” 

. La Argentina, siendo Ministro de Relacio- 
nes Exteriores el doctor Amancio Alcorta. hizo 
una edición oficial de los tratados que había 
celebrado desde su emancipación, y entre ellos 
figura, con fecha 24 de agosto de 1859, uno en 
que aparecen como partes contratantes el Bra- 
sil, el Uruguay y la Argentina, y según su con- 
texto, era el complementario de la convención 
preliminar de paz de 1828, que se anunciaba 
en su artículo 32, 

El tratado de 1859 contiene como cláusula 
final de su artículo 1°, la siguiente: “52 — Fi- 
nalmente el territorio que actualmente posee 
la República Oriental del Uruguay no podrá ser 
disminuido sin inconveniente para la fuerza y 
aun para-la existencia de esa nacionalidad. 

Desde que con el consentimiento de nuestro 
país se daba por cierto o se presumía al menos, 
que la inteeridad de su territorio no quedaría 
menoscabada, en tanto conservase el que poscía 
en 1859, no poseyendo la República en esa fe- 
cha la isla de Martín García. lógico era dedu- 
cir, dando por vigente aquel tratado. que por 
eh derecho convencional internacional, esa isla 
había quedado definitivamente en el dominio de 
la República Argentina. 

Llamaba nuestra atención, sin embargo. que 
en tanto que los demás tratadas publicados por 
el Gobierno Argentino aparecían en la edición 
de los mismos, aprobados por el Congreso Ar- 
gentino y canjeados entre las altas partes con- 
tratantes, el que se presentaba como comple- 
mentario de la Convención preliminar de paz 
de 1828, se exhibe sin esa sanción y sin cese 
canje, que es como la sanción definitiva de todo 
tratado internacional. 

Gon referencia a ese tratado, dice el señor 
Vedia en el libro a que ya hemos hecho refe- 
rencia (pág. 12): l 

“Introducido en la legislatura fue objeto de 
profundo estudio y de prolongados y serios de- 
bates. La opinión de la Comisión de Legislación 
del Senado se dividió: la mayoría aconsejaba la 
aprobación: la minoría optaba por su rechazo. 
Formaba ésta el Dr. Dn. Ambrosio Velazco, 
quien se hizo notar especialmente por el vigor 
y la ilustración con que impuenó las estipula- 


ciones del tratado, El P. E.. viendo vacilante su ' 


obra, se dirigié al Senado en 1859. solicitando 
el- aplazamiento del asunto para tratarlo con 
más calma y en mejor oportunidad. Quedó en 
efecto aplazado, pero al aña siguiente fue de- 
sechado definitivamente, bajo la impresión del 
luminoso informe de la minoria.” 
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No obstante ese recnazo de uno de los Es 
tados contratantes del tratado bipartito de 
1859, manifiesta el señor Vedia, que no por eso 
dejó de ser ley internacional para el Brasil y la 
Argentina, y cree oportuno recordar que si el 
Uruguay fue parte en él, es porque en todo 
tiempo sostuvo que ése era su derecho, mien- 
tras las demás naciones “entendían que era’ pri- 


vativo de ellas asegurar y garantir la indeven- 


dencia de ese Estado, por lo mismo que habían 
querido interponer entre ambas una. frontera 
pacifica, amiga y neutral, y agrega nuestro es- 
clarecido compatriota: 


“Con ese criterio explicaba y justificaba el- 
‘Gobierno Argentino el tratado celebrado con el 


Brasil en 1856”. i 

No comprendemos cómo el tratado de 1859, 
complementario del de 1828, puede ser ley in- 
ternacional de la República Argentina y el Bra- 
sil, una vez rechazado por el Uruguay. con 
quien se contrataba directamente, cuando todas 
y cada una de sus cláusulas establecen estipula- 
ciones, que no pueden cumplirse sin la concu- 
rrencia de nuestro país, Hubiese sido necesario 
que el Brasil y la Argentina ajustasen un nuevo 
tratado, con prescindencia de] Uruguay. com- 
plementario del de 1828, para que se tuviese 
por ley internacional de esos dos vaises. lo que 
no sucedió sin duda alguna, y si bien en la edi- 
ción oficial’ de tratados. a que hemos hecho re- 
ferencia aparece publicado el de 1859 como 
aceptado por las tres altas partes contratantes 
eso mismo sugiere la idea de que fue incluido 
por error entre los pactos que son lev interna- 
cional de la Argentina, y explica por qué no 
aparece aprobado por su Congreso y menos 
canjeado, cosa. imposible desde eme el canto de- 
bia tener lugar entre las tres altas partes con: 
tratantes, y una de ellas, el Uruguay, lo había 
rechazado. 

No es fácil explicarse tampoco el comentario 
que dedica el Sr, Vedia al tratado de 1856. ce- 
lebrado entre la Argentina v el Brasil A ese 
respecto dice: “El tratado argentine brasileño 
de 1856 debía provocar más de una nhieción en 
la parte en que ratifica la obligación de defen- 
der la independencia e inteeridad de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay, de acuerdo con la 
convención de 1828 y determina en qué casos 
podrían considerarse menoscabadas la una o la 
otra. Por favorable que fuese ese tratado. nara 
el Uruguay, su Gobierno debía encontrar irre- 
gular que las dos naciones. signatarias de la 
Convención preliminar de paz, se ocubasen vein- 
te años después, de garantir su independencia 
e integridad, sin acuerdo suyo, o sin que el prine 
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cipal interesado tues parte en las estipula- 
ciones.” x o 

Cualesquiera que sean las irregularidades, 
que según el señor Vedia contiene el tratado ar- 
gentino-brasileño, canjeado en 23 de junio de 
1856, ha debido tener presente que según ese 
mismo tratada, el complementario de la Con- 
vención de 1828. no debía celebrarse: sino de 
acuerdo con cl Uruguay. Como ya se ha esta- 
blecido, esa Convención contiene entre otras, la 
siguiente estipulación 

Art. 32 — Ambas altas partes contratantes 
se obligan a defender la independencia e inte- 
gridad de la Provincia de Montevideo. por el 
tiempo y en el modo que se ajustase en el tra- 
tado definitivo de paz. 

Refiriéndose a esa estipulación, dice el tra- 
tado de 1856: Art. 32 —-Las altas partes con- 
tratantes confirman y ratifican la declaración 
contenida en el art. 12 de la Convención preli- 
minar de paz, celebrada entre el Brasil y la Re- 
pública Argentina en 1828, así como confirman 
y ratifican la obligación de defender la indepen- 
dencia de la República Oriental del Uruguay, 
de conformidad con el art. 3° de la misma Gon- 
vención oreliminar y según lo estipulasen ulte- 
riormente cov el Gohierno de dicha República. 

Art. 42 — Se considerará atacada la inde- 
pendencia e intertidad del Estado Oriental del 
Uruguay en los casos en que ulteriormente se 
acordasen con su Gobierno, y desde luego y ter- 
minantemente en el caso de conquista declarada 
y cuando alguna nación extraniera pretendiese 
variar la forma de su Gobierno, o designe o 
imponga la persona o personas que hayan de 
eobernarlo.” 

“Como se ve. la concurrencia del Uruguay 
al tratado complementario de 1859. era un he- 
cho pactado en la convención brasileño-argen- 
tino de 1856, de manera que su rechazo por el 
Uruguay. la convirtió en un mero proyecto de 
pacto internacional, y no puede por lo tanto re- 
gir entre el Brasil y la Argentina y menos obli- 
gar al país con quien debía celebrarse. y no le 
prestó su adhesión, 

Verdad es que el señor Vedia supone que 
el supuesto tratado de 1859 no hizo más que 
fijar definitivamente lo que ya estaba cuando 
menos implícitamente en otras convenciones aná- 
logas anteriores, y resultaba de los antecedentes 
correlativos que invoca. Así dice en la página 
235: “En el artículo publicado en «La Consti- 
tución» de Montevideo (1825-1853) a que alu- 
de en otra parte, dijo el Dr. Acevedo, que la 
posesión argentina no podía servir de base a 
prescripción alguna, y se fundaba en que aún 
no se había ajustado el tratado definitivo de paz 
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entre la Argentina y el Brasil, que había de 
determinar los verdaderos límites del Uruguay. 
Tal vez, en efecto, en los primeros tiempos el 
juicio de sus hombres notables era el formulado 


por el Dr. Acevedo. El tratado uruguayo-brasi- | 


leño de 1851,se adelantó a declarar los límites 
del Estado Oriental, desviando el problema de 
Martín García al establecer un nuevo principio. 
Por último, el tratado definitivo de paz de 1859. 
nada nueyo estatuyó sobre la materia, respe- 
tando los hechos anteriores y el precedente in- 
ternacional de 1851. El tratado complementario 
se concretó a declarar inconmovibles los límites 
actuales.” 

Está en completo error el Sr. Vedia. Lo que 
llama desviación del problema de Martín Gar- 
cía, son cláusulas del tratado de 1851,-en las 
que se pacta la libre navegación de los afluen- 
‘tes del Plata, y no sólo nada deciden sobre el 
dominio definitivo de aquella isla, sino que por 
el contrario presuponen que ese problema que- 
daba intacto y a dilucidarse entre las naciones 
interesadas en la Convención preliminar de paz 
de 1828, 

Esas cláusulas son las que contiene el ar- 
tículo 18 del preindicado tratado de 1851. Dicen 
así: 

“Reconociendo las altas partes contratantes 
que la isla de Martín García, por su posición 
puede servir para embarazar e impedir la libre 
navegación de los afluentes del Plata, en que 
son interesados" todos los ribereños, reconocen 
igualmente la conveniencia de la neutralidad de 
la referida isla en tiempo de guerra, sea entre 
los Estados del Plata, o entre uno de éstos y 
cualquier otra potencia, en utilidad y común 
garantía de la navegación de los referidos ríos, 
y por eso convienen: 

1? — En oponerse por todos sus medios a 
que la soberanía de Martín Garcia deje de per- 
tenecer a uno de los Estados del Plata intere- 
sados en su libre navegación.' 

22 -- En solicitar el concurso de los otros 
dos ribereños para obtener de aquel a quien 
pertenezca o venga a pertenecer la posesión y 
propiedad de la isla, que se obligue a no ser- 
virse de ella para embarazar la libre navega- 
ción de los otros ribereños, o consentir en su 
neutralidad en tiempo de guerra, así como en 
los establecimientos que fuesen necesarios para 
la seguridad de la navegación interior de todos 
los Estados ribereños. 

Con verdadera ofuscación de espíritu, dice 
el señor Vedia comentando ese artículo: 

“Cualquiera que sea la interpretación que 


se dé al artículo 18 del tratado de límites de-. 


1851, y aunque no se vea en él una renuncia 
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absoluta de todo derecho sobre la isla por parte 
del Uruguay, siempre será forzoso convenir que 
éste admite por lo menos, el hecho de que la 
isla se conserve en poder de la Argentina en 


las' condiciones ya expresadas, con tal de que 


no la convierta en una fortaleza, ni se sirva 
de ella para poner trabas a la navegación flu- 
vial.” i 


Verdad es que el eminente compatriota, 


aunque esto no. justificaria del todo sus apre- 


ciaciones, supone queven mayo de 1851 la isla 
de Martín García estaba poseída por el Go- 
bierno de Buenos Airės. En la página 215 de 
su libro, dice: “Cuando el Uruguay, represen- 
tado por don Andrés Lamas, ajustaba con el 
Brasil el tratado de Hmites que contiene la clau- 
sula inicial de que nos ocupamos, Martín Gar- 
cía estaba en poder de Buenos Aires, bajo la 
dictadura de Rosas, que inspiraba tantas alar- 
mas a los pueblos, interesados en la navegación 
de los tíos, y cuando la Confederación celebraba 
los tratados subsiguientes, Buenos Aires, sepa- 
rado de la Confederación acababa de tomar po- 
sesión de la isla, que se temía fuese en su poder 


una base de operaciones en la guerra que se. 


iniciaba con el Gobierno General, y por lo tan- 
to, un medio de impedir la navegación de los 
ríos interiores o la comunicación de los estados 


“ribereños con el mundo exterior.” 


Esos tratados subsiguientes, de que nos ocu- 
paremos a su tiempo, son los de 1853, celebrados 


“por la Confederación Argentina con Estados 


Unidos, Francia e Inglaterra. Es el mismo señor 
Vedia quién afirma que en esa fecha (1853) 


Buenos Aires acababa de tomar posesión (pági-- 


na 215) de la isla de Martin García, no en 
1851, sino en febrero de 1852, bajo protesta del 
Gobierno del Uruguay, que la tenía en su poder 
en esa fecha, y por ende en 1851, en que se 
concertó el tratado uruguayo-brasileño ya re- 
lacionado. : 

El señor Vedia da cuenta (pág. 229) de 
que en 1863, en una nota del Ministro de Re- 
laciones Exteriores del Uruguay, se daba una 
nueva interpretación al artículo 18 del Tratado 
de 1851. Según ella, la República había renun- 
ciado por esa estipulación a la facultad de con- 
vertir la isla en una fortaleza o punto militar, 
una vez en posesión de una parte de su territorio, 


y esa renuncia había sido hecha para adquirir 


en compensación el derecho de oponerse a que 
otra potencia, y muy especialmente la Repú- 
blica Argentina, hiciera con dicha isla lo que la 
Oriental se declaraba resuelta a no hacer, Cedió 
la República su derecho, para que de su 
renuncia naciera el deber de parte del Brasil 
de hacer efectivo lo que se pactaba. El Ministro 
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de ia época partía del hecho indubitable es el 
señor Vedia quien consigna tan errónea afir 
mación) de que al celebrarse el tratado de 1851 
entre el Brasil y el Uruguay, la Argentina es 
taba en posesión de la isla, y renunciaba a for- 
tificarla, dejando para discusiones ulteriores el 
dominio de la isla.” 

Aparte del inconcebible error de hecho en 
que incurre el señor Vedia sobre posesión de la 
isla de Martín García en 1851 por la Argentina, 
es tan gratuita su interpretación. que cuando 
dos años más tarde, aquella República cele- 
braba sus tratados en .1853 con diversas nacio- 
nes, estando ya en posesión de Martín García. 
quedó aclarado que las cláusulas del Tratado 
Uruguayo-Brasileño de 1851, en parte reprodu- 
cidas en aquellos pactos, dejaban sin resolver la 
cuestión del dominio de Martín García. 


El artículo 5% de esos tratados contraído a 
la isla de Martín García, dice el señor Vedia 


(pág. 168) es la reproducción en lo esencial del 


artículo 18 del tratado Brasilefio-Uruguayo de 
1851, Entre tanto es el mismo señor "Vedia quien 
pone en evidencia con los precedentes que citá 
en su libro, que ese artículo nada resuelve sobre 
el dominio definitivo de la isla. 


El Imperio del Brasil. dice (pág. 170). no 
vio con indiferencia la celebración de esos tra- 
tados, y aún se creyó en el caso de requerir 
explicaciones que lo tranquilizaran. sobre cier- 
tos puntos; uno de ellos era el que se relacio- 
naba con la isla de Martin García. Las Lega- 
ciones del Imperio en la Confederación Argen- 
tina, Francia, Inglaterra y Estados Unido: re- 
cibieron instrucciones para manifestar a las res- 
pectivas cancillerías. que el Brasil entendía que 
no se tenía en vista por el artículo 5% privar de 
la soberanía de Martín García a ninguno de 
los Estados del Río de la Plata que pudiera dis- 
putársela. a saber. la Provincia de Buenos Aires 
o el Estado del Uruguay v menos que se qui- 


siera cederla a una potencia extraniera: y agre- - 


ga el señor Vedia: “La Memoria del Ministerio 
de Relaciones Exteriores del Tmnerio da cuenta 
en 1854 de ese incidente diplomático. que no 


tuvo ulterioridad por haber declarado general- 


mente las potencias indicadas, que la mente del 
artículo 5° de los tratados de 1853 no era otra 
que la de servir los intereses del comercio y de 
la civilización, en caso de guerra, para evitar 
perjuicios.” 

El señor Vedia confirma estas impresiones 
del Brasil con la cita de otro antecedente, Se 
le acusaba de sembrar la cizaña entre los dos 
pueblos del Plata, valiéndose de Martín García, 
come manzana de discordia, y cita con tal mo- 
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avo una carta del doctor Andrés Lamas, en la 
que exponía lo siguiente (1854). 
“Entre tanto el Gobierno del Brasil conocía 
las pretensiones del Estado Oriental, y teniendo: 
que hablar de ellas con motivo de (1853) los 
tratados de San José de Flores ¿cómo hacerlo? 


_ Lo hizo así: la isla de Martín García sólo pue» 


de ser de Buenos Aires o de Montevideo, es 
decir, no puede ser mía, ni de Inglaterra, ni 
de Francia. ni de los Estados Unidos. Si hu- 
biese dicho: la isla es de Montevideo, fallaba 
contra Buenos Aires, se hacía parte contra Bue» 
nos Aires. Si hubiese dicho la isla es de Buenos 
Aires, fallaba contra Montevideo, se hacía parte 
contra las pretensiones de Montevideo que eran 
oficialmente conocidas. Siendo y queriendo ser 
neutro en la cuestión, no podía decir sino lo 
que dijo. nj más nj menos.” 

Tan era cierto que la interpretación que 
daba el Brasil a los tratados de 1853. era la 
única justa y admisible, que un ilustrado escritor 
argentino en un folleto en que trata de refutar 
las conclusiones a que llega el señor Setembrino 
Pereda. hace las siguientes confesiones. 


“Los tratados [se refiere a los del año de 
1853] produjeron una tempestad en Buenos Ai- 
res y su legislatura resolvió conservar para ese 
Estado el dominio de la Isla de Martín García 
y así se consignó en su carta fundamental, pro- 
mulgada en 1854. La redacción del artículo per- 
tinente fue inspirado por el doctor Tejedor, Su 
explicación. está en la argumentación que hi- 
cieron los Anchorena, Tomás y Nicolás, «sobre 
la necesidad de consignar especialmente que la 
isla pertenecía al Estado de Buenos Aires. Con 
esa declaración, agrega el doctor Suárez acom» 
pañada de la ocupación efectiva, Buenos Aires 
salvaba. ante las demás naciones, los derechos 
que sobre Martín García se reservaba al sepa- 
rarse de las otras provincias. Procuraba además 
afianzar su dominio en la isla, puesto en duda 
en los tratados de 1853, de Urquiza con fngla- 
terra, Franciá y los Estados Unidos. Vélez Sars- 
field dijo que esos tratados eran un atentado 
directo y alevoso a la propiedad y posesión de 
Martín García por el Gobierno de Buenos Ai- 
res; el doctor Esteves Sagui que era un acto 
indigno y el doctor don Irineo Portela, que cons- 
tituían una traición cometida por Urquiza.” 


Bien sé comprende que todás esas protestas 
formuladas por una Provincia contra tratados 
celebrados por la Confederación, sólo podían tes 
ner efecto en el orden interno, y con tanta mas 
yor razón, si se tiene presente, que cuando Bues 
nos Aires se incorporó a la Nación Argentina, 
esas convenciones fueron ratificadas y son hoy 
ley internacional de esa Repáblica, habiendo 
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desaparecido de las ulteriores constituciones de 
la Provincia de Buenos Aires, y de la actual- 
mente. vigente, el artículo relativo al limite de 
Martín García. Entre esos tratados figuraba el 
Argentino-Brasileño de 1856, el que reproduce 
en toda su integridad el artículo 18 del tratado 
uruguayo brasileño de 1851, y ya se sabe que 
la Argentina tenía conocimiento de que al san- 
cionarse los de 1853. el Brasil interpretaba, con 
asentimiento de los. Gobiernos contratantes. que 
esos “pactos nada prejuzgaban sobre si la Isla 
de Martin García era oriental o Argentina. 


Toda la documentación que invoca el: señor 
Vedia y los precedentes a que alude. leios pues 
de solucionar el conflicto de derechos resnecto 
al dominio de aquella isla. lo deian intacto tal 
como lo planteába el doctor Acevedo en 1852. 
Y si del punto de vista histórico v nolítico. sus 
demostraciones no son en manera aleuna con- 
vincentes, el mismo publicista se encarga de 
demostrar, que encarada la cuestión geoerafi- 
camente, habría que reconocer que Martín Gar- 
cía es territorio de nuestra país. si hien incu- 
rriendo en error no menos grave que los va 
apuntados, .no vacila en dar como indiscutible 
que la Argentina puede invocar en su lavar 
una posesión, animo-domini, durante un largo 
espacio de tiempo, que le confiere nor prescrin 
ción el dominio con que la naturaleza nos habia 
agraciado, prescripción esa fundada en una ocu- 
pación que se remonta al primer período de la 
Independencia, 


No tiene presente el señor Vedia, que la 
posesión de Martín García, en tanto que la 
hov República Oriental del Urueuay. formaba 
parte de las Provincias Unidas del Río de la 
Plata, durante la guerra contra España primero 
y contra el Portugal y el Brasil más tarde. no 
es posesión animo-domini, contra la Provincia 
Oriental, y mucho menos debe serlo para quien 
da como un hecho indiscutible que aquella isla 
es un pedazo desprendido de, las entrañas de 
esa Provincia, y que por consiguiente. dada su 
posición geográfica, no teniendo en cuenta otras 


circunstancias, la constituye parte integrante. de 


su territorio. Lo que la madre común posee en 
defensa y beneficio de todor sus hijos es pose- 
sión “que a todos aprovecha. Son estas verdades 
por demás triviales tanto en el orden interno 


tomo en el orden internacional. No es siquiera 


discutible que todo acto de jurisdicción, ejer- 
cido contra el enemigo común. sobre Martin 
Garcia, mientras las dos Repúblicas del Plata 
formaban una misma nacionalidad, en nada 
puede influir ni como posesión ni come dominio 
en, favor o en contra de uno u otro estado. Se 
llega pues a la Convención preliminar de paz 
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de 1828, sin que los actos de posesion en ta a, 
por argentinos o uruguayos favorezcan o per- 
judiquen los derechos de dominio discutidos o 
protestados, desde que se dictó la ley de 1829 
por la Asamblea Constituyente de nuestro país. 

Hay que rectificar además la afirmación, 
de que en la Convención preliminar de paz no 
se señalaron límites al nuevo Estado. y quere- 
mos más bien suponer: que lo que se ha querido 
expresar es que no se determinaron con entera 
precisión. pues no era posible que se’ declarase 
la independencia de un Estado, sin establecer 
las hases de su orientación, fijando cuande me- 
gos implicitamente sus límites, 


El artículo 12 de la Convención preliminar 


de 1828 dice: “S, M. el Emperador del Brasil 
declara a la Provincia Oriental, llamada hoy 
cisplatina, separada del territorio del, Imperio 
del Brasil, para que pueda constituirse en Estado 
libre e independiente de toda o cualquier ‘ua- 
ción, bajo la forma de Gobierno que juzgue 
conveniente a sus intereses, necesidades y recur- 
sos” y confirma esa declaratoria en los propios 
términos la República Argentina en el articu- 
lo 2% de esa Convención. 


Fue la Provincia Cisplatina, antes Provincia 


“Oriental, la que por el tratado de 1828 quedó - 


en la plenitud de su soberanía, y esa Provincia 
Cisplatina tenía límites que abarcaban su te- 
rritorio. ¿Cuáles eran esos limites? El acta de 
incorporación de la Provincia Oriental al Por- 
tugal de 31 de julio de 1821, al deslindar el 
territorio, al que se daba el nombre de “Cis- 
platina” (alias oriental), dice en su artículo 2°. 
Los límites serán los mismos que tenía y se le 
reconocían al principio de la revolución, que 
son por el Este el Océano, porel Sur el Rio de 
la Plata, por el Oeste el Uruguay, etc. 

El doctor Acevedo sostenía en 1852, que 
dado el hecho de que el Río de la Plata, según 
la Convención de 1828, lo dividía de la Argen- 


‘tina, debía aplicarse el principio de derecho in- 


ternacional, de que su jurisdicción llegaba hasta 
la mitad del rio, como las islas como es consi- 


- guiente que se encontraban dentro de esa ju- 


risdicción fluvial, El señor Vedia reconoce que 
esa inteligencia derivaba de la denominación de 
Provincia Cisplatina dada al Estado que se eman- 
cipaba, con referencia al acta de incorporación 
a Portugal, en la cual fueron especificados en 
efecto aquellos límites (página 54). 

¿Qué posesión apta para prescribir podría 
alegar la Argentina en favor de su supuesto 
dominio sobre Martín García, st realmente hu- 
biese catecido de título para conservar, animo- 
domini, contra el Uruguay, la posesión que ob- 
tuvo durante la guerra contra el: Portugal y 
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el Brasil en beneficio común de orientales y 
argentinos? l 

No se ha ajustado, decía el doctor Acevedo 
el tratado complementario del de 1828 que 
debe determinar los límites del nuevo Estado, y 
era concluyente para él que no podía entre tanto 
servir de base a prescripción alguña la ocupa- 
ción argentina. . l 

No fue por cierto el Uruguay quien puso 
trabas a la celebración de ese tratado definitivo 


y que hubiese podido ser interpretado como 


abandono de los derechos que se atribuía por 


la ley de 1829, 


Abonamos también sobre este punto nues- 
tras afirmaciones con antecedentes diplomáticos 
que invoca también el señor Vedia. Desde 1830, 
dice, se dirigió el Representante del Gobierno 
Oriental en Río de Janeiro a la Cancillería Bra- 
silera, proponiéndole iniciar la negociación del 
tratado definitivo. Se le respondió que obtenida 
la conformidad de Buenos Aires podia proce- 
derse a la designación inmediata de los plenipo- 


tenciarios respectivos. El Gobierno Uruguayo 


acudió a Buenos Aires con ese objeto -y el ar- 
gentino aplazó su resolución. Tres años después 
(1833) designó .al ministerio que debía asistir 
por su parte a la celebración de aquel tratado, 
El señor Villademoros, Encargado de, Negocios 
de la República Oriental del Uruguay en el 
Brasil sostenía poco después si el derecho de 
su nación para intervenir en el tratado definitivo 
de paz que debía celebrarse entre el Imperio y 
la República Argentina. En 9 de setiembre de 
1837 se dirigía al Ministro de Relaciones Ex- 
teriores del Brasil manifestándole que su Go- 
bierno deseaba ajustar los tratados de alianza, 
pero que no tenia punto fijo de qué partir, no 


. conociendo de un’ modo definitivo hasta dónde 


se extendía su jurisdicción, El Gobierno de Ro- 
sas, concluye el señor Vedia, nunca mostró in- 


terés en el arreglo de las cuestiones, que dejó” 


pendientes la Convención Preliminar. 


Es evidente, pues, que con:anterioridad a la 
batalla de Caseros, que puso término a la dic- 
tadura de Rosas, no existe fundamento alguno 
para suponer que el Uruguay hubiese abando- 
nado los derechos que sobre la isla de Martín 
García había dejado algo más que salvados la 
ley de 1829. Es el mismo señor Vedia quien 
invoca la documentación oficial y antecedentes 
irrecusables que demuestran que muy lejos de 
confirmar ese abandono, el tratado Urusuayo- 
Brasileño de 1851 y aquellos que celebró la Ar- 
gentina en 1853 con los Estados Unidos de Amé- 
rica y algunas naciones de Europa, dieron lugar 
a incidentes diplomáticos, que. evidencian la 
existencia del litigio internacional: a. resolverse. 
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Ya hemos visto que la Convención prelimi- 
nar de 1828, al reconocer la independencia del 
nuevo estado, consignó expresamente en las es- 
tipulaciones. que se refería a la entonces Pro. 
vincia Cisplatina, la que tenía por límite al Sur 


‘el Río de la Plata, declarándose al mismo tiem- 


po en el acta de incorporación del Portugal, 
que sus límites eran los mismos que tenía y se 
le reconocían a la Provincia Oriental al princis- 
pio de la revolución. 

Historiando desde sus orígenes todo cuanto 
se vefiere a' Martín García, refiere el señor Ve- 
dia como último dato ilustrativo, que la isla 
fue donada por el rey de España, en 1807 a 
un vecino de Buenos Aires, don Antonio Tejo, 
en premio de los servicios que prestó en la re- 
conquista de aquella capital. Antes el señor don 
Setembrino Pereda había dicho: “Gon motivo 
de la derrota de los ingleses en su ataque a 
Buenos Aires y su evacuación de Montevideo y 
de todo el Río de la Plata, hechos estos que 
dieron por resultado el restablecimiento de las 
autoridades españolas, el rey Carlos IV decretó 
varias compensaciones y honores, figurando en- 
tre ellas la donación de la expresada isla, a 
favor de don Antonio Tejo en 1807. La real or- 
den para la entrega y posesión le fue cometida 
a don Francisco Javier de Elío, a la sazón Go- 
hernador de Montevideo. 


_ El señor Vedia hace notar que el donatario 
Tejo era vecino de Buenos Aires y no de Mon- 
tevideo, circunstancia que pone todavía ruás en 
claro que si se daba el cometido de cumplir la 
real orden a la autoridad Superior de Monte- 
video y no a la de Buenos Aires, era porque la 
isla de Martín García era una adyacencia de 
la Provincia Oriental, a la que no alcanzaba Is 
jurisdicción del general Liniers entonces Virrey 
de Buenos Aires, 


La falta de títulos políticos e históricos per 


. parte de la Argentina sobre esa isla, la ha de 


inclinar a sostener que en la parte superior del 
río, como ya se ha hecho presente en el curso 
de este dictamen, el canal del Infierno y aún 
el canal nuevo o de las Limetas, divide geográ- 
ficamente en aquella zona el territorio fluvial 
de ambos estados. Con esa solución no sólo que- 
daría dueña definitivamente de Martin Garcia, 
sino que extendería su jurisdicción fluvial en 
aquel punto hasta menos de tres millas de nues- 
tra costa, 

Se atribuye al General Roca el pensamiento 
de que no vale Martín García las simpatías del 
pueblo - Oriental, y que convendría resolver con 
ese criterio cuestión tan enojosa, si esa solución 
no hiriese tan hondamente el patriotismo argen- 
tino. No es por cierto el caso, cuando sus cori- 


ás 


patriotas tienen la veleidad de adueñarse. de 
todo el Río de la Plata, que cedamos de nues- 
tro derecho, no sólo sin compensación de nin- 
guna clase, sino con agravios mayores de parte 
del Gobierno Argentino, 

Por ello Hegamos en nuestras demostraciones 
hasta insistir, en que aunque imperase en la 
parte superior del río como límite divisorio la 
demarcación por medio del thalweg, no queda- 


ría Martín García, EA: como po- 


sesión argentina, 
_ Ya se ha visto cómo se pretende del lado 
argentino llegar a muy distintas conclusiones. 
Hasta el año de 1877 el thalweg, de tradi- 
ción secular, era el que corría al Occidente de 
Martín García —el camino seguido invariable- 
mente por los buques al descender la corriente 
del rio—. Recién en 1877 el coronel Latorre 
mandó a balizar el canal del Infierno, indiscu- 
tiblemente hasta esa época al menos, del exclu- 
sivo dominio fluvial de nuestro país. - 
¿Cambió la línea divisoria, en el supuesto 
de prevalecer la doctrina del thalweg, la reso- 
lución tomada por el Gobierno Oriental? 
Bluntschly en su proyecto de Cóidgo Inter- 
nacional consigna el siguiente precepto. `. 
Art. 299. Las fronteras formadas por ríos 
pueden variar cuando el lecho o el thalweg del 
río cambia, 


Pero cuando el río abandona picante 
su lecho para seguir una nueva dirección, el 
antiguo lecho siguie sirviendo de línea de de- 
marcación. ; 

El canal Occidental de Martin Garcia existe 
hoy mismo, alli donde estaba cuando se puso 
en estado de ser navegable el Canal del Infier- 
no. No cambió su curso ni en parte ni comple- 
tamente. Por ser menos profundo que el canal 
occidental, dejó de ser transitado por los nave- 
gantes, pero desde el momento en que su cauce 
siguió corriendo en la misma dirección, la linea 
divisoria quedó donde siempre había estado. aún 
cuando en ríos como el de la Plata, de múlti- 
ples canales y que corrén en distintas direccio- 
nes, no se impusiese como límite de los estados 
ribereños la línea media del rio, como lo han 
proclamado siempre los mismos estadistas ar- 
gentinos. 


Se advierte, es cierto, en una época relati- 
vamente reciente, que el canal del Infierno ne- 
cesitaba obras de dragaje en un nuevo cana) 
que lo continuaba v aue- se conoce por canal de 
las Limetas, todavía más próximo a la costa 
oriental que el canal del Infierno. 

Con tal motivo. la Cancillería. Argentina, 
dirige a nuestro Ministro en Buenos Aires, la 
siguiente comunicación. 


da 


puenos Aires, agosto 2 de 1901, Gon fecha - 


15 de enero del corriente año, tuve el honor de 
participar a esa Legación, que la navegación 
del Estuario del Plata reclamaba la adopción 


` de algunas medidas que la facilitaran y le die- 
‘ran. seguridad, y el Gobierno Argentino entendía 


que podían ser ejecutadas sin grandes erogacio- 
nes, con la simple colocación de boyas luminosas 
en los canales, querel denominado del. Infierno 
comunica con. los ríos Paraná y Paraguay. Pos- 
teriormente se ha reconocido la necesidad de 
practicar algunos trabajos de dragado en el pa- 
raje conocido por la barra de San Pedro. entre 
las boyas números 77 y 11, a fin de asegurar a 


la navegación la misma profundidad de aguas 


que encuentra en los canales. El Gobierno “Are 
gentino tiene también los elementos necesarios 
para ejecutar los nuevos trabajos, y como ante- 
riormente, juzga necesario buscar el asentimien- 
to del Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay. Espero que V. E se servirá recabarlo, 
siempre en la inteligencia de que las nuevas 
obras proyectadas en nada innovan la jurisdic- 
ción que cada país ribereño ejerce en el Río de 
la Plata.” 


La Legación Oriental en Buenos Aires con- 
testó esa nota en estos términos: 


“Recabada la opinión de mi Gobierno. estoy 
autorizado para manifestar a V. E. que dada la 
salvedad expresada, que se consigna en la nota 
a que contesto. por la cual se declara que las 


nuevas obras a realizarse no alteran la jurisdic- 


ción que cada país ribereño ejerce en el Río de 
la Plata, el Gobierno Oriental asiente a su: rea» 
lización, pues que en realidad contribuirán a 
dar mayores facilidades a la navegación y al 
comercio, consiguiéndose permanentemente aguas 
hondas .en toda la extensión de aguas hondas 
del Canal del Infierno y al efecto elevará estos 
antecedentes a la Asambléa General. 


El mismo autor citado Bluntschly pone esta, 
nota en el artículo 269 de su proyecto de Código. 


“El cambio del thalweg de un río no puede 


ser provocado artificialmente por trabajos hi- . 


dráulicos. Ninguno de los Estados ribereños, po- 


drá, aunque más no fuese por esta causa. eme. 


prender sin previo asentimiento o acuerdo, tra- 
bajos de naturaleza a modificar la línea de de- 
marcación. Si por el contrario, los dos Estados 
ribereños convienen en corregir el curso del río, 
se deberá naturalmente admitir como frontera 
el thalweg artificial.” 

Se trata siempre de alterar el curso del río 
o de cambiar el thalweg que podría servir de 
límite divisorio. El canal Occidental de Martín 
García no ha cambiado ni por obra de la na- 
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turaleza ni por obra del hombre; está siempre 
después de esos trabajos, donde estaba antes de 
que se realizasen, 


No ha cambiado pues, el antiguo thalweg 
sino que otro canal que formaba parte del te- 
rritorio fluvial oriental se ha hecho apto para 
la navegación por obras de arte, que se han 
realizado por el Gobierno Argentino, pero con 
el previo consentimiento que se solicitó del Go- 
bierno Oriental y con la expresa salvedad de 
que las nuevas obras a realizarse, no alteraban 
la' jurisdicción que cada país ribereño ejercía en 
el Río de la Plata, 

Es bien claro que al determinar esa juris- 
dicción, para nada puede tomarse en cuenta la 
realización de esas obras, y debe fijarse lógica. 
nente, partiendo del supuesto de que el Cana) 
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de, Martín García es siempre el thalweg diviso- 
rio —el camino que los buques tomaban al des- 


cender la corriente del rio—, hasta el año de 
1877. 


Debe observarse que la linea media o el 
thalweg se ha adoptado siempre en la inteli- 
gencia de que reparte la jurisdicción del río 
aproximadamente por iguales partes en toda la 
extensión comprendida entre sus dos riberas, sin 
que a ningún autor se le haya ocurrido propiciar 
un sistema de división de aguas, que deje menos 
de tres millas de jurisdicción a uno de los Es- 
tados ribereños, y veintiocho millas al otro, co- 
mo sucedería si el canal del Infierno, el de las 
Limetas, más próximo todavía a la costa Orien- 
tal, fijase la jurisdicción respectiva de las des 
naciones.” 


EL T 


¿ATADO DEL 19 DE 


NOVIEMBRE DE 1973 


En prensa este trabajo, la Fundación de 
Cultura Universitaria (¡celebremos esta armo- 
nía de voluntades entre los asesores de la Can- 
cillería y la intervenida Universidad!) ha edi- 
tado un volumen de 123 páginas sobre el “Tra- 
tado de Límites del Río de la Plata”, del que 
son autores los doctores Manuel Vieira, Julio 
César Lupinacci y Edison González Lapeyre. Los 
dos últimos, asesores del Ministerio de Relacio- 


nes Exteriores “llevaron a cabo las negociacio- 


nes por la parte del Uruguay”, en compañía de 
los señores Eber Grasso y Yamandú Flangini. 
‘apitanes de Navío y Fragata, respectivamente. 
La obra a la que nos referimos es muy impor- 
tante. 


- Aunque la opinión pública se resista a creer- 
lo, una vez que los negociadores que represen- 
taban a ambas partes, legáron a un acuer- 
do sobre las líneas. fundamentales del Tra- 
tado, al aplicarse a la tarea de su redacción, no 
llevaron los Protocolos que debían documentar 
el proceso. de esa labor. La omisión es inconce- 
bible. El Tratado suscrito el 19 de noviembre 
de 1973, que nada tiene que ver con la posición 
tradicional sostenida por el Uruguay, ni con las 
negociaciones realizadas en 1968 y 1969, carece, 
de antecedentes documentales. Todo fue “con- 
versado”. Lo ratificó el Capitán Flangini, au- 
torizado oficialmente para hacer declaraciones 
a la prensa (en las que ha exteriorizado sus 
opiniones contrarias a las “negociaciones politi- 
cas y diplomáticas”), decidido sostenedor de la 
exclusiva intervención de los “técnicos y ju- 
ristas”, tesis que hizo suya el Subsecretario Dr. 
Juan Carlos Blanco en 1972. 


La falta de los Protocolos de ese documen- 
to oficial, nos impide conocer én qué coincidie- 
ron y discreparon inicialmente los negociadores 
al ajustar los términos del tratado; en qué as- 
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pectos y por qué medios llegaron a soluciones 
de transacción o de renunciamiento ante las 
pruebas irrefragables; los argumentos expuestos 
en cada caso, la firmeza con que fueron sos- 
tenidos y demás detalles inherentes a un trabajo 
realizado por técnicos; detalles siempre útiles 
para la mejor inteligencia del articulado en el 
qué se acuerdan decisiones no manifestadas 2 
texto expreso, Este hecho anómalo, la falta de 
antecedentes documentales sobre el tratado, con- 
fiere importancia al libro cuya publicación de- 
bemos al dinamismo editorial de la Fundación 
de Cultura Universitaria, Los negociadores, au- 
tores de la obra, acaso piensen que suplen con 
su testimonio la omisión de no haber sido ca- 
paces de protocolizar las negociaciones, de cuya 


omisión. es principal y único responsable el ti- 


tular del Ministerio doctor Juan Carlos Blanco. 

Veamos en qué medida nos ilustra al res- 
pecto el doctor Edison González Lapeyre, téc- 
nico especializado en el tema: Martín García- 
Timoteo Domínguez. 


LA VERSIÓN DE LOS HECHOS Y EL JUICIO 
DEL Dr. EDISON GONZÁLEZ LAPEYRE 


Al referirse a la isla Martín García mani- 
fiesta el Dr, González Lapeyre en la sumaria 
información que dedica al tema, que “no le 
fue posible a la Delegación Uruguaya excluir 
del régimen normativo del Tratado, este pun- 
to, ni obtener en la mesa de negociaciones, la 
recuperación de ese territorio insular”. Expresa 
que un negociador argentino manifestó que pa- 
ra el pueblo de su país, ceder Martín García 


-“era exactamente ‘igual que ceder un pedazo de 


Córdoba, Entre Ríos o Misiones, porque miles 
de argentinos habían nacido alli y durante eien- 
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to veinte afios, ininterrumpidamente, se habia 
ejercido por la Argentina soberanía sobre dicha 
isla”, No alcanzamos a comprender cómo los 
delegados uruguayos pudieron permanecer serios 
ante semejante argumento. Córdoba está enrai- 
zada en lo más profundo de la formación social 
y política argentina; lo mismo podría decirse 
de Entre Ríos o Misiones; pero hacer exten- 
sivo ese juicio a la isla Martín García es poco 
serio; a la isla Martín García, identificada con 
el proceso de la población y civilización’ del te- 
rritorio oriental, subordinada a las autoridades 
de Montevideo en el orden militar: abandonada 
por las autoridades de Buenos Aires después 
que logró ocuparla en el período revoluciona~ 
rio; abandonada por el gobierno de Buenos Ai- 
res en visperas de la cruzada de 1825: por el 
mismo gobierno que en 1827 admitió ante el 
Imperio del Brasil que Martín García perte- 
necía al territorio uruguayo. Martín García nun- 
ca fue motivo que provocara sacudimientos en 
el sentimiento nacional del pueblo argentino co-. 
mo parece admitirlo el Dr. González Lapeyre, 
anonadado por el alegato patriótico a que hace 
referencia. Martín García fue, después de Ca- 
seros, un fenómeno porteño, exclusivamente 1o- 
cal, como lo demuestra la historia del período 
de secesión, desde la revolución de noviembre 
de 1853 hasta la elevación de Mitre a la Presi- 
dencia de la República, hecho con el que cul- 
miné una etapa fundamental en el proceso de 
la unidad argentina, Fue en ese período que el 
Estado de Buenos Aires se aferró a la isla por- 
que en ella le iba su destino en la lucha con 
Urquiza, quien, en los tratados de 10 de julio 
de 1853 sobre libre navegacién de los rios. ad- 
mitió que la isla podía no ser argentina. por 
más que se empeñen en demostrar lo contrario 
los analistas de aquellos actos internacionales, 
cuyo derogación Estanislao Zehallos exacerba- 
do reclamaba. poseído de exaltación naciona- 


lista. Pero después que se afianzó la unidad. 


argentina a expensas de tantos factores, de tan- 
tos dolores propios y extraños, los hombres de 


Buenos Aires, que ya ño necesitaban de Mar- - 


tin García para imnedirle a Urauiza la libre na- 
vegación de los ríos, no se decidieron en 1873 
a declararla comprendida dentro de los límites 
de la Provincia, ¿Y después? ¿En qué mo- 
mento Martin Garcia estuvo identificada con 
la Nacién e incorporada al sentimiento colec- 
tivo? ¿Cuántos millares de “argentinos” na- 
cieron en la isla desierta. convertida en una 
cantera? Martín García fue un punto fortifi- 


cado por razones militares, un peñasco para ex- | 


traer piedra, un punto para vigilar la entrada 
y salida de los grandes ríos, Pero no se integró ni 
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al territorio, ni al alma de la Nación Argen- 


tina, Nos remitimos a la opinión del Procurador 
Fiscal Emilio L. González, expuesta el 31 de ju- 
lio de 1835. La situación allí denunciada, las 
opiniones del Fiscal ya reproducidas, nos exi- 
men de todo comentario sobre la supuesta iden- 
tificación del espíritu nacional argentino con 
una isla ocupada militarmente desde 1852, en 
la que no regía la Constitución de la Repú- 
blica, ni el Código Civil, y a cuyos habitantes 
el Dr. Emilio L. González califica de Parias, a 
quienes no tomaban en cuenta los jerarquiza- 
dos Directores del “Anuario Geográfico Argen- 
tino” en 1942 cuando publicaban el censo de 
la población del país porque la isla estaba * “en 
litigio”. 


Y tal estaba en litigio que el propio Dr. Gon- 
zález Lapeyre admite que en la «mesa de ne- 
gociaciones intentó la “recuperación” de la isla 
Martin García. 

“La delegación uruguaya —agrega el Dr. 
González Lapeyre— utilizó todos los argumen- 
tos históricos y jurídicos. conocidos en defensa 
de su posición pero ellos no pudieron doblegar 
la firme resistencia argentina, sino parcialmen- 
te.” ¿Con estas cuatro líneas cree un- negocia- 


dor investido de la representación del país que ` 


puede justificar ante el pueblo uruguayo el ar- 
tículo 45 del Tratado en el que se expresa. que 
la isla de Martín García quedará “bajo juris- 
dicción de la República Argentina”? Esa re- 
nuncia a nuestros derechos, decorada con la flo- 
ra, la fauna y la memoria de los héroes comu- 
nes que se trae a colación para distraer a la opi- 
nión pública, obliga al negociador a una justi- 


ficación más explícita, ¿Cuáles fueron “todos. 


los argumentos históricos y jurídicos conocidos”, 
que esgrimió la delegación uruguaya para de- 
fender los derechos del país? Parecería que los 
uruguayos expusieron “todos” los argumentos 
“conocidos” que no se enumeran, ni resumen, 
siquiera en líneas generales y que los argen- 
tinos no expusieron argumentos, sino una “fir- 
me resistencia”; ¿fundada en qué títulos juri- 
dicos, históricos y geográficos? ¡Ah, qué falta 
hacen aqui los protocolos que las partes artera- 
mente se avinieron a no extender y que ahora 
nuestros delegados pretenden sustituir con re- 
portajes, declaraciones y libros como el que co- 
mentamos, cuya superficialidad subleva la con- 
ciencia nacional! 

La renuncia del Uruguay a sus derechos 
sobre Martín García le parece al Dr. González 
Lapeyre una solución “honorable”, una “tran- 
sacción” en la que Martín García era utilizada 
como “carta de juego” para el “logro de otros 


“objetivos”, Ignoramos qué concepto tiene el Dr, 
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González Lapeyre de lo que puede sér una 


solución “honorable”, en lo que atañe a re- | 


nunciar a una parte del “rico patrimonio de los 
orientales”. Esto es un problema de sensibili- 
dad. Tratándose de un técnico no nos parece 
adecuado que, cuando se está discutiendo en 
una negociación diplomática el destino de un 
sector del territorio nacional, se usen los tér- 


minos “carta de juego” para conseguir ¿qué 


“otros objetivos”? ¿El renunciamiento a la de- 


limitación del Río de la Plata por la línea me- 
dia, sostenida por la Cancillería desde 1830 has- 
ta 1972? ¿La entrega de los canales navega- 
bles a la República Argentina? ¿El reconoci- 
miento vergonzante de nuestros derechos sobre 


la isla Timoteo Domínguez, tuyo nombre no ` 


aparece en ningún. artículo del Tratado? 


El Dr. González Lapeyre acude a las citas 
de los Dres. Agustín de Vedia y Alberta Pa- 
lomeque, dos orientales que, después de des- 


tacada actuación en el Uruguay, se radicaron. 


en la República Argentina, a cuyos gobiernos 
y administración sirvieron en' distintos planos, 
apartados de la patria de origen, sin perjuicio 


de creerse con derecho a enviar de vez en cuan- | 


do desde la otra orilla algún manifiesto en el 
que pretendían señalar el sendero que el país 


debía recorrer en sus horas de crisis. No cons-: 


tituyen fuentes muy puras las de estos autores 
“amboplatinos” al decir de Luis E. Azarola 
Gil, para fundamentar en ellos los argumentos 


en favor de los derechos uruguayos, ¿Por qué’ 


no reproduce el Dr. González Lapeyre la opi- 
nión vertida en 1908 respecto de nuestros de- 


. rechos sobre Martín García por Gonzalo Ra- 


mírez, Julio Herrera y Obes y Jacobo A. Varela, 
quienes refutaron precisamente la obra super- 
ficial y fraementaria de Agustín de Vedia. se- 
atando todos sus errores y omisiones? El Dr. 


Co>záez Lapevre no ouede ionnrar esos Pfe-' 


gatos Habr sido más adecuado acudir a e'los 
que a lás citas contenidas en la página 118 
de la obra de que es coautor. en la cue se hace 
referencia al diferendo entre Estados Unidos 
y Holanda respecto de la. isla de Palmas y 
al caso de los islotes de Minquiers v Fcréhous, 
que .originaron un diferenda entre Francia e 
Inglaterra resuelto por el Tribunal Interna- 
cional de Justicia de La Haya, casos que no 
son asimilables en forma alguna al de la isla 
de Martín García, ubicada en las agyas de un 
río indiviso, isla a cuya soberanía jamás renun- 
ció el Uruguay, que mantuvo siempre la salve- 
dad sobre sus derechos, enunciada en 1852, Pe- 
ro el delegado uruguayo, en su desaprensiva 
conducta, va mucho más lejos: después de de- 


sechar log antecedentes nacionales y de abru- 
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marnos con erudición de registro que no viene ~- 
al caso, deja en libertad sus sentimientos y pen- 
samientos propios para sostener, tras de afir- 
maciones que revelan su desconocimiento de la 
historia nacional, esto que parece escrito por 
un argentino: “Lo cierto es que el Gobierno 
uruguayo entregó al argentino, con una reser- 
va muy genérica en 1852 la isla de Martín 
García y posteriormente no sólo no formuló 
protestas diplomáticas, sino que tampoco acu- 
dió al procedimiento de arbitraje previsto en 


„un tratado de fines del siglo pasado, ni planted 


el asunto ante los organismos internaciona- 
les eventualmente competentes (V.g. OEA. y 
O.N.G.)”. 

Conocedores de la historia del Río de la 
Plata, de la orientación que preside la política 
internacional de la República Argentina, en la 
que Felipe Arana, Rufino de Elizalde, Estanis- 
lao S. Zeballos y Saavedra Lamas perfilan una 
misma línea inflexible, siempre fuimos partida- 
rios del arbitraje después que la experiencia 
de los hechos ocurridos desde 1910, particulare 
mente después de las negociaciones interrum- 
pidas en 1969, demostraba a las claras la inu- 
tilidad de toda negociación directa, salvo, claro 
está, el caso de la realizada por los delegados 
uruguayos autores del libro que refutamos, en 
la que, en unas semanas, aventaron a los cuatro 
puntos cardinales la doctrina sostenida por la 
Cancillería uruguaya desde 1830, Y a cambio 
de qué objetivos? 


Desde Juan Francisco Giró, el primer Mi- 


‘nistro de Relaciones Exteriores que tuvo la 


República, hasta el Dr. José A. Mora Otero, no 
existió ciudadano alguno que en el ejercicio 
de esas funciones ni los gobiernos que inte- 
graron, bien admitieran la posibilidad de que el 


-Uruouay renunciara a sus derechos sobre la 


isla de Martín García. que fue siempre parte 
de su terrritorio desde los orígenes de nuestra 
formación social. 


ARBITRAJE EN LUGAR DE 


NEGOCIACIONES DIRECTAS 


Hemos hablado del arbitraje o del planteas 
miento del problema de los límites del Río de 
la Plata ante un alto tribunal ‘internacional. 
No participaban, en general, de esa idea los no- 


. tables consultados en 1908, porque considera- 


ban que frente a una actitud argentina que 
atribuían a las opiniones personales de Zeba- 
llos, y antes de intentarse la solución del dife- 
rendo por las negociaciones directas, era preci 
pitado acudir al arbitraje sin agotar esa ing 
tancia previa entre dos países tradicionalmente 
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amigos, Fero una vez que 108 necios nablan 
demostrado con harta elocuencia durante medio 
siglo que la República Argentina no se avenía 
a escuchar razones en negociaciones directas. 
aquél era el camino impuesto por la cordura. 
el buen sentido y la opinión de. nuestros esta- 
distas. En un reportaje hecho al Sr. José Batlle 
y Ordóñez por “La Razón” de Buenos Aires. 
que reprodujo “El Día” el 26 de febrero de 1916, 
al referirse a los problemas internacionales, pue- 
de leerse este pasaje: 

“A esta altura de la conversación observa- 
mos al señor Batlle que en concepto de algu- 
nos argentinos entendidos, la sumisión del ar- 
bitraje del mejor derecho a la jurisdicción del 
Plata importa hacer discutible algo que de nin- 
guna manera lo es. El señor Batlle nos respon- 
dió casi textualmente: «La documentación his- 
tórica evidencia el derecho del Uruguay a com- 
partir con la Argentina la jurisdicción del es- 
tuario. Durante muchos años los gobiernos ar- 


.gentinos han reconocido en documentos oficia- 


les este derecho uruguayo; y si ahora resulta 
que ese ejercicio es. discutible, para el criterio 
argentino, ¿qué inconveniente puede haber en 
que el asunto sea sometido al fallo de un ar- 
bitro imparcial? Nosotros tenemos fe en la le- 
gitimidad de nuestro derecho. y, sobre todo, 
en. la justicia internacional. Por otra parte, la 
Argentina, con universal aplauso, ha tenido la 
serenidad y la cordura de resolver sus más 
graves problemas jurisdiccionales, sometiéndolos 
al arbitraje. Tales los casos de los límites con 
Chile y con la ardua cuestión de Misiones».” 


LAS CITAS DEL NEGOCIADOR 


El Dr. González Lapeyre acude en su lucu- 
bración a las referencias históricas, de las que 
no son en general muy entusiastas los .juristas 
que no saben historia. Expresa: “Hace ciento 
veinte años, en su diario “La Constitución”, el 
ilustre historiador Eduardo Acevedo, manifés- 
taba: (luego nos dcuparemos de la cita). Los 
conocimientos sobre historia nacional del Dr. 
González Lapeyre lo inducen a confundir al Dr. 
Eduardo Acevedo Maturana, autor del proyecto 
de Código Civil publicado en 1852, que nació 
en Montevideo el 10 de setiembre de 1815 
después de ocupar altos destinos, sin haber bed 
crito jamás una página sobre historia murió el 


23 de agosto de 1863, con su hijo el Dr. Eduar- 


do Acevedo Vázquez. nacido el 23 de enero de 
1857, periodista, director de 
tor de la Universidad. Ministro de Batlle y 
Ordóñez, historiador, autor de “José Artigas. 
Alegato Histórico”, de la “Historia del Uru- 
guay”, editada originariamente en nueve Tomos, 
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“El Siglo”. Rec- - 


que aespues qe uma Preicagaoa TAISTI, TA 
servicio del país murió el 14 de febrero de 
1948, siendo Presidente del “Archivo Artigas” A 


Cualquier escolar que haya manejado el “En- . 


sayo” de H. D. sabe estas cosas. La confusión 
es grave porque induce a pensar con qué grado 
de conocimientos históricos sobre Martín Gar- 
cía y el Río de la Plata pudo el Dr. González 
Lapeyre defender los' derechos’ del Uruguay. 


En el caso concreto del editorial publicado 
por el Dr. Eduardo Acevedo, el 29 de julio de 
1852 en “La Constitución”, el Dr. González 
Lapeyre demuestra que no lo ha leído integro 
o no lo entendió; como revela no haber- leído 
la enjundiosa página en defensa de los derechos 
uruguayos sobre Martin García publicada en 
el “Diario Nacional’ de Montevideo el 29 de 
mayo de 1852. Las opiniones del Dr. Eduardo 
Acevedo enunciadas en 1852 fueron analizadas 
con agudo sentido por el Dr. Gonzalo Ra- 
mírez en 1908 en las páginas antes dadas a 
conocer para mejor información de los que abre-_ 


van sus conocimientos y opiniones en la fuente 


de Agustín de: Vedia. A la verdad que por 
tratarse de un estudio mediante el que se pre- 
tende justificar la renuncia del Uruguay a sus 
derechos sobre Martín García, el autor que co- 
mentamos, a falta de opiniones propias, no es 
muy feliz ‘cuando se remite a las opiniones aje- 
nas. No disentimos 'en cuanto a que Sarmiento 
haya sido un “ilustre pensador. argentino”; pero 
traer a colación, en este caso, el desvarío ex- 
puesto en las páginas de “Argirópolis” , Nos pa- 
rece un recurso pueril. Acuda en primer térmi- 
no el Dr. González Lapeyre a la consulta sobre 
fo que opinaron. en 1851 los uruguayos al di- 


fundirse en Montevideo el folleto que contenia 


la fantasía política de Sarmiento, fuera de todo 
sentido de la realidad, del conocimiento de los 
sentimientos de los pueblos del Río de la Plata 
y de la situación política de aquel momento. 
También trae a cuenta la opinión de Jorge Luis 
Borges. difundido escritor argentino, quien de- 
clara que siempre que se habla de Martín Gar- 
cía, piensa en el proyecto de Sarmiento. ¿La 
candorosa evocación del escritor Borges en la 
materia sirve, también. a falta de mejores ra- 
zones, para fundamentar las actitudes de los 
negociadores que entregaron la isla Martín Gar- 
cía? Vale la pena reproducir esa opinión, a la 
que su autor obligado a hablar tedos los días 
para la prensa, no ha atribuido, seguramente 
mayor importancia “Un tío mío. marino, tuvo 
a su cargo esta isla, Hace de eso mucho tiempo. 
Debía correr el año 1911 cuando fui a la isla 
Martín García a pasar un largo verano. De 


estos recuerdos tan gratos me vuelven a la me- 
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moria mis correrias en un cabalo tobiano y 
mis expediciones por las canteras. Pero siempre 
que se habla de esta isla vuelvo a pensar en el 
proyecto de Sarmiento. Hacer-allí y con el nom- 
bre. de Argirópolis una capital que uniera las 
dos bandas del Rio de la Plata.’ Seducido por 
estas evocaciones de un octagenario ilustre poi 
notarios y reconocidos títulos en el mundo de 
las letras, el negociador uruguayo pretende tran- 
quilizar su conciencia y persuadir a sus com: 
patriotas que en compañía de Agustín de Vedia, 
de Sarmiento y de Borges, la isla de Martín 
García podía cederse a la República Argentina 
sin mayores cavilaciones, Al percibir el entu- 
siasmo con que el Dr. González Lapeyre incor- 
pora a sus páginas desvalidas de razones. las 
citas de Sarmiento y de Borges,. cabe pregun- 
tarse: ¿el asesor letrado de la Cancillería es 
acaso anexionista? En el campo. siempre 
ameno de las anécdotas pera no aconsejable 
como fundamento de un estudio sobre un tema 
de este carácter, pudo también recordar la si- 
guiente. que posee más contenido. Derrocado por 
un motín militar, confinado luego once meses 
en la isla Martín García, el ex-presidente Fron- 


dizzi fue entrevistado en San Carlos de Bariloche. 


por el periodista uruguaya Rubek Orlando. En 
un pasaje de la nota publicada en “La Maña- 
na” el 28 de marzo de 1963, escribe: “Martín 
García ha sido prisión de tres presidentes ar- 
gentinos: Irigoyen, Perón y Frondizzi..Para re- 
dimir la isla de su sombrío pasado, Frondizzi 
tiene un proyecto: Jevaritar en ella una ciudad 
universitaria latinoamericana, Accesoriamente, 
me dice sonriendo. zanjaríamos así el problema 
Jurisdiccional que tenemos con ustedes.” 


El Dr. González Lapeyre se detiene en sus 
optimistas y casi diríamos ingenuas considera- 
ciones acerca de la “Comisión Administradora” 
creada por el artículo 63 del Tratado y con pe- 
netrante sentido jurídico advierte a sus lectores 
que el artículo expresa que Martín García es 
asignada “como” sede de la Comisión: “no dice 
que la Comisión tendrá su sede «en la Islay.” 
Refiere que esta redacción fue motivo de difí- 
ciles negociaciones resueltas en “un contacto te- 
lelónico que podría ser calificado de histórico, 
entre los cancilleres Vignes y Blanco”. Sobre 
la creación de la “Comisión Administradora” 
ya nos hemos pronunciado en “Marcha” al co- 
mentar el artículo 63 del tratado. Es evidente 
que sus negociadores desconocen la aventura de 
las comisiones mixtas vinculadas a la historia 
del Río de la Plata. Es de lamentar que el 
autor, que se detiene.en detalles intrascendentes 
como el que comentamos, no nos jlustre sobre 
cómo se llegó a estampar en el artículo 45 estas 
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palabras: la isla Martin Garcia quedará “bajo 
surisdicción de la República Argentina”. Esto 
es lo que cuenta y lo que pesa; no los juegos 
malabares de “en” o “como”, que se esfuma- 
rán ante el hecho concreto de la renuncia a 
nuestros legítimos derechos sobre un Pedazo de 
tierra ‘oriental, 


Al referirse al artículo del Dr. Eduardo Ace: 
vedo escrito en 1852, en el pasaje relativo a la 
neutralización de la isla, el comentarista pre- 
tende que la renuncia que el Uruguay hace 
a sus derechos por el tratado de 19 de noviem- 
bre de 1973, resulta compensada por la pre- 
sencia de nuestros delegados en la “Comisión 
Administradora”, en virtud de que ésta funcio- 
nara en Martin Garcia (“bajo jurisdicción de 
la República Argentina”). Hablar de “mediati- 
zación” para cohonestar un renunciamiento rea- 
lizado en secreto, ante argumentos que el país 
no conoce, es una burla al sentimiento de la 
nacionalidad y a la tradición diplomática del 
Uruguay. 


LA ESQUEMATICA LIQUIDACION DE 
UN PLEITO HISTÓRICO 


En el parágrafo TIT del breve capítulo me- 
diante el que su autor cree que, en doce på- 
ginas, pueden darse los fundamentos que’ satis 
fagan al pueblo uruguayo sobre la liquidación 
de un pleito histórico, se afirma en forma. ro~ 
tunda, como no lo ha hecho ningún escritor 


` extranjero, que durante 121 años nuestro país 


observó absoluta pasividad mientras Martin 
García estuvo en poder de la Argentina. El Dr, 
González Lapeyre no acompañó esta afirmación 
de ninguna referencia sobre. las dudas, reservas, 
reparos de conciencia. vacilaciones de los go- 
biernos de la República Argentina durante ese 
período en que ocupó la isla en forma “irres- 
tricta”, como él. dice. Asombra que un asesor 
letrado del ‘Ministerio. de Relaciones Exteriores 
del Uruguay pueda expresarse en esos términos. 
Un discípulo: de .Zeballos no lo habría hecho 
mejor. En las páginas precedentes hemos de- 
mostrado cómo el Uruguay no renunció jamás 
a sus derechos. e 

Con motivo de la guerra civil que conmovió 
la vida del Uruguay entre 1863 y 1865, en la 
que le cupo tanta injerencia al Presidente Mitre, 
la isla de Martín García adquirió mayor im- 
portancia estratégica; fortificada por el gobier- 
no argentino con violación de todas las estipu- 
laciones, puesta al servicio de los revoluciona- 
rios, la ocupación y destino dado a la ista, fue 


‘motivo de reiteradas protestas de la Ganci- 


llería uruguaya, realizadas yor Andrés Lamas y 
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Juan José de Herrera; del gobierno del Para- 
guay por intermedio del Ministro de Relacio- 
nes Exteriores José Berges, de las puntualiza- 
ciones del representante del Brasil en Montevi- 
deo José A. Loureiro, La posición del gobierno 
uruguayo en esa oportunidad fue muy enérgica 
en defensa de Martín García. Veinticinco oficios 
relacionados con el tema puede consultarlos el 
Dr, González Lapeyre en la colección Río Bran- 
co. existente en la Biblioteca Nacional de Río 
de Janeiro, para formarse opinión, además de 
las publicaciones oficiales dispuestas por nuestro 
Ministerio de Relaciones Exteriores de la época 
fuentes que el Dr. Edison González Lapeyre tie- 
ne a su alcance en el archivo y biblioteca del 
Palacio Santos. cuya catalogación disouso el ti- 
tular de la cartera Dr. Juan Carlos Blanco. 


En la sesión del grupo, de trabajo urusuayo- 
argentino para el estudio de los temas del Río de 
la Plata, sub Comisión de jurisdicción. celebrada 
én Buenos Aires el 15 de enero de 1969. hicimos 
una exposición sobre los títulos indisentibles del 
Uruguay sobre la isla Martín García Ninewno de 
los antecedentes que citamos fue refutado Se 
eludié el tema cor un argumento escapista. ante 
el cual ratificamos la afirmación de que Martín 
Garcia era una isla uruguaya.. Si el negociador 
del tratado, especializado en el tema sobre Mar- 
tín García, acudiese a los testimonios emanados 
de nuestra propia cancillería. encontrará una 
nota dirigida por el Ministro Venancio. Flores 
al Embajador Alvarez Toledo el 20 de enero de 
1969, en la que, al referirse a los trabajos ar- 
gentinos para adicionar Timoteo Dominguez a 
la isla Martín Garcia se agrega: “Oue. aunque 
en posesión de Argentina, ésta es mera ocu- 
pante, según se desprende de valiosa documen- 
tación y de los Tratados celebrados por la Con- 
federación Argentina en San Tosé de Flores y 
Paraná el 10 de julio de 1853 v el 7 de marzo 
de 1856 con Francia, Inglaterra, Estados Uni- 
dos de América y Brasil”, 

La isla Martin Garcia se halla en un río que 
ha permanecido indiviso por la obstinada po- 
lítica argentina, sostenedora desun régimen de 
condominio que favoreció sus desienios de sobe- 
ranía absoluta de las aguas del Plata. como 
surge de los hechos históricos. ocurridos desde 
1880 hasta el presente en forma aplastante. La 
ocupación de la isla durante 120 años, sin ti- 
tulo alguno, no le ha venerado a la Argentina 
ningún derecho especial para comparecer, en la 
tardía delimitación por nesociación directa y 
en circunstancias muy particulares, a invocar un 
título particular, derivado de esa ocupación., con- 
sentida por el Uruguay con las reservas ex- 
presas de sus derechos inalienables. Julio He- 
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rrera y Obes en el alegato que presentó al Gan- 


ciller Antonio Bachini en 1908, también refutó 


la obra de Agustin de Vedia, cuyas premisas re- 
sumió para afirmar a renglón seguido: “Toda 


_la argumentación basada sobre estas premisas, 


revela una notoria confusión de ideas, y un com- 
pleto olvido de los principios elementales de de- 


recho”. Se refiere a los antecedentes históricos, 


y luego expresa en distintos parágrafos, cuyos 


términos no siempre compartimos: “El efecto de .. 


la demarcación de los límites de un Estado, 
es declarar de su propiedad, todos los territo- 
rios que se encuentran dentro de esos limites, 
poséalos quien los posea y pertenezcan a quien 
pertenecieran. La independencia de un Estado, 
hace caducar todos los derechos de propiedad 
y de posesión que tienen los antiguos dueños 
del territorio emancipado. Este principio que 
los EE.UU. hicieron triunfar en la reivindica- 
ción de territorios que la Inglaterra poseía co- 
mo primitiva dueña, o en virtud de tratados 
con potencias europeas es el mismo que la Re- 
pública Argentina invoca para reivindicar la 
Isla de las Malvinas, que la Inglaterra posee 
en virtud de una cesión que. la España le hizo 
antes de la Independencia sudamericana. La 
única ley, aplicable a las cuestiones de pro- 
piedad sobre territorios, sobre los ríos, sobre 
las islas del nuevo Estado, es la ley interna- 
cional.” ; 

“El Sr. Vedia —prosigue Herrera y Obes-~ 
impugna la afirmación del Dr: Zeballos. cuan- 
do pretende que los Ríos de la.Plata y del 
Uruguay son exclusivamente argentinos, porque 
esa era su condición antes de la independencia 
de la República Oriental Pues, si el Dr. Ze- 
ballos no tiene razón respecto a la propiedad de 
los ríos, tampoco el Sr. Vedia la tiene respecto 
a la propiedad de Martín García, porque el 
caso y los principios de derecho que lo rigen, 
son los mismos,” l 

“La Convención de 1828 no necesitó de- 
clarar que la. isla de Martin García dejaba de 
ser argentina, pero asimismo lo declaró impli- 
citamente, al dar la base para la futura demar- 
cación de límites, porque ese hecho importaba 
afirmar, que todos los, territorios comprendidos 
dentro de esos límites perteriecían a la nueva 
República.” i 

“Solamente por excepción podía continuar 
la isla siendo argentina, a pesar de su ubica- 
ción; y para que la excepción existiese, se ne- 
cesitaba una declaración expresa. La isla de 


3 
Martín Garcia pertenecerá un día a la Renú- 


blica Oriental, no «poraue formaba parte de su 
territorio político añtes de la independencia na- 
cional, sino porque. entra a formar parte del 


CUADEBNOS DE MARCHA 


territorio después y en virtud de la indepen: 
dencia».” 


“Observa el Sr. Vedia, prosigue Julio He- 
rrera y Obes, que la República Argentina se 
ha considerado siempre dueña de Martin Gar- 
cía, cuya posesión únicamente ha perdido . ac- 
cidentalmente por actos violentos de guerra, El 
argumento tendría alguna fuerza si no se tra- 
tara de una nación co-ribereña y condómina. 
La posesión de la isla que la República Argen- 
tina y la Oriental tienen en el Plata y en el 
Uruguay, cualquiera que sea su ubicación, es 
un efecto necesario del condominio creado por 
la indeterminación de los limites: fluvials. Es 
un principio elemental de derecho que la cosa 
pro-indivisa pertenece a todos los condóminos 
en general, y a ninguno en particular: de donde 
se deduce, que nineuno de los co-pronietarios 
puede llamarse dueño de una parte determi- 
nada de la cosa común con relación a los demás. 
Los dos co-ribereños del Plata tendrán pues, 
que continuar en-la posesión actual que tienen 
en las islas de ese río, mientras no se haga la 
división del condominio.” f 

Y agrega cl ilustre estadista: “Porque la so- 
berania es absoluta y excluyente, y ningún Es- 
tado puede tener propiedad con dereche de 
soberanfa dentro de los límites territoriales de 
otro Estado independiente y soberano; salvo que 


exista algún tratado especial de venta. cesión — 


o permuta, etcétera. Si Martin Garcia entró a 
formar parte del territorio Oriental en 1828, 
¿cómo se explica que la República Argentina 
retuviese la posesión de ese territorio que toda- 
vía conserva? La explicación es bien sencilla. 
La Convención de 1828 no quiso precisar las 
límites del nuevo Estado Oriental aplazando 
su demarcación para un tratado definitivo pos- 
terior. Mientras no se hiciera esa demarcación 
la propiedad de los Río de la Plata y del Uru- 
guay quedaba en la condición de un condominio 
pro-indiviso y los co-ribereños conservaban la 
posesión actual que tenían en las islas de esos 
ríos.” 
En cuanto a la “prescripción” invocada por 
de Vedia, que el Dr. González Lapeyre hace 
suya, puntualiza Herrera y Obes: “La prescrip- 
ción internacional, dice el Sr, Vedia, se rige 
por los mismos principios que rigen la pres- 
cripción civil, y a falta de otro título la Re- 
pública Argentina puede oponer la posesión se- 
cular que tiene de Martín Garcia. Es cierto; 
los principios del derecho civil en materia de 
prescripción son aplicables a la posesión que tie- 
nen las naciones de territorios ajenos. Pero uno 
de los principios de derecho civil, que domina 


en materia de prescripción es, que los condó- * 
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minos no pueden prescrip por el transcurso del 
tiempo las cosas pro-indivisas. La República Ar- 
gentina podrá poseer la isla de Martín García 
durante siglos, y ‘su -pdsesién de hecho no se 
convertirá nunca en derecho de propiedad mien- 
tras no se haga la división del condominio. De 
la aplicación de estos principios jurídicos re- 
sulta que dela demarcación de límites fluviales 
en el Río de la Plata, depende que Martín Gar. 
cía sea argentina o sea oriental. Si se come 
prueba que la isla queda dentro del territorio 
oriental, la Argentina tendrá que entregar ta 
posesión precaria que tiene de ese territorio, 
como lo habría entregado en 1828, si la con- 
vención de paz hubiera dicho «los límites flu- 
viales del nuevo Estado es una línea equidis- 
tante de las riberas opuestas del Río de la Pla- 
ta». La cuestión del condominio. fluvial puede 


‘scr independiente de la cuestión de propiedad 


de las islas, pero la cuestión de propiedad es 
inseparable de la cuestión de límites.” 


“Se comprende ahora —finaliza Herrera y 
Obes-- por qué el país vecino resiste con tante 
ardor que se discuta y se someta al juicio de 
árbitros la demarcación de límites fluviales.” 


LA ISLA TIMOTEO DOMINGUEZ: AUSENTE 
EN EL TEXTO EXPRESO DEL TRATADO 


El señor González Lapeyre es extremada- 
mente escueto en sus referencias a la isla Ti- 
moteo Domínguez, cuando menciona hechos ya 
comentados por nosotros en páginas anteriores, 
con alguna omisión. del acelerado proceso que 
convirtió la “isla Bauzá” en “peninsula de Mar- 
tin García” y luego en “punta Bauzá”. Son 
harto conocidos los procedimientos realizados en 
1968 y 1969 por las autoridades argentinas para 
unir la isla Timoteo Domínguez a Martín Gar- 
cía. Denunciados públicamente, merecieron. 
enérgica protesta del Uruguay, reiterada des- 
pués de su ocupación por fuerzas armadas ar- 
gentinas en enero' de 1969, ocupación que se 
prolongó hasta las vísperas del 25 de mayo del 
mismo año para hacer factible la observancia 
de ciertas prácticas protocolares. Después de esa 
fecha su situación volvió a ser confusa. El pro- 
ceso de aproximacién de Timoteo Dornínguez 
hacia Martín García no se debió exclusivamen- 
te a factores naturales, sino a la gravitación de 
recursos artificiales que actuaron como elemen- 
tos estimulantes, tales como el dragado, relleno 
y refulamiento realizados entre ambas islas, El 
refulamiento fue realizado con extracciones pro- 
cedentes de canales de la zona, y el relleno eon 
desmontes realizados en la isla Martin García, - 
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proyectados desde un espigón artificial que, a 
la vez de servir como muro de contención, fue 
factor preponderante en la formación de un 
placer. En la reunión del grupo de trabajo rea- 
lizada en Buenos Aires el 15 de enero, ya men- 
cionada, el contralmirante Carlos Filippini pre- 
guntó cuál era la naturaleza geológica de la isla 
Martín García. “Es de naturaleza basáltica”. 

contestó un integrante de la delegación argen- 
tina. “De igual naturaleza ecológica que la de 
Colonia”. puntualizamos. “Timoteo Domínguez, 
agregó al contralmirante Filippini es una isla 
sedimentaria, formada sobre un banco, lo que 
demuestra su desvinculación con Martín García”. 


EL ARTÍCULO 46 DEL TRATADO 


El artículo 46 del tratado se inicia en estos 
términos: “Si la isla Martin García se uniera 
en el futuro a otra isla” etcétera; esa “otra isla” 
es Timoteo Dominguez, a la que en el tratado 
no se la identifica por su nombre para no 
herir la susceptibilidad de la marina argentina, 
de los cartógrafos que editaron cartas en las 
que aparece como la “isla Bauzá”. Se recono- 
ce nuestro derecho sobre la isla, pero sin men- 


cionarla. Reiteramos aquí nuestros comentarios - 


al artículo 46 del tratado. 


¿Por qué el artículo 46 del tratado prevé 
que la isla Martín García pueda unirse en el 
futuro a otra isla? En la carta argentina H-118, 
“utilizada, precisamente, para la delimitación del 
lecho, subsuelo e islas, aparece la isla Timoteo 
Domínguez, bajo la denominación de isla Bauzá, 
sia que en el tratado se haga referencia a esa 
anomalía sin precedentes que, en su oportuni- 
dad, mereció reclamaciones oficiales del Uru- 
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guay; sin que en el tratado, para el cual se 
utiliza la carta argentina, se haga rectificación 
alguna al respecto. Insistimos en destacar la 
notoriedad y entidad de los trabajos reálizados 
por la República Argentina para unir Timoteo 
Domínguez a la isla Martín Garcia, La “otra 
isla” aludida en el artículo del tratado es la 


‘isla Timoteo Domínguez, que la República Ar- 


gentina, al fin, reconoce como una isla perte- 
neciente a la República Oriental del Uruguay, 
después de haber realizado una arbitraria ocu- 
pación y ostentosa publicidad sobre sus supues~ 
tos derechos respecto de la misma. Debe atri- 
buirse a los compromisos contraídos con la opi- 
nión pública por la marina y la cancillería 
argentinas, el hecho de que en el tratado no 
se nombre expresamente a la isla Timoteo Do- 
minguez. Los negociadores del tratado tienen 
que aclararlo en reportajes de prensa, radio y 
televisión. La isla ha sido restituida al Uruguay 
vergonzantemente, Resulta sorprendente cómo 
nuestros negociadores pudieron admitir este 
procedimiento inusual, lesivo para la República: 
en el tratado se determina indirectamente a 
quien pertenece una isla a la que no se nombra. 

Es del caso hacer una precisión: así como 
el artículo expresa que el perfil de Martín Gar- 


cía se mantendrá tal como se muestra en la | 


carta argentina H-118, para el caso de even- 
tual unión de la isla Timoteo Domínguez con 
la isla Martín García, los efectos de aluvión 


“deben ser considerados como modificaciones 


geológicas, y no modificando el plano de re- 
ducción de sondajes establecidos en dicha carta. 
La adopción de este criterio permitiría seguir 
utilizando el mismo perfil de la isla Martín Gar- 


cía, a que se refiere el artículo cuando prevé 


la posible unión con “otra 
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EL TRATADO EN EL CONSEJO 
DE ESTADO 


51 2 de enero el Tratado fue remitido 'con 
el Mensaje correspondiente por el Poder Eje- 
cutivo al Consejo de Estado, que por decreto 
hace las veces de Poder Legislativo, con un pro- 
yecto de ley que propone su aprobación. La 
prensa dio noticia del hecho. El Mensaje no fue 
publicado por ser muy extenso. En él explica 
el Poder Ejecutivo, los procedimientos ultramo- 
dernos mediante los cuales se llegó'a la estipu- 
lación de un. Tratado de Límites que no fuera 
“estático” sino “dinámico”, con soluciones “glo- 
bales y simultáneas”, a través de una “acción 
coherente y concertada bajo la dependencia di- 
recta de la Cancillería”. ‘Todo este palabrerio 
que precede al análisis del Tratado se halla 
concretado en el siguiente pensamiento: “Así, 
en vez de una perspectiva inanimada, en la 
que la historia yace inerte como objeto de 


museo O como argumento para una discusión 


ácadémuca, se ha tomado la historia como pro- 
ceso vivo, enraizado en el pasado, pero ligado 
armónicamente a la realidad presente y al fu- 
turo, que apunta sin vacilaciones hacia la cola- 
boracién y el desarrollo”. Bien. Todo queda 
aclarado a través de esta prosa poética. Al 


traste con los antecedentes históricos, meros ob- 


jetos de Museo (¿sabe el Sr. Canciller lo que 
es un Museo?). Las exigencias que impone la 
historia “dinámica” que impulsa los actos del 
gobierno de la República lo han obligado a ol- 
vidar que, desde que el Uruguay nació a la 
vida independiente, consideró que la línea me- 
dia era la que delimitaba sus derechos en las 
aguas del Río de la Plata; a olvidar que ese 
derecho fue reconocido por todos los gobiernos 
argentinos hasta 1880 como lo proclamó Emi- 
lio Mitre en el Parlamento de su país; que la 
ista Martin García perteneció siempre por la 
geografía y por la Historia al territorio oriental; 
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que la República. Argentina, para crearse wa 
título de carácter geográfico pretendió desplazar 
el thalweg tradicional, mediante dragados clan- 
destinos para convertir en canal más frecuen- 
tado el que corre entre la isla y la costa uru- 
guaya con la pretensión de imponerlo como 
línea divisoria; a olvidar el proceso operado en 
torno a las aguas del Río de la Plata entre 1890 
y 1910, en que la doctrina Zeballos fue acom- 
pañada de la ejecución de un plan para “ree- 
tificar” el río, méddificando sus canales, avar- 
zando: sobre nuestras aguas por la senda del 
canal del Indio, como lo denunció Luis Alberto 
de Herrera en 1915; esa política que ilumina la 
visión futura de la Cancillería es la que lo in- 
dujo a olvidar los audaces desplazamientos del 
pontón de la Recalada; a sutilizar argumentos 
pava deducir de los actos jurídicos de 1961 y 
1964 reconocimientos implícitos sobre nuestros 
derechos en actitud de “vecino pobre”; olvi- 
dando que nuestra tradición nacional ha sido 
la de un pueblo forjádo en la libertad, sin 
temer ni ofender; sin atacar los derechos de 
nadie pero exigiendo siempre con altivez el re- 
conocimiento explícito de los propios; lo ha 
inducido a olvidar todas las escaladas de la 
Marina argentina; a tolerar los alijos en nues- 
tras aguas con violación de leyes nacionales; a 
arrojar a los cuatro vientos nuestros derechos 
jurídicos, históricos y la realidad geográfica pa- 
ra suscribir un Tratado de límités en cuyo ar- 


` ticulado se pretende cohonestar la renuncia a 


un legado que viene del fondo de la Historia, 
de la Historia única, fundamento de la vida 
de un pueblo, sin los distingos snobs empleados 
en el Mensaje, con una selva de capítulos sobre 
temas que jamás debieron incluirse en un ins- 
trumento internacional destinado, en lo esen- 
cial, a definir una frontera marítima que la 


EY 


República Argentina siempre aspiró a mante- 


ner en condominio y que si ahora se avino a 
delimitar es porque se queda con la parte ¿del 


león. El Mensaje reproduce extensos pasajes de 


la obra de los Dres. Lupinacci y González La- 
peyre, a la que nos hemos referido. Se reiteran, 
‘sin invocar a Sarmiento y a Borges, los mismos 


argumentos para justificar la renuncia de nues-. 


tros derechos sobre Martín García en términos 
como no se atrevió a hacerlo el propio Dr. E. 
Fitte al intentar rebatir nuestro estudio sobre 
el tema. Agravia el sentimiento nacional el he- 
cho de que se enumeren los argumentos argen- 
tinos para fundar sus pretensiones sin derecho 
sobre la isla y se guarde absoluto silencio so- 
bre los títulos uruguayos, cuya validez no ha po- 
dido ser refutada por ningún tratadista argen- 
tino. Se reconoce que la isla queda “bajo. ju- 
risdicción argentina” pero “con alcance limita- 
do”, porque allí funcionará una Comisión Ad- 
ministradora creada por el Tratado, cuyos au- 
tores insisten en un argumento infantil con 
el objeto de alcanzar por esa vía el autoconven- 
cimiento de que Martín García no fue entre- 


gada sin defensa al pais que no tiene sobre 
ella derecho alguno. Pero el Mensaje, en medio 
de toda la superficialidad que pone de relieve 
la ligereza con que han sido resueltos proble- 
mas que afectan el destino del país, contiene 


. algo que supone un progreso. La. Cancillería 


. 2 $ pea > 
anuncia que, entre otras islas, queda “incluida 
E z . . , 

bajo soberanía uruguaya la isla Timoteo Domin- 


guez, cuyo nombre se omite en el texto del :, 
Tratado. En medió de un silencio impuesto. 
por el secreto de las informaciones oficiales s0=: | 


bre las negociaciones diplomáticas y trámites 


de ratificación del Tratado, del mutismo de los - 
Que debieran hablar y se ejercitan en callar; de 


la indiferencia de la prensa grande, en la que 
no se ha publicado un solo artículo de fondo 
con el análisis del tratado a cargo de alguna 
pluma docta, transcurre la etapa decisiva en la 
que nuestros derechos sobte el río que nos da 
perfil en el mundo quedarán definidos. Y con 
ello, también, grabada en la memoria del pue- 
blo uruguayo la tremenda responsabilidad cone 
traída por quienes serán llamádos un día a ren- 
dir cuenta de sus actos, 
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García nos pertenece, debía resolverse el esta- 
blecimiento de la Aduana en aquel punto co- 
mo el más aparente para el efecto.” — (Ma- 
nifestaciones de Miguel Barreiro en la Asam- 
blea Constituyente el B de octubre de 1829.) 


Por el artículo 2% de: la Convención Ma- 
ckau-Arana, suscrita el 29 de octubre de 1840, 
el negociador francés, sin consultar al go- 
bierno de Montevideo, entregó a Rosas la is- 
la Martín García, ocupada por el Uruguay 
desde 1838, El argentino Florencio Varela es- 
cribió entonces: “Sobre injusta. es altamente 
impolítica y agraviante la conducta del nego- 
ciador francés en este punto: importa una 
ofensa gratuita a un Estado amigo y autoriza 
las represalias” (1840) En otro pasale. el 
mismo escritor argentino. refiriéndose a mes- 


ro el señor Almirante ha sido el nrimern en 
desconocer y atacar los derechos de ese Esta- 
do; cuya soberanía extoió que se reconocte- 
se. El ha hecho estipulaciones sobre Martin 
Garcia sin querer que en ellas narttrinacen el 
Estado Oriental, que ocupó la isla con la Fran- 
cia, l 


El 24 de diciembre de 1840 el Ministro de 
Relaciones del Uruguay, Francisco A. Vidal, 
se dirigió al Ministro de Negocios Extranje- 
ros de Francia para reclamar por la entrega 
de la isla de Martín García sin consentimiento 
de nuestro gobierno, 


El Representante. Diplomático en París, Jo- 


sé Ellauri, en nota dirigida al Ministro Gui- 
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“No pudiendo dudarse de que Martin - 


tro país y al Almirante Mankan exnvesár “Pe- 


UNA TRADICION CONSTANT 


j 


zot el 9 de febrero de 1841, protestó por d 
desconocimiento. de los derechos del Uru- 
guay sobre Martin Garcia. 


t 


“La isla de Martin Garcia es una parte del 
territorio sujeto y dominado por las fuerzas 
dependientes del Gobierno; en ella su. pose- 


- sión y jurisdicción es única y exclusiva y con 


nadie la comparte ni la ha compartido ja- 
más.” — (Manuel Herrera y Obes, Ministro de 
Relaciones Exteriores del Uruguav, ‘al Encar- 
gado de Negocios de Francia, A, Devoize. 
Montevideo, junio 10 de 1851,) 


as 


“Es preciso que el Gobierno haga valer 
para el reconocimiento de nuestros legitimes 
e incontrovertibles derechos a la isla de Mar- 


_ tin Garcta? — (Patricio Vázquez. Camara de 


Representantes. 7 de junio de 1854.) 


“Este país no podría conformarse con tal 
modo de pensar. Pero fuera de la cuestión que 
de esto nacería para este país, en cuanto a 
dominio de la isla Martín García que es parte 
de su territorto...”. ete. — (Juan Tosé de He- 
rrera, Ministro de Relaciones Exteriores del 
Uruguay al doctor Andrés Lamas, renresentan- 
te diplomático ante el gobierno de Mitre. 
Montevideo, 21 de julio de 1863.) 


“Ese punto que consultó la previsión dé 
la política imperial, fue la neutralidad de la 
isla de Martín García a que consiguió se com- 
prometiesen las Repúblicas del Río de la Pla- 
ta, señora una [el Uruguay] y usurpadora 
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otra [la Argentina] de dicha isla.” — Juan Jo- 
sé de Herrera, Ministro de Relaciones Exterio- 
res del Uruguay al representante del Brasil, 
Juan A. Loureiro. Montevideo, 23 de diciem- 
bre de 1863,) ` e 


“Como nunca llegó el momento. de cele- 
brarse entre la República Argentina y el Im- 
perio del Brasil el tratado definitivo de paz, 
que había de determinar los verdaderos limi- 
tes del nuevo Estado, la posesión alegada [so- 
bre Martín Garcia] por la República Argenti- 
na, no puede servir de titulo para la prescrip- 
ción. Sobre todo cuando esa posesión ha si- 
do contradicha, desde los primeros momen- 
tos de la existencia del nuevo Estado según 
se ve, por el decreto que más arriba inser- 
tamos.” [El 17 de octubre de 1829 la Asam- 
blea Constituyente decretó la instalación de 


una aduana en Martín García.] — (Eduardo © 


Acevedo. “La Constitución”, 29 de julio de 


1852, ) 


i 


“¿Qué posesión apta. para prescribir podría 


alegar la Argentina en favor de su supuesto. 


dominio sobre Martín García, si realmente hu- 
biese carecido de título para conservar, áni- 
mo démini, contra el Uruguay, la posesión 
que obtuvo durante la guerra contra el Por- 
tugal y el Brasil en beneficio común de orien- 
tales y argentinos? 

No se ha ajustado, decía el doctor Aceve- 
do, el tratado complementario del de 1828 
‘que debe determinar los límites del nuevo Es- 
tado, y era concluyente para él que no podía 
entretanto servir de base a prescripción. algu- 
na la ocupación argentina, ' 

No fue por cierto el Uruguay quien puso 
trabas a la celebración de ese tratado defini- 
tivo y que hubiese podido ser interpretado 
como abandono de los derechos que se atri- 
buía por la ley de 1829” — (Gonzalo Rami- 
rez. Fragmento de un estudio escrito en 1908.) 


En las negociaciones sobre límites del Río 
de la Plata realizadas en 1968-1969, el 20 de 
enero de este año, la Cancillería uruguaya sos- 
tuvo, en nota dirigida a la Cancillería argen- 
tina, que este país era mero ocupante de la 
isla Martín García y que Urquiza, por los tra- 
tados sobre libertad de los ríos. firmados el 
10 de julio de 1833, no reconoció que Martín 
García perteneciera a la Confederación Ar- 
gentina, 


“Una vez mi padre le reprochó la Luis J. 
de la Peñal en el curso de su estadía en Rio, 


el hecho de que como Ministro de Relacia:- 


nes Exteriores, a los veinte días de Caseros 
se hubiera dirigido al gobierno de Montevi- 
deo- —(Montevideo que al título «reconquis- 
tadora» acababa de merecer el de «libertado« 
ra» de Buenos Aires)— para anunciarle la re- 
solución de ocupar la isla de Martín García 
que, por derecho natural y sanción de la his- 
toria era innegablemente oriental. : 

Pero entiendo, le' contestó el señor Peña, 
que están pendientes, no obstante la ocupa- 
ción, los títulos de soberanía sobre esta isla. 

—Los nuestros son indiscutibles. No los 
discutía el doctor Manuel José García cuando, 


al firmar, por su país, el tratado por el cual « 
le entregaba al Brasil el territorio de la Pro- - 


vincia de Montevideo, o Cisplatina, se com- 
prometía a evacuar y entregar, como parte 
integrante de la misma isla de Martin Gar- 
cía. [Expresó Lamas.} 


—Por eso digo, es cosa litigiosa, Expresó” 


de la Peña.] : 


- —No litigiosa, sino usurpada. [Replicó La- 


mas. ] 

Y mi padre dio por terminado el inciden- 
te desde que, por otra parte, no tenía por 
delante persona con quien tratar, como co- 
‘rrientemente se dice.” — (Pedro $. Lamas 
“Etapas de una gran política”. Págs. 220-221 
Sceaux, 1908.) 


AR 


Martín García y la Convención Constituyen- 


te de la Provincia de Buenos Alres. 


En el acta correspondiente a la sesión ce- 
“lebrada el 15 de junio de 1871 por la “Con- 
vención Constituyente de Buenos Aires”, se 
registra el proyecto de Constitución provin- 
cial coordinado por la comisión central sobre 
la base de los cinco proyectos presentados 
por las comisiones parciales. El artículo 9? 
del proyecto declara que la soberanía terri- 
torial de la Provincia de Buenos Aires se ex- 
tiende: “19) Desde la confluencia del Arroyo 
del Medio con el Paraná, siguiendo la mar- 
gen derecha de este río, la ribera occidental 
del Río de la Plata y las costas del Océano 
Atlántico, hasta la desembocadura del Río Ne- 
gro, comprendiendo todas: las islas adyacen- 
tes, ensenadas y bahías a lo largo de la dicha 
línea hasta la distancia de la mitad de la co- 
miente en los ríos y de tres millas en el 
mar”, ete. = 

El 14 de julio de 1871 se inició la discu- 
sión del artículo 9%. Bartolomé Mitre, era par- 
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. í , 
tidario de que la Constitución especificase tos 
límites de la Provincia de Buenos Aires; entre 
otras observaciones hizo la siguiente: “Ahota 
vendría otra cuestión sobre lo que la Comi- 
“sión no ha proyectado nada y que correspon- 
de resolver a la Convención o.a la Provincia, 
cuál es la posesión y propiedad de la isla 
de Martín García. Esta isla situada en la en- 
trada de los ríos superiores, que domina su 
navegación, que ha dado origen a graves 
cuestiones y que de hecho se halla hajo la 
jurisdicción nacional, no se halla en las adya- 
centes de nuestra costa, sin embargo. de que 
hemos estado en posesión de ella, y la Cons- 
titución actual la menciona al hablar de los 
límites”, Bernardo de Irigoyen propuso que el 
artículo 9% volviera a la Comisión. Así se re- 


 solvió. El 19 de octubre de 1871 se entró a 
: considerar el texto sustitutivo del artículo 9° 
: propuesto por la Comisión especial en minoría: 

los límites de la Provincia, son aquéllos con 


que se ha incorporado a la Nación, y que nor 
derecho le corresponden; sin periuicio de las 
cesiones o arreglos que puedan efectuarse con 
autorización de la Legislatura”. Se ronsideró 


` que el artículo primitivo “determinaba cosas 


que no convenía determinar”, al decir de Vi- 
cente F. López. Rufino de Elizalde sostuvo 


de la Cancillería.) ' : 


NOMERG 77 


que el Congreso no podia determinar arbitra- 
riamente los. limites de cada Provincia, pero 
que era el único juez que podía determinar 
cuál era la posesión de cada Provincia. “Pero 
quedaría todavía pendiente —dijo— la cues- 
tión de la isla de Martin García, cuestión ane 
no la. había resuelto así como otras cuestio- 


nes relativas a los límites de la Provincia de 


Buenos Aires sobre el Río de la Pléta, cuestio- 
nes difíciles y gravísimas, que nos las veo ni 
aun siquiera iniciadas -en los dos proyectos”. 
Predominó el criterio de eludir la cuestión 
de Martía García y del Río de la Plata, sien- 
do anrobado finalmente el texto siguiente: 
“los límites territoriales de la Provincia son 
los que por derecho le corresponden con arre- 
glo a lo que la Constitución Nacional estable- 
ce, y sin perjuicio de las cesiones o tratados 
interprovinciales que puedan hacerse autori- 
zados por la Legislatura”. Si los. gobernantes 
argentinos creían que la isla. Martín Garcia 
pertenecía a la República Argentina ¿por qué 
se cuidaban expresarlo en un documento pfi- 
cial? — (“Debates de la Convención Consti- 
tuvente de Buenos Aires, 1870-1873.” Publica- 
ción oficial bajo la dirección del Canvevria- 
nal Luis V. Varela. Tomo T. váxs. 171, 460, 


£74, 844, 878. Buenos Aires, 1877.) 


2S. “Se estudiaron al efecto, por los servicios técnicos del Ministerio de Res 
_ Jaciones Exteriores. fórmulas que recogieran ciertos principios esenciales: a) igual- 
dad y reciprocidad; b) acentuar el interés en el frente oceánico; ¢) RESGUAR- 
DO DE NUESTRA POSICIÓN SOBRE MARTIN GARCÍA Y TIMOTEO 
DOMINGUEZ; d) normas uruguayas sobre hidrocarburos, pesca, desarrollo del * 
puerto de. Montevideo u otro en costa uruguaya, en el área de Ja Cuenca del 
Plata; e) cuidado en no desconocer los intereses argentinos, compatibles con los 
nuestros, para hacer viable el esquema de solución (José A, Mora Otero, Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores, Manifestaciones hechas en la Comisión de Asun- 
tos Internacionales del Senado en julio de 1972 al resumir Ja gestión y posición 
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